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I.- INTRODUCCIÓN 


I I listado Ecuatoriano no puede estructurarse y funcionar en 
I orina adecuada, sin una administración de justicia moderna, 
independiente, profesional, que preste un servicio eficiente a 
la colectividad, para garantizar la plena vigencia déla cons- 
Iitución y la ley, y resolver en forma ágil y oportuna todos 
los conflictos contractuales y personales que para resolución 
sean puestos en su conocimiento, o para sancionar a quienes 
cometen delitos; No disponer de un servicio moderno y 
adecuado de la administración de justicia, y de las oficinas, 
dependencias auxiliares y relacionadas, constituye un alto 
riesgo para la seguridad jurídica, un alto costo económico 
para los particulares y el propio Estado. 


Muchos han sido los intentos por mejorar los servicios, siste¬ 
mas y procedimientos, los más activos, los financiados por or¬ 
ganismos internacionales quienes con sus asesores nacionales 
e internacionales, han pretendido incorporar una legislación 
vigente en otros países, o métodos o procedimientos ajenos a 
nuestra realidad, por lo que han fracasado; Por el lado de las 
instituciones ecuatorianas, ha sido casi nula la iniciativa legis¬ 
lativa para realizar reformas en forma profesional, ya que en 
las pocas propuestas presentadas han prevalecido los intere¬ 
ses políticos o mediáticos, al no existir diagnósticos serios o 
evaluaciones que nos permitan manejar las alternativas de 
solución en forma positiva y consensuada, debiendo sumar 
a esto el miedo al cambio, o el rechazo a reformas por parte 
de los mismos operadores, quienes se han defendido ante la 
posibilidad de que un proceso de modernización pueda aten¬ 
tar contra su estabilidad laboral; A todo esto hay que sumar 
la inestabilidad provocada por la clase política, quienes en 
forma permanente han pretendido el control y manejo de la 
administración de justicia, para proteger sus intereses parti¬ 
culares, nombrando jueces vinculados a sus líderes o par- 



tidos, o a los grupos económicos que representan, rompiendo 
de esta manera la estabilidad e independencia de la función. 


Entre los intentos modernizadores de algunos organismos in¬ 
ternacionales, la sindicalización de los judiciales, y la preten¬ 
sión de los políticos de controlar la administración de justicia, 
los únicos perdedores han sido los ecuatorianos que reclaman 
se instale en el País un sistema moderno, eficiente e indepen¬ 
diente que garantice y proteja sus derechos. 

Existe además un gran déficit legislativo, ya que van al Con¬ 
greso Nacional, un gran número de políticos antes que de 
legisladores, motivo por el cual su desconocimiento sobre 
materias especializadas, hace que no exista la motivación su¬ 
ficiente para impulsar procesos legislativos de reformas que 
nos permitan modernizar a la administración de justicia en 
general y a todas las dependencias relacionadas o auxiliares 
en particular, ya que uno de los graves problemas de la justi¬ 
cia es la caducidad de sus leyes, teniendo vigente en el Ecua¬ 
dor leyes de la época de la Colonia, o miles de otras leyes, 
reglamentos, resoluciones de aplicación general, todas ellas 
de poca utilidad o nula aplicación. 

Al hablar de dependencias relacionadas o auxiliares con la 
administración de justicia, nos referimos al Ministerio Pú¬ 
blico, Policía Nacional, Centros de Rehabilitación, Defensoría 
Pública, ya que es inadmisible por ejemplo, un correcto fun- 
comiento de la justicia penal en general, sin el trabajo profe¬ 
sional y eficiente de la Policía Nacional y del Ministerio Pú¬ 
blico, y luego naturalmente de los Centros de Rehabilitación 
Social. Estos funcionan como una cadena, policía eficiente, 
investigaciones adecuadas. Ministerio Público profesional, 
dictámenes acusatorios sustentados con los cuales en la etapa 
del juicio se podrá condenar a los infractores de la Ley, y lue¬ 
go que los condenados sean enviados a un verdadero proceso 
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• Ir i nhabilitación. Si no hay investigación, el trabajo de los fis- 
i ales no podrá ser respaldado ni sustentado legalmente, en la 
elapa del juicio mediante un dictamen acusatorio, por lo que 
los delincuentes serán absueltos por los jueces. De la misma 
manera jueces imparciales, independientes y probos, cierran 
este círculo, por lo que si falla una de estas instituciones, no 
lunciona el sistema. 


Tampoco se puede garantizar una seguridad jurídica, sin el 
f uncionamiento adecuado de los otros servicios auxiliares de 
la Administración de Justicia, como son las Notarías, Regis¬ 
tros de la Propiedad y Mercantil, y otros como las Superin¬ 
tendencia de Bancos, Superintendencia de Compañías, Servi¬ 
cio de Rentas Internas, Municipios y sus oficinas de catastros, 
etc., ya que la seguridad jurídica implica manejar normas y 
procedimientos claros, reglados y debidamente difundidos 
en un Estado e instituciones encargadas de su aplicación, con 
tegnología moderna y personal capacitado, buscando la efi¬ 
ciencia, el buen servicio, y garantía del cumplimiento de los 
actos y contratos, con lo cual se evitan confusiones, proble¬ 
mas, estafas, conflictos, los cuales al no poder ser atendidos 
por estos organismos auxiliares, recargan el sistema de ad¬ 
ministración de justicia. Como ejemplo de lo aseverado, pon¬ 
dremos el caso del cobro de las obligaciones, que al no poder 
cobrar una letra de cambio o pagaré a la orden, los comer¬ 
ciantes comenzaron a exigir la entrega de un medio de pago 
como es el cheque como un título de crédito, para respaldar 
sus ventas a crédito, basados en el hecho de que con el cheque 
podían iniciar una acción penal; Si el problema era la lentitud 
de la administración de justicia para terminar un juicio ejecu¬ 
tivo que en promedio dura tres años, había que buscar una 
solución a este problema, y no permitir que un medio de pago 
sea utilizado ilegalmente con otro fin, y, así se podrían poner 
varios ejemplos. 
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Un punto muy importante que se tiene que impulsar, motivar 
y educar, es la "cultura por la legalidad", ya que la gran ma¬ 
yoría de los conflictos que se presentan, se debe a que la gran 
mayoría de ciudadanos no quieren cumplir con la ley, hecha 
la ley hecha la trampa, o la ley es para el de poncho, y por 
esta falta de educación por el respeto a la ley, se buscan mo¬ 
dos para evadir el cumplimiento de la misma, lo cual genera 
una infinidad de conflictos directos e indirectos, con un alto 
costo para toda la sociedad y el propio Estado, y esta cultura 
solo se la adquiere con educación y el ejemplo que debe venir 
de las principales autoridades, ya que así tengamos la mejor 
constitución, leyes adecuadas, o jueces probos, honestos e in¬ 
teligentes laborando en un sistema moderno y efectivo, esto 
no funcionará si no existe esta cultura para el respeto a la ley, 
y de esta manera acabaremos con las famosas frases "no es 
legal pero es legítimo", como si lo uno no fuera consecuencia 
de lo otro, tratando de justificar hechos ilegales basados en 
la aceptación de una mayoría poblacional, ya que no importa 
romper la constitución si eso es lo que los ciudadanos quieren 
o lo aceptan como una salida viable. 





1 - ANTECEDENTES CRISIS INSTITUCIONAL 


I permanente crisis institucional que soporta el País desde 
luce muchos años, se debe a que la sociedad ha permitido 
que la "política" se transforme de la noble institución de la 
doctrina u opinión referente al gobierno de los estados, a la 
loma del poder para satisfacer obscuros intereses particulares, 
partidistas o gremiales. Las causas que provocan esta crisis 
parten de la falta de una cultura democrática y una cultura 
por la legalidad, ya que la mayoría de ciudadanos sueña con 
encontrar un líder enérgico, fuerte, que de la noche a la maña¬ 
na solucione nuestros ancestrales problemas, sin importarles 
si este líder es civil o militar, o si accede al poder por la vía de¬ 
mocrática o por un golpe de estado, sin respetar la tradicional 
división de las funciones, -ejecutivo, legislativo y judicial-, y 
aceptando como algo normal que un Presidente pretenda el 
manejo de estas tres funciones, para tener el control de todas 
las funciones del Estado, cuando el éxito de las democracias 
sólidas, esta en la estructuración de funciones indepen¬ 
dientes, donde cada una tenga muy bien establecidos sus de¬ 
beres y obligaciones, y exista a la vez un autocontrol entre 
ellas, un contrapeso natural. 


Esto ha provocado que en todas las instituciones se nombre 
como funcionarios para ocupar puestos de la administración 
pública, a las personas carentes de méritos, capacidad para 
desempeño del cargo, idoneidad, imparcialidad y eficiencia, 
nombrando a los amigos, a los financistas de campaña, 
activistas políticos, o las personas de "confianza", aquellas 
que podrán hacer un favor a los nominadores cuando lo 
necesiten, debilitando de esta manera a todas las dependen¬ 
cias de la administración pública, y de la Función Judicial, 
convirtiendo a todas ellas en botín político de reparto con 
cada cambio de gobierno. Esta inestabilidad hace que los 
procesos y resoluciones sean lentos, burocráticos, corruptos. 



y que afecten al desarrollo institucional del País. De esta crisis 
no se ha salvado la administración de justicia, a la que cada 
gobierno pretende tomar control, formando mayorías coyun- 
turales en el Congreso Nacional, las cuales siempre tienen en 
la mira a la Corte Suprema de Justicia. 

Frente a esta triste realidad debemos analizar los mecanismos 
necesarios para fortalecer la institucionalidad en el Ecuador, 
con la finalidad de que con cualquier gobierno, o cambio de 
mandatario, esas instituciones se mantengan firmes e inde¬ 
pendientes, única garantía para respaldar los derechos 
constitucionales, legales y democráticos de todas las perso¬ 
nas. 

Establecer una auténtica carrera judicial, a base de los méri¬ 
tos, conocimientos y permanente evaluación del personal que 
labora en la función, dando prioridad al análisis de la cali¬ 
dad y cantidad del trabajo realizado, en base de los cuales se 
garantice la estabilidad de un funcionario, sería una de 
las metas. 

Para esto se deben romper los viejos esquemas o costumbres 
legislativas, como esa de estructurar organismos donde estén 
representantes de todas las funciones del Estado, exigiendo 
por ley, a que en una dependencia oficial estén los represen¬ 
tantes del Presidente de la República, Presidente de la Corte 
Suprema, Ministro de Finanzas, de otros ministerios, de los 
alcaldes, prefectos, militares, etc., existiendo tantas repre¬ 
sentaciones que resultaría imposible que un Ministro de Esta¬ 
do pueda asistir a todas ellas, y, adicionalmente cumplir con 
sus funciones específicas. Los organismos colegiados deben 
estructurarse con personas independientes y profesionales, 
conocedoras de la materia o funciones que debe realizar la 
dependencia a su cargo, y nada más, ya que al nombrar por 
ejemplo al Presidente de la Corte Suprema, para que integre 



mu «lilectorio de otra dependencia del Estado, le estamos obli- 
g.mdo ii cumplir otras funciones alejadas de sus obligaciones 
Irgales específicas, con lo cual por las delicadas funciones que 
lime que cumplir, descuidará el cumplimiento de su tarea 
I * i mcipal, la cual no solo requiere un trabajo a tiempo com- 
I ilelo, sino que requiere un trabajo duplicado o triplicado, si 
queremos que la misma funcione en forma adecuada. 

Me la misma manera hay que desaparecer las estructuras pi- 
lamidales, jerárquica, o la idea del "jefe", convirtiendo a or¬ 
ganismos como la Corte Suprema de Justicia, el Ministerio 
Publico, Policía Nacional, Dirección de Rehabilitación, etc., 
(■.olo para nombrar algunas dependencias), en organismos 
descentralizados, en donde exista una estructura administra¬ 
tiva nacional para las políticas generales, y estructuras pro¬ 
vinciales, independientes, para la ejecución de las sus tareas 
específicas, en donde se califique la honestidad y eficiencia, 
antes que el servilismo al jefe de tumo, brindando estabilidad 
a los funcionarios, los cuales deberán rendir cuentas de su 
gestión anualmente, presentando balances y cuentas, y fun¬ 
damentalmente estadísticas del despacho y atención de las 
causas que deben conocer y resolver. No queremos a la ad¬ 
ministración de justicia con un Juez de Jueces, porque esto 
rompe con la independencia que debe tener un Juez para el 
correcto desempeño de su cargo. 

C ambiar las formas de organización y trabajo de las depen¬ 
dencias del Estado, muy especialmente de la Policía Nacional, 
Ministerio Público y Administración de Justicia, rompiendo 
viejos esquemas centralistas, donde todas las órdenes vienen 
de un "superior", para implementar sistemas modernos de 
trabajo, donde cada Fiscal, Policía o Juez sea responsable de 
su trabajo y no tenga que cumplir consignas u órdenes. 
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Ni el Ministro Fiscal General del Estado nombrado por el Con¬ 
greso, o el Comandante General de la Policía nombrado por el 
Presidente del Gobierno de turno son la solución, por lo que 
debemos pensar en Fiscales Distritales Provinciales, nomina¬ 
dos por representantes de la sociedad, para evitar la politiza¬ 
ción de esa dependencia, o vincular a la Policía Nacional con 
los Municipios, para efectos de la planificación, evaluación y 
rendición de cuentas de sus actividades con los Alcaldes y 
Concejales como representantes de los ciudadanos residentes 
en las ciudades, policía que tendría una estructura provincial 
permanente e independiente, con policías que residan en la 
ciudad en la que trabajan. 

Se debe buscar la total y absoluta independencia de la Fun¬ 
ción Judicial, evitando de la misma manera que el Congreso 
Nacional nombre a los magistrados de la Corte Suprema, ya 
que si existen tres funciones del Estado, es inaceptable que 
una de ellas tenga poder o control sobre la otra, ya que de 
esta manera se rompe el equilibrio e independencia de las 
mismas. 

Lo ideal sería organizar el trabajo de estas funciones desde 
la base, y no desde la cúpula, ya que por más inteligentes, 
preparados e independientes que sean estas autoridades, es 
imposible que puedan controlar el trabajo de sus subalternos, 
por lo que diseñar un sistema donde se controle el trabajo en 
cuanto a número de causas despachadas, y la calidad de los 
pronunciamientos emitidos, garantizará una administración 
de justicia profesional e independiente, o procesos de investi¬ 
gación seria y documentada. 

Bajo el mismo concepto, se debe descentralizar el trabajo de 
las oficinas de los fiscales y jueces. No podemos tener las ofici¬ 
nas de la Policía Judicial y del Ministerio Público en el centro 
de las ciudades, como las que existen en Quito o Guayaquil, 



ni I, mi poco todos los juzgados penales o tribunales penales 
I Minien estar ubicados en un solo sector. 

' «e plantea que funcionen las oficinas de la Policía Judicial, 

• IrI Ministerio Público y Juzgados, por lo menos en cinco 
«» \eis sectores de la ciudad, y en los sectores y poblaciones 
aledaños, los que sean necesarios, para que el servicio esté 
mas cerca del lugar donde viven los ciudadanos que necesi¬ 
tan y requieren de este servicio. Dependencias donde exista 
policía judicial, policía de tránsito, jueces contravencionales, 
I i sea les. Jueces y centros de detención provisional, para que 
rn forma descentralizada atiendan en forma exclusiva a los 
habitantes de un sector poblacional, mejorará la atención al 
publico, y facilitaría el acceso de los ciudadanos a estas 
instancias oficiales. 

lín la práctica, una persona que vive en un sitio alejado, no 
puede viajar hasta el centro de la ciudad para buscar estos 
servicios, con el agravante que por el tráfico y servicio de 
transporte, se requiere en el mejor de los casos varias horas 
para el traslado de ida y vuelta, y muchas más horas más 
para ser atendida, sin tomar en consideración que por la ex¬ 
cesiva carga de trabajo que tienen los funcionarios públicos, 
se les debe visitar en forma continua y permanente para que 
atiendan una denuncia o investigación, con lo cual a la larga, 
tenemos ciudadanos cansados de mendigar atención y jus¬ 
ticia, por lo que la reacción lógica es rechazar este servicio y 
buscar otras medidas u alternativas para solucionar sus pro¬ 
blemas. 


Una adecuada reingeniería del personal que labora en todas 
estas dependencias, permitirá mejorar los sistemas y pro¬ 
cedimientos. No hay que invertir más en personal, sino utili¬ 
zar eficientemente a los que trabajan actualmente, buscando 
su continua preparación, y vigilancia del cumplimiento de 


sus funciones, para que sólo los más capaces, los que cumplen 
con honestidad y responsabilidad sus funciones, puedan con¬ 
tinuar laborando en estas delicadas funciones, ya que es tam¬ 
bién deber del Estado castigar la ineficiencia, corrupción e 
irresponsabilidad. 


7 1 DELIMITACIÓN DE FUNCIONES Y COMPETENCIAS ^ 
ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

I \,\y que adecuar el trabajo, funciones y atribuciones que las 
• mtoridades e instituciones realizan en las ciudades, ya que 
por la caótica forma de legislar, existen varias autoridades 
regulando y controlando las mismas actividades, teniendo 
conflictos de competencia entre todas ellas. Para poner or¬ 
den en las ciudades, se debe establecer cuál es la autoridad 
competente, por ejemplo, que autorice el funcionamiento de 
bares, licorerías, prostíbulos, discotecas, espectáculos públi¬ 
cos, negocios en particular, ya que si queremos combatir a los 
infractores, debemos en primer lugar regular al ente encarga¬ 
do de controlar el funcionamiento de negocios y actividades 
públicas y privadas, y luego señalar al organismo que juzgará 
y castigará las infracciones. 

lin las ciudades solo los Municipios deberían regular, con- 
I rolar y autorizar el desarrollo de todas las actividades de la 
urbe, vía ordenanzas, permisos, patentes y otros registros, 
debiendo sancionar el incumplimiento de estas normas los 
Comisarios Municipales. Para efectos de la sanción en el ám¬ 
bito penal de las contravenciones, solo podrán juzgar con los 
procedimientos legales, los Jueces Contravencionales, por 
este motivo deben desaparecer las Intendencias o Subinten¬ 
dencias de Policía. Comisarías Nacionales y Tenientes Políti¬ 
cos, oficinas dependientes del Ministerio de Gobierno y de 
las Gobernaciones, ya que sus actividades tienen conflictos 
con las que realizan los Municipios, y esto no puede ser facti¬ 
ble, llegando a extremos que una clausura municipal no se 
la cumple porque el Intendente ordena la reapertura de ese 
local clausurado, y ante un conflicto de competencias, sola¬ 
mente salen beneficiados los infractores. 


Además los Intendentes, Subintendentes, Comisarios de 


Policía y Tenientes Políticos, están laborando como jueces de 
contravenciones sin sustento legal alguno, al carecer de ju¬ 
risdicción, puesto que el Código de Procedimiento Penal en 
su-artículo 19 expresa que "la competencia en materia penal 
nace de la ley", y en concordancia con lo establecido en los 
artículos 27 al 30 del mismo cuerpo de leyes, se da exclusiva 
competencia a los Jueces Contravencionales, Jueces Penales, 
Tribunales Penales, Cortes Superiores de Justicia y Corte Su¬ 
prema de Justicia, por lo que si aplicamos estrictamente estas 
disposiciones, deben desaparecer los comisarios de policía, 
los cuales al carecer de jurisdicción y competencia, no pueden 
sancionar ni siquiera contravenciones, tampoco pueden clau¬ 
surar locales o establecimientos, ni multar, ni cumplir con las 
otras acciones que están realizando a la presente fecha al mar¬ 
gen de la Ley. 
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Todas las dependencias de otros Ministerios o de otras Ins¬ 
tituciones Estatales, tendrían que regular y coordinar sus ac¬ 
tividades con los Municipios. No pueden dictar normas, re¬ 
glamentos o resoluciones los Ministerios de Turismo o Medio 
Ambiente, sin contar con los Municipios, ya que todos están 
regulando las mismas actividades en las mismas ciudades. 
Lo mismo sucede con la planificación y control del tránsito 
y transporte terrestre, permisos para portar armas, autoriza¬ 
ciones de salida del País, etc. Quien controla la planificación 
de la circulación vehicular, el Municipio o la Policía, quien 
coloca los semáforos el Municipio o la Policía, y por esta falta 
de definiciones los único que sufren las consecuencias son los 
conductores de vehículos, los transeúntes y los residentes de 
las ciudades, y esto no es más que desorganización por con¬ 
flictos de competencias, ya que la mayoría de instituciones 
busca acumular poder, sin importar si esta preparada para 
cumplir adecuadamente un servicio. 
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I II ístado es uno solo, y no podemos permitir esta forma con- 
lnsa y caótica de reglamentar y regular actividades en una 
» nidad o en el País en general. 

I >r hen quedar claramente establecidas las responsabilidades 
• idininistrativas y las judiciales, para que a futuro no existan 
» nnflictos entre las autoridades Nacionales, Provinciales o 
Municipales, o las que le corresponde a otros órganos 
administrativos o de la administración de justicia. 

( on estos cambios, se busca también inaugurar un sistema 
de administración de justicia para todos los ciudadanos, es¬ 
pecialmente para aquellos que habitan en pequeñas ciudades 
V poblaciones, para los cuales sólo existe un Teniente Político 
para solucionar todos los problemas, quienes sin tener 
I acuita des legales, resuelven sin competencia muchos recla¬ 
mos, como mediadores o como autoridad. Un Juez Contra- 
vcncional nombrado por la Administración de Justicia, pro¬ 
porcionará mayor respaldo a la legalidad de los procesos de 
juzgamiento y sanción, y de cuyas resoluciones además se 
podrá apelar, para que sea otro juez en otra instancia el que 
también revise la legalidad de los procedimientos del ante¬ 
rior, y de esta manera protegemos al ciudadano. 

l odos los ecuatorianos tienen el derecho de acudir ante un 
)uez para solucionar sus conflictos, y por este motivo debe¬ 
mos romper la idea de que sólo con una excelente Corte Su¬ 
prema de Justicia vamos a tener una buena administración 
de justicia. A la Corte Suprema llega un pequeño porcentaje 
tle las miles de sentencias dictadas, por lo que al considerar 
un número de jueces con relación a la población existente, no 
sólo se atenderán a las pequeñas poblaciones, sino también 
a los grandes conglomerados humanos, para que de esta 
manera todos tengan acceso a un juez de derecho. 


A la presente fecha no existen jueces contravencionales 
para juzgar y sancionar las contravenciones previstas en el 
Código Penal, por lo que es obligación de la Función Judicial 
a través del Consejo Nacional de la Judicatura, nombrar in¬ 
mediatamente a estos jueces, no sólo para evitar el abuso de 
las autoridades que actúan al margen de la ley, sino para dar 
cumplimiento a lo que dispone el artículo 390 del Código 
de Procedimiento Penal que dice " para conocer y juzgar las 
contravenciones son competentes los jueces de contraven¬ 
ciones que establezca la Ley Orgánica de la Función Judicial, 
dentro de la respectiva jurisdicción territorial". 
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I I A ADMINISTRACION DE JUSTICIA EN LA ERA DEL 

( < COCIMIENTO 


V, 


I .r. Iros eras históricas más trascendentes de la humanidad 
"ii La Era Agrícola que se basa en sembrar productos de la 
in-ii.i; la Era Industrial, en fabricar cosas; y la Era del Cono- 
. i miento, servir, pensar, saber y experimentar". (1) 

' »rgun lo explica Marcelo Fernández Salvador en su obra "La 
l i a del Conocimiento", La Era Agrícola tuvo una duración de 
»hez mil años, donde el promedio de vida en años era de 35, 
vía productividad del 1%; La Era Industrial tuvo 300 años de 
ilinación, el promedio de vida subió a 60, y la productividad 
al S()%; y. La Era del Conocimiento tiene una duración de 50 
.mos a la fecha, con un promedio de vida de 80 años, y una 
I M oductividad del 2.500%. 

En la misma obra explica Fernández Salvador, remitiéndose 
ala vez al escritor Estadounidense Toffler, que: " para medir 
los ritmos de cambios, se utiliza en forma didáctica una au¬ 
topista, en la cual recorren vehículos imaginarios, a distintas 
velocidades; ejemplos que se basan en estudios hechos en la 
economía norteamericana, así recorren a 160 kilómetros 
por hora, las empresas y los negocios, cambiando a una gran 
velocidad; a 145 kilómetros por hora, la sociedad civil, 
constituida por miles de organizaciones no gubernamentales 
()NG, cambiantes: proempresa, antiempresa, grupos profe¬ 
sionales, federaciones deportivas, organizaciones religiosas, 
asociaciones de fabricantes, etc.; a 100 kilómetros por hora 
la familia estadounidense; a 50 kilómetros por hora están los 
sindicatos; a 40 kilómetros por hora, en un carril lento, es- 
lán las burocracias gubernamentales y agencias reguladoras, 
hábiles, habilísimas a la hora de ignorar las críticas y re¬ 
trasar los cambios, y no solo que ellas cambian lentamente, 
sino que detienen el ritmo de cambio de las empresas que 


van a 160 kilómetros por hora; a 15 kilómetros por hora van 
los sistemas de la enseñanza pública en Estados Unidos; a 10 
kilómetros por hora van las organizaciones como Naciones 
Unidas, Fondo Monetario Internacional, la Organización 
Mundial de Comercio, Bancos de Desarrollo; a 5 kilómetros 
por hora, van las estructuras políticas, como el Congreso, go¬ 
biernos estatales y la Casa Blanca; a 2 kilómetros por hora, 
como la más lenta de todas las instituciones de cambio: LA 
LEY, indicando que hay una colisión entre el tiempo hipe- 
racelerado de internet y el tiempo judicial. Las leyes impor¬ 
tantes, que afectan directamente a la economía avanzada, en 
campos como el derecho de autor, las patentes, el derecho a la 
intimidad y muchas otras leyes, siguen sin ser puestas al día. 
La Economía del conocimiento no ha surgido merced a estas 
leyes, sino a pesar de ella. En síntesis, talvez, los abogados 
están cambiando su modo de trabajar, pero no puede decirse 
que la propia ley se esté moviendo. En el Ecuador hay una 
gran confusión: existen más de 115.000 leyes y reglamentos y 
se aplican solamente 12.000: el resto es más chatarra". (1). 


Bien vale transcribir un pensamiento sobre este tema: 

"Una multitud de leyes en un país es como un gran número 
de médicos, un signo de debilidad y enfermedad" 

Voltaire 


El análisis que se realiza en la obra citada, no solo refleja la 
realidad en el País del Norte, sino también es nuestra realidad, 
ya que en el Ecuador, la ley marcha también a dos kilómetros 
por hora o a una velocidad inferior, motivo por el cual to¬ 
davía tenemos vigente legislación expedida en la época de la 
Colonia, en pleno siglo XXI, esta velocidad con la que avanza 
la ley, hace que nuestros procesos en la administración de jus¬ 
ticia sean cada día más lentos y caducos, y esta lentitud no 
solo afecta a la administración de justicia, sino a la sociedad 
toda, con un alto costo económico. A que se debe esa falta de 


iniciativas, de motivación de los legisladores para ocuparse» 
d<* lemas más profundos dejando a un lado los coyuntura les, 
nadie lo sabe, se especula que a lo mejor se deba a la falla 
ile conocimiento en materias especializadas por parte de los 
diputados, los cuales para no quedar mal ante la opinión pú¬ 
blica, prefieren ignorar el tratamiento de estas reformas, por 
l<» cual se hace necesario pensar en un mecanismo que im¬ 
pulse las reformas legales, para que las mismas se analicen en 
lorma profesional, técnica, y sean dictadas para su inmediata 
aplicación. 

( uando se hacen reformas, las leyes que se han dictado no se 
unplementan en forma oportuna, porque también existe falta 
de motivación y presupuesto para que los operadores de la 
justicia implementen en forma adecuada las nuevas disposi¬ 
ciones legales para que entren en plena vigencia y aplicación 
inmediata; porque razón, motivo o circunstancia no se aplica 
hasta la fecha los principios constitucionales de "la unidad 
jurisdiccional y la oralidad (juicios orales)", incluidos en la 
Constitución Política promulgada en el año de 1998, y que 
le correspondía ejecutar a la Administración de Justicia, uni¬ 
dad jurisdiccional que pretendía que los juicios a los Policías 
y Militares no sean llevados y juzgados por jueces militares o 
policiales, sino por Jueces de la Función Judicial; A pesar de 
constar en la constitución estos claros preceptos, continúan 
administrando justicia juzgados policiales, militares, espe¬ 
ciales en otras áreas y materias, continuamos manteniendo 
en casi todos los procesos el caduco sistema escrito, con miles 
de hojas, cosidas con aguja e hilo y llenas de polvo. 

No existe juzgado, corte o dependencia judicial, donde 
día a día ingresen voluminosos expedientes, con miles de 
hojas, que se van acumulando, ante la falta de personal para 
atender y despachar estos procesos escritos que contienen 
juicios para ser resueltos, estableciéndose en cálculos aproxi- 


mados, que existen más de un millón de causas represa¬ 
das en las Cortes del País, según un estudio realizado por el 
Centro de Estudio de la Justicia de las Américas, indicando 
que el represamiento de los procesos es uno de los princi¬ 
pales problemas que afronta la Administración de Justicia en 
el Ecuador. (12) 

Como no existen estadísticas reales, miles de causas ni 
siquiera ingresan en estos cálculos, ya que en materia penal 
se tiene referencias que se presentan aproximadamente de 
120.000 a 170.000 denuncias en un año, y según estudios 
realizados por la Fundación Esquel (2) las estadísticas son 
las siguientes: 

CONSOLIDADO NACIONAL DE ENERO A DICIEMBRE 
2002 


Denuncias presentadas 122.180 

100 % 

Indagaciones previas 78.985 

64.5% 

Instrucciones Fiscales 13.053 

10.7% 

Dictámenes acusatorios 12.107 

9.9% 

Desestimaciones 2.035 

1.7% 

Conversiones 331 

0.3% 


RESULTADOS JUDICIALES 

Llamamiento a juicio 2.925 

2.4% 

Procedimiento abreviado 3 

0 . 002 % 


-obreseimientos 


1.490 


'.«■ntencias condenatoria 956 

0 . 8 % 

‘-cntendas absolutorias 187 

0 . 1 % 

i ONSOLIDADO NACIONAL DE ENERO A DICIEMBRE 
.>005 


I )onuncias presentadas 
Indagación previa 
I )osestimación 
I nstrucción Fiscal 
C onversión 
I )ictamen Absolutorio 
I iictamen Acusatorio 
I ’rocedimiento abreviado 


178.340 

119.914 

22.646 

17.363 

574 

4.766 

9.114 

40 


RESULTADOS JUDICIALES 
l lamamiento a juicio 
1.67% 

Procedimiento abreviado 
0 . 02 % 

Sobreseimientos 

1.17% 

Sentencias absolutorias 
0.13% 

Sentencias condenatorias 
0.59% 


2.979 


2.100 


1.068 


Del análisis de las estadísticas se podrá apreciar que en el año 
2002 se presentaron 122.180 denuncias penales, y solo obtu¬ 
vieron sentencia condenatoria 956 personas que equivale al 
0.8%; en el año 2005 se presentaron 178.340 denuncias pe- 


nales y solo obtuvieron sentencia condenatoria 1068 personas 
equivalente al 0.59%, y esto quiere decir que en el Ecuador 
existe IMPUNIDAD ya que no podemos tener un porcentaje 
tan bajo de delincuentes sentenciados y condenados a una 
pena, por lo que si analizamos el número de Fiscales frente a 
las condenas con sentencia, de 400 Fiscales promedio a nivel 
nacional, en el año 2002 a cada uno de ellos le corresponde 2.3 
sancionados, y en el año 2005 a 2.6 sancionados por cada Fis¬ 
cal, por lo que si evaluamos el trabajo y eficiencia del Ministe¬ 
rio Público, los Fiscales por su trabajo anual, están en deuda 
con la sociedad Ecuatoriana, ya que es inadmisible que cada 
fiscal no haya logrado que se sentencien con una condena ni a 
tres delincuentes por año. 




Es lógico suponer porque todos los ecuatorianos tenemos esa 
sensación de inseguridad permanente, porque es real, ya que 
si los delincuentes no son juzgados y sancionados, y saben 
que su sanción es muy complicada por lo difícil del sistema, 
volverán a delinquir en forma permanente, y por este motivo 
la Policía Nacional registra en sus archivos a personas que 
son detenidas 50, 60, 70 y más veces, con el agravante que 
según el estudio de la misma Fundación Esquel (2) la Policía 
Nacional detiene a un promedio de 36.000 a 40.000 personas 
por año, y según este estudio en el año 2000 se detuvieron a 
48.030 personas, y en el año 2001 a 36.074 personas, número 
elevado, que comparado con las mil sentencias promedio que 
se dictan por año por parte de la administración de justicia, 
vemos que quedan sin juzgamiento ni sanción más de treinta 
y cinco mil personas por año, y esta es la causa principal de 
la inseguridad y de la impunidad, ya que delincuentes dete¬ 
nidos y no sancionados, vuelven a las calles a delinquir una 
y otra vez. 


En las principales ciudades del País como son Guayaquil y 
Quito, según datos de la Policía Judicial y de la Dinapen, se 
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• .il« iil.i existen un promedio de 5000 pequeños delincuentes 
s pandilleros que delinquen en forma diaria y permanente, 
s • niuo no existe un método adecuado para su juzgamiento, 
.mi ion y rehabilitación, el incremento de los delitos aumenta 
•' 11 I orina proporcionalidad, a la falta de sanción, ya que se 
«.ilcula que un solo delincuente, o un grupo de ellos en una 
i mi lie pueden robarse de diez a veinte radios de vehículos, 
m as,litar a diez o veinte personas, delitos que causan crisis 
nerviosas a los afectados. 

' M gun el Colegio de Abogados de Pichincha, los juicios pen¬ 
da sites de resolución final en la ciudad de Quito son: en la 
( orle Superior de Quito, las Salas de lo Civil tienen acumu¬ 
lados 3826 juicios, las Salas Penales 9637, las laborales y de la 
Niñez y Adolescencia 2082 juicios. El Tribunal Distrital Fiscal 
it«porta 5179 juicios pendientes, y el Tribunal Distrital de lo 
( ontencioso Administrativo 6615. 

I as causas pendientes según el Centro de Estudio de la Justi¬ 
cia de las Américas en el año 2006 son: Causas civiles, seiscien- 
los cuarenta y ocho mil cuatrocientos noventa y un (648.491), 
penales doscientas veinte y tres mil trescientas treinta y dos 
(223.332), tránsito treinta y un mil seiscientas cincuenta y 
ilos (31.652), laboral siete mil ciento noventa y nueve (7.199), 
Niñez y Adolescencia noventa y ocho mil ciento cuarenta 
V seis (98.146), inquilinato veinte y cinco mil ochocientos 
cuarenta y siete (25.847), Fiscal quinientos setenta y un (571), 
con un total de un millón treinta y cinco mil doscientos treinta 
v ocho (1.035.238) causas pendientes de despacho. 

C ’on estas estadísticas, es lógico suponer que la presión que 
reciben jueces y magistrados para el despacho de las causas 
en intenso, con lo cual no podemos aspirar que los juicios 
sean analizados con la profundidad que cada caso requiere, 
v nadie da una solución a estos problemas, o las soluciones 



parciales que se dieron por parte de Projusticia, cuando se 
crearon los llamados Juzgados Corporativos, no fueron las 
adecuadas, ya que impedir el ingreso del público a los Juz¬ 
gados, instalar ventanillas para la recepción de escritos, o de 
empleados que lleven los procesos desde el archivo al escrito 
del empleado judicial, bajo el concepto que sin la presión del 
público los empleados judiciales podían tener la libertad de 
atender el despacho de miles de causas, es un error de apre¬ 
ciación y mayor de aplicación, ya que las paredes no solucio¬ 
nan ni frenan el volumen de trabajo, miles de causas para po¬ 
cos empleados, significa represamiento en la atención, ya que 
una persona tiene una capacidad limitada al número de horas 
trabajo/día para la atención y despacho, de la cual no puede 
excederse así exista la mejor disposición o buena voluntad, 
por lo cual existen empleados mal humorados, enfermos, 
que trabajan permanente presionados por los abogados y 
usuarios, los cuales se inventan procedimientos para ser aten¬ 
didos oportunamente, entre los cuales naturalmente esta los 
regalos o propinas, con lo cual se incrementa la corrupción. 

Se llega a extremos de cambiar la denominación de algunas 
dependencias, cambiando por ejemplo la denominación de 
Tribunales de Menores por Juzgados de la Niñez y Adoles¬ 
cencia, pero no se incrementa el número de juzgados a pesar 
de que la población a crecido geométricamente, como conse¬ 
cuencia miles de demandas no pueden ser atendidas, las au¬ 
diencias se fijan para después de un año, y un niño no puede 
pasar un año sin alimentos por la lentitud de la adminis¬ 
tración de justicia. 

Las cosas no difieren en el tratamiento de la violencia familiar, 
ya que según el Consejo Nacional de las Mujeres (Conamu), 
en el año 2006, de ocho mil denuncias presentadas por vio¬ 
lencia de género en los tribunales del País, únicamente cien 
tuvieron sentencia. 
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I'mi todas estas cosas la gente huye de los juicios, los ciu- 
. 1 , 1 » Linos no confían en los organismos judiciales, y saben que 
involucrarse en un juicio cuesta mucho dinero, a pesar de que 
l.i ( 'i institución indica que los trámites en los procesos pe- 
ihiles, laborales, de alimentos y menores son gratuitos. 

A ule esta penosa situación, muchas personas optan por no 
ulili/.ar los servicios de la administración de justicia, y utili¬ 
zan métodos no convencionales para solucionar sus conflictos, 
«<mili la utilización de abogados ampliamente conocidos por 
mi métodos violentos, o los Consejos Comunales de Justicia 
donde un grupo de ciudadanos, especialmente en el campo, 
**i* unen para solucionar los conflictos a su manera, detenien¬ 
do a las personas en prisiones adaptadas y resolviendo a su 
manera problemas y conflictos, o los denominados justicieros 
que muy armados operan al margen de la ley; En otros casos 
>»r llega al extremo de capturar a los delincuentes y quemarlos 
vivos a vista de los Policías, los cuales se siente impotentes en 
muchos casos para detener a turbas enardecidas. 

I rente a la poca credibilidad de los ciudadanos en el sistema 
judicial, la complejidad de los procesos que demoran muchos 
linos y que son extremadamente complicados, la poca infor¬ 
mación y educación que tienen los ciudadanos sobre temas 
| un d icos y legales, lo que llamamos la cultura por la legali¬ 
dad, hace que cada día los ciudadanos se alejen de la 
administración de justicia, y en muchos casos se resignan y 
ilan por perdidos su reclamos. 

" I .os grandes denominadores comunes para alcanzar el de- 
piarrollo de un país, son vivir en democracia, con libertad, 
valores, respeto a la ley y solidaridad", y como manifiesta 
Marcelo Fernández en su obra citada: "la educación en el 
Ecuador y en muchos países en desarrollo, ha sido mediocre 
V vivimos en desorden, y si bien existe libertad, por efectos de 


la estructura social, muchas veces se convierte en libertinaje o 
abusos de autoridad". "Para que el país pueda desarro¬ 
llarse se requiere, valores, el respeto a la ley y la solidaridad 
ciudadana. Todo esto se consigue mediante una educación de 
calidad para las futuras generaciones; sin embargo, para que 
esto dé resultado se requiere empezar, de inmediato, con pro¬ 
gramas de culturización ciudadana. En la formación de nue¬ 
vas generaciones intervienen tres estamentos: la sociedad, la 
familia y los centros educativos. Para lograr la transformación 
deseada, estos tres estamentos deben trabajar al unísono."(1) 
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I A INDEPENDENCIA DE LA FUNCIÓN JUDICIAL, 


si ISTENTO DE LA DEMOCRACIA, LEGALIDAD Y 
si (PURIDAD JURÍDICA. 


i 'n Mslema democrático funciona con el triunfo de las 
m.is m ías en un proceso electoral, y el respeto a las minorías, 
l** io sin un sistema estructurado e independiente de ad- 
m i n i -.1 ración de justicia, que garantice el respeto y vigencia de 
Iom derechos constitucionales y legales de todas las personas, 
irmln.irnos una democracia imperfecta, en donde las ma¬ 
culas que triunfen en una elección, abusarán del poder, in- 
i» i (Melarán la ley a su antojo y conveniencia, y naturalmente 
.Hai aiYin, abusarán o ignorarán a sus contrincantes políticos y 
i las minorías políticas, o minorías poblacionales. 

I '.ii .i esto se requiere de un Estado de derecho, con una 

• simctura sólida, con funciones claramente establecidas, 
legislativo ejecutivo- sistema judicial-control, con un sistema 
IMesidcncialista, o de un parlamentario o semiparlamen- 
i*iiio, con un equilibrio adecuado de todos estos poderes, 
\ normas adecuadas para que cada función pueda cumplir 

• «mi sus mandatos constitucionales y legales, sin interferirse 
unas con otras, o involucrarse en el trabajo y funcionamiento 
»le las otras; Un pilar fundamental dentro de esta estructu- 
i»i es el sistema de administración de justicia, como garante 
Jel c umplimiento de la ley, de la seguridad jurídica, y como 
(ne/ para solucionar los conflictos que se presentan entre los 
miembros de la sociedad. 


I n el Ecuador la clase política ha pretendido mantener el con- 
Irol sobre la Corte Suprema de Justicia, fundamentalmente 
para vigilar los procesos en los que se encuentran involucra¬ 
dos algunos políticos-por el fuero de corte de que gozan, 
o personas vinculadas a ellos o a los grupos de presión que 
representan, y por esta razón todos los Congresos han pre- 



tendido "fiscalizar" a los Jueces, integrar nuevas cortes con 
cada nuevo Congreso que se instala, sin respetar períodos o 
las propias normas constitucionales vigentes, nombrar como 
Magistrados, Ministros y Jueces a personas de su confianza, 
rompiendo de esta manera la imparcialidad e independencia 
de la función, y causando un grave daño a la consolidación, 
desarrollo y servicio que debe prestar este importante 
organismo a todos los Ecuatorianos. 

Por veinte políticos y veinte banqueros, que tienen juicios en 
las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia, se ha ejer¬ 
cido tanta presión en los últimos diez años, que hemos te¬ 
nido que lamentablemente ver como se han integrado varias 
Cortes Supremas, llegando al extremo de quedamos sin Corte 
Suprema más de un año, y esto es inadmisible en un Estado 
de Derecho. 

Si ha esto sumamos la sindicalización de los empleados de 
la Función, y los ilegales paros que han resuelto en forma in¬ 
constitucional, el panorama en totalmente adverso para un 
proceso de modernización, profesionalización y cambio de 
sistemas y procedimientos, que nos permitan a futuro 
visualizar una administración de justicia sólida y eficiente. 

El Estado debe disponer de servicios estatales acordes a las 
necesidades de cada sociedad, y vinculados con las diversas 
funciones del estado, por lo que en forma permanente debe 
actualizar sus sistemas y procedimientos, y avanzar al ritmo 
y velocidad que la ciudadanía demanda estos servicios, y no 
quedamos rezagados frente a los modernos sistemas que in¬ 
tegra en su quehacer diario la empresa privada, o los países 
del primer mundo, ya que la falta de atención, o el retardo 
en la administración de justicia, significa perdida de tiempo 
y dinero, y obliga a los ciudadanos a la búsqueda de alter¬ 
nativas para solucionar sus conflictos, o para resguardar su 
seguridad. 


•i I.i l ; unción Judicial que maneja los procesos para 
.■\Jimnistrar la Justicia, le corresponde garantizar el respe lo 
i l,i constitución y a la ley, y resolver los conflictos sometidos 
» ni conocimiento, es indispensable que su trabajo lo realice 
.un lotal y absoluta "independencia", sin que los jueces 
• 111 «* conforman el sistema, puedan ser influenciados, ame- 
iu/.idos, presionados o sancionados, por otras autoridades 
u personas ajenas a la función. La base de la administración 
.le |iisticia, reposa en jueces probos, doctos, éticos, que con 
ini.il y absoluta independencia no solo garanticen el estricto 
. umplimiento de la ley, sino que en base de su formación y 
•« h lucimientos y en equidad den solución a los conflictos que 
’mmii puestos en su conocimiento. 


I .i independencia de la Función Judicial se garantiza, con 
.mlonomía financiera y económica, personal calificado, sis- 
ir mas y procedimientos modernos acorde a las necesidades 
• |iii' tiene la sociedad, continua y permanente capacitación, y, 
« valuación de los jueces y personal que labora en este servi- 
i io. 


Mr la misma manera todos los funcionarios, empleados, 
magistrados o jueces de la Función, tienen que trabajar a 
tiempo completo en sus funciones específicas, siendo pro¬ 
hibido que se involucren en actividades políticas, gremiales, 
representaciones institucionales, profesionales, de educación 
ii otras relacionadas, no podrían ni siquiera ejercer la cátedra 
universitaria, ya que por el volumen de trabajo que tienen que 
re'solver, es incompatible que tengan otro empleo o función. 


Solo con una Función Judicial independiente, se podrán ga¬ 
rantizar la seguridad jurídica, por lo que la independencia 
implica también que ningún otro organismo del Estado, ad¬ 
ministre justicia, ni directa ni indirectamente, ni que leyes se- 


undarias permitan delegación de este servicio. 


Debe aplicarse en forma inmediata la unidad jurisdiccional 
establecida en la actual constitución, no solo para que mili¬ 
tares y policías sean juzgados por jueces de la administración 
de justicia ordinaria, sino que deben incorporarse a la ad¬ 
ministración de justicia, el conocimiento y resolución de los 
juicios por aguas, tierras, caminos, minas, los cuales por su 
trascendencia e importancia, no pueden estar en manos de 
funcionarios administrativos, o que sean tramitados con leyes 
especiales. 

Pero la independencia también implica, permanente capaci¬ 
tación de sus miembros, y evaluación permanente de la cali¬ 
dad de las resoluciones y cantidad de las causas despacha¬ 
das - volumen de su trabajo-, con la finalidad de establecer uní 
eficiente servicio, y fundamentalmente de calificar la calidad 
en el trabajo de los jueces, única forma de garantizar su esta¬ 
bilidad y fortalecer la carrera judicial, ya que no podrá existir 
una autentica independencia si los jueces no están estables en 
su trabajo, por lo que los nombramientos por períodos fijos 
deben terminar, ya que lo único que causan es inestabilidad, 
y una rotación que más causa estragos que beneficios. 

Independencia sin recursos no es independencia, por lo que el 
conocimiento del presupuesto anual que presente la Función 
Judicial para ser analizada por el Congreso, deberá tener como 
respaldo el número de usuarios que demandan servicios, y el 
incremento anual de los servicios que requiere la sociedad, 
para que no tengamos pocos jueces con miles de demandas y 
juicios represados, ya que justicia que tarda no es justicia. 

Como alternativa para buscar el financiamiento de la Ad-| 
ministración de Justicia, se propone en este estudio que losi 
presupuestos sean analizados y estructurados en cada pro¬ 
vincia, por intermedio de los descentralizados Consejos Pro¬ 
vinciales de la Judicatura que también se propone su creación, 



h.ijo el concepto que cientos de diputados provinciales ejer- 
• eran presión política, de la que carece la Corte Suprema, 
I».ira la aprobación de un presupuesto adecuado, acorde a las 
necesidades provinciales y nacionales. 

I laborar un presupuesto implica analizar en primer lugar la 
inlraestructura y necesidades que tiene cada provincia, sus 
problemas, falencias, personal laborando, analizar y estudiar 
las estadísticas para identificar donde se requiere mayor 
atención, sin en el área penal, mercantil, comercial, de la niñez 
v alimentos, para atender las causas represadas, y con una 
I *i eyección quinquenal, anticiparse a los requerimientos de la 
-•i k iedad, trabajo profesional y descentralizado que lo pueden 
i ral izar con profesionales del medio con la intervención de 
los Consejos Provinciales de la Judicatura, y de esta manera 
presupuestar el incremento de oficinas, mobiliario, personal, 
mu*vas tecnologías, capacitación, control, etc. 

I )rhemos respaldar, modernizar y actualizar a la Adminis- 

I I .u ión de Justicia, ya que ha sido práctica común en el Ecua- 
i li >r, que cuando no funciona adecuadamente una dependen- 
11.1 del Estado, pomposamente se crea otra, con las mismas 
l,u mitades y atribuciones, sin analizar previamente la necesi¬ 
dad de dar soluciones y normas para mejorar el trabajo de 
I.in primeras, y no duplicar el número de empleados, y des¬ 
perdiciar recursos; o, como otra de las soluciones, se dictan 
nuevas leyes, bajo el concepto de que con una nueva ley se 
solucionan todos los problemas, pero en la práctica seguimos 
ion los mismos problemas, los mismos defectos, y se acentúa 
la lalta de atención y de servicios. 

Lnlunces el análisis de la reformas no solo se debe enfocar 
desde el punto de vista estrictamente legal, sino que hay que 
,iii,i Iizar las estructuras o procesos que hay que cambiar, y 
desarrollar sistemas y procedimientos para que las leyes 


y servicios funcionen, por eso al hablar de una reforma 
constitucional, hay que pensar en forma inmediata en las 
reformas de las leyes secundarias que permitan que esas 
normas constitucionales funcionen y se apliquen, y luego 
estructurar los sistemas y procedimientos y preparar al per¬ 
sonal que labore en el nuevo sistema desarrollado y planifi¬ 
cado. La reforma constitucional en sí no soluciona nada, ni 
las reformas legales sin análisis y sustento, ni una nueva ley 
sin nuevos sistemas, procedimientos y personal capacitado 
para ejecutarlo. Lo más fácil y corto en número de artículos 
es la reforma constitucional, lo más difícil dictar las leyes se¬ 
cundarias, ya que mientras la constitución tendrá un capítulo 
que hable de la administración de justicia, para implementar 
adecuadamente las nuevas garantías constitucionales, institu¬ 
ciones y procedimientos, se necesitan dictar varias leyes, con 
cientos de artículos en cada ley. 


6.- INDEPENDENCIA, INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN. 

No podrá existir una autentica independencia, cuando el 
Ministerio Público tenga facultad para iniciar en cualquier 
momento un proceso de investigación en contra de un Juez, 
aduciendo que en una sentencia a cometido prevaricato, ya 
que esta simple presunción, sobre un hecho estrictamente de 
derecho, faculta a que un Fiscal emita posteriormente una 
instrucción fiscal solicitando que otro Juez dicte medidas 
preventivas en contra del juez acusado, entre ellas la prisión 
preventiva, y el Juez acusado se vera en la necesidad de pro¬ 
bar en estricto derecho ante un Fiscal, que la resolución que 
dicto esta enmarcada en lo que dice la ley y la doctrina, y esta 
simple presunción unida a los arcaicos procedimientos que 
utilizan los Fiscales, hace que un Juez pueda pasar meses o 
incluso años, afrontando un proceso investigativo penal, y 
posteriormente un juicio, para demostrar que la sentencia que 
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. I lin io, era la correcta y que es inocente de los cargos formu- 
l,n los en su contra. 

\ es lo debemos sumar las constantes denuncias que contra 
Ministros, Jueces y funcionarios judiciales se presentan en 
l n 11 na permanente en el Consejo Nacional de la Judicatura, en 
. Iñude la Comisión de Recursos Humanos, inicia procesos de 
investigación, por los cuales son multados, suspendidos e in- 
.luso destituidos funcionarios judiciales, con lo cual la presión 
por el trabajo y las constantes amenazas de sanción im¬ 
piden a los funcionarios cumplir sus labores en un ambiente 
• mdial y adecuado. Muchas de las denuncias en contra de 
los operadores judiciales tienen que ver con la falta oportuna 
i Ir atención y despacho de las causas, y con cientos o miles 
i Ir juicios pendientes de atención, más decenas que ingresan 
diariamente, no existirá un empleado o juez que no deba ser 
sancionado por este hecho, por lo que si los miembros de la 
< omisión de Recursos Humanos no investigan cual es la 
i ral idad no de una causa, sino de toda una oficina, podrían 
ron conceptos más claros, emitir resoluciones más justas. 

i)! ro de los problemas que afecta a la administración de jus- 
ticia, es que se encuentran satanizados todos los proceso pe¬ 
nales por drogas, peculado, contra los banqueros que estu¬ 
vieron involucrados en el último feriado bancario, y todos 
aquellos en los que se encuentran involucrados los políticos, 
por lo que no se puede resolver en estricto derecho estos ca¬ 
nos, analizando solo las pruebas evacuadas en un proceso y 
lo que dispone la ley, siempre existirá el temor de un Juez 
para emitir con imparcialidad una sentencia, teniendo por 
delante la peligrosa inclinación de complacer a la opinión pú¬ 
blica o a los políticos que promueven el escándalo, dictando 
una resolución o sentencia que afecte a una persona inocente. 
Si cometen el error de aplicar la ley, diputados, ciudadanos, 
políticos o la Comisión anti corrupción pedirán su destitución 
c inmediato enjuiciamiento penal. 



Para evitar todos estos actos que afectan a la independencia 
del Juez, cuando dicta sentencias o resoluciones, tienen que 
respetarse los procesos internos de juzgamiento, como el se 
propone en esta obra, permitiendo que el Consejo Provincial 
de la Judicatura, realice un estudio, análisis e investigación de 
las denuncias presentadas contra un Juez o un empleado, se le 
escuche al denunciado, y en un procedimiento oral y sumario, 
sea juzgado por una Sala Especializada de la Corte Superior 
del Distrito, o tratándose de los Ministros de las Cortes Supe¬ 
riores, que sea una Sala de la Corte Suprema de Justicia la que 
les juzgue, y solo si existe una resolución en contra del de¬ 
nunciado, en donde se establezcan que existen presunciones 
de responsabilidad penal, enviar una copia de esa resolución 
donde un Agente Fiscal, o Ministro Fiscal Distrital Provincial, 
para que se inicien las investigaciones en base de lo que dis¬ 
pone el Código de Procedimiento Penal. 


Pero todos estos procesos podrán incorporarse, luego de que 
se mejore todo el sistema, ya que será muy difícil juzgar la 
actuación de jueces y empleados, si el sistema continúa satu¬ 
rado, colapsado, y en estos casos no habrá justificación que 
satisfaga la necesidad de una oportuna atención y despacho 
de las causas, al usuario lo único que le interesa en solucio¬ 
nar un problema, sea este el cobro de una deuda, la fijación 
de una pensión alimenticia, un divorcio, los inventarios de 
una herencia, o que alguien sancione al que le estafo, al que 
le asalto, ya que la percepción ciudadana es que en la policía, 
fiscalía y juzgados solo se mueven quienes pagan por ese 
servicio, o los que tienen contactos, llegando al extremo ab¬ 
surdo de catalogar como los mejores abogados, no a los que 
se han prestigiado por su conocimiento de la doctrina y el 
derecho, sino aquellos que son expertos en mover los trámites 
y obtener resultados, valen los resultados sin importar como 
se obtengan, si por medios lícitos o por medios ilícitos, y esto 
es un atentado contra el imperio de la ley, y la cultura que 
debemos adquirir por la legalidad todos los Ecuatorianos. 


I I | UEZ BASE DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
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I ,i I unción Judicial, es un "servicio" a la comunidad, por 
!.• • |iu* tiene que estar relacionada con la necesidades de la 
. Miminidad, para lo cual en forma permanente se harán 
• \ .iluaciones del número de causas y demandas ingresadas, 

I mi .1 establecer un número adecuado de jueces especializados 
.11 i elación a la demanda de servicios, o establecer cortes de 
apelación también con el criterio del volumen de las causas 
.i n'solver, y no con el criterio provincial que prima en la 
•i. nulidad. 

I a I*unción Judicial debe tener como base el trabajo de los 

I I uves, no de los Juzgados, por lo que la estructura de los Juz¬ 
gados debe desaparecer por ser incompatible con un sistema 
. h al, para que el Juez conozca personalmente cada caso, ante 
'«ti persona se realicen las diligencias y practica de pruebas, y 
luego de escuchar los alegatos orales de las partes, dicte sen- 
lencia en presencia de los litigantes. 

I ,i estructura de la Función debe reposar en los Jueces como 
ad ministradores directos del sistema de administración de 
justicia, y en las Cortes de Apelación como son las Cortes Su¬ 
periores, y una Corte Suprema de Justicia que solo conozca 
algunos casos en forma excepcional, pero que sea la que guíe 
mn su jurisprudencia obligatoria las resoluciones de los casos 
i|uo lleguen al sistema. 

No es admisible una administración de justicia con una estruc- 
lura piramidal, donde la Corte Suprema sea la cabeza de la 
administración de justicia, ya que aquí no se requiere jefes, 
ni la tradicional y colonial jerarquización, un Ministro o un 
Magistrado no pueden mandar a un Juez, ya que un Juez no 
I Miede ni debe recibir ordenes de ninguna autoridad, persona 
i > gremio, ni siquiera recibir insinuaciones, ya que un Juez ad- 
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ministra justicia en base de lo que dispone la Constitución, las 
leyes, la jurisprudencia obligatoria, y en casos excepcionales 
en equidad. 

Eso si debe existir un sistema estricto de evaluación de la 
cantidad de casos atendidos y despachados, y la legalidad de 
las sentencias, y solo un proceso evaluatorio bien manejado 
garantizará la permanencia de un Juez en su trabajo, y natu¬ 
ralmente su promoción. 

Para el nombramiento de los Jueces, no solo procede realizar 
un concurso de méritos y oposición, si posteriormente no se 
realiza una evaluación permanente del volumen del trabajo, 
legalidad de las resoluciones y rendimiento satisfactorio en el 
volumen de las causas atendidas, ya que ni los títulos, ni la ex¬ 
periencia en trabajos anteriores garantizan un eficiente servi¬ 
cio en el desempeño de la función de Juez. Otorgar puntaje 
por el solo hecho de ser profesor universitario, o funcionario 
judicial es un muy grave error, ya que no sabemos si esa per¬ 
sona fue un buen profesor o buen funcionario, el hecho de 
haber servido en la burocracia donde no existe evaluación, o 
los años de servicio en una institución, no garantizan abso¬ 
lutamente nada. 


Es común ver a Jueces que dedican más tiempo a la cátedra 
universitaria, en dos o tres centros de educación superior, o 
que por residir permanentemente en otra ciudad solo traba¬ 
jan de martes a jueves en donde debería ser su lugar habitual 
y permanente de trabajo, y en estos casos será muy difícil que 
atiendan con la dedicación y responsabilidad que el cargo 
requiere, el despacho y atención de los juicios que les toca 
resolver. 

Entonces es prioritario establecer mecanismos para realizar 
una evaluación permanente de los Jueces, Ministro y Ma 


i‘,i liados, para que la estabilidad en el cargo no dependa del 
I«I»i/• i di* su nombramiento, sino de su capacidad en la aten- 

• h mi v despacho de las causas, analizando como se ha indi- 
i.idn la calidad y volumen de su trabajo. 

I i | triodos fijos para el desempeño de un cargo, tienen que 

• lnamarse, ya que la estabilidad como se indico, dependerá 
.Ir la conducta y comportamiento de Jueces y Magistrados, 
lu í cuales podrán ser removidos de su cargo solamente por 
mala conducta notoria, por ineficiencia o bajo rendimiento en 
el desempeño del cargo. 


i liando piensa que un hombre juzga a otro, siento un gran 
estremecimiento" 

Knhert de Lamennais 


' Mejor que el hombre que sabe lo que es justo, es el hombre 
que ama lo justo" 

( onfacio 

" Mas vale poco con justicia que mucho con derecho" 
l.uis Peña Kanafany 
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8.- ESTABILIDAD Y LEGISLACION COMPARADA 


3.1. - La Constitución de la República ARGENTINA, en su 
artículo 110 dice: " Los jueces de la Corte Suprema y de los 
tribunales inferiores de la Nación, conservarán sus empleos 
mientras dure su buena conducta." (3) 

En la Argentina la remoción de los Jueces, se establecerá por 
las causales establecidas en la constitución, y resuelta por un 
jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, ma¬ 
gistrados y abogados de la matrícula federal. 

3.2. - La Constitución Política de la República de CHILE, en 

el artículo 77 dice: Los Jueces permanecerán en sus cargos 
durante su buen comportamiento, pero los inferiores desem¬ 
peñaran su respectiva judicatura, por el tiempo que deter¬ 
minen sus leyes. No obstante lo anterior, los Jueces cesarán 
en sus funciones, al cumplir 75 años de edad, o por renuncia 
o incapacidad legal sobreviviente, o en caso de ser depuestos 
de sus destinos, por causa legalmente sentenciada. La norma 
relativa a la edad no regirá respecto al Presidente de la Corte 
Suprema, quien continuará en su cargo hasta el término de su 
período. En todo caso, la Corte Suprema por requerimiento 
del Presidente de la República, a solicitud de parte interesada, 
o de oficio, podrá declarar que los Jueces no han tenido buen 
comportamiento y, previo informe del inculpado y de la Corte 
de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción 
por la mayoría del total de sus componentes." 

(4) 

3.3. - La Constitución Política del PERU, en el artículo 146 
numeral 3 dice: "El Estado garantiza a los Magistrados Judi¬ 
ciales: 3.- Su permanencia en el servicio, mientras observen 
conducta e idoneidad propias de su función". (5) 




'I La Constitución de la República Bolivariana de VL 
l Jl /UELA, en su artículo 255 dice: "Los Jueces o Juezas solo 
l'iulrán ser removidos o suspendidos de sus cargos, mediante 
Ih . procedimientos expresamente previstos en la Ley." 
Ailiculo 264: Los Magistrados o Magistradas del Tribunal 
Mipremo de Justicia serán elegidos por un único período de 
• Ion* años. 

A i liculo 265: Los Magistrados o Magistradas del Tribunal Su- 
l'M'ino de Justicia, podrán ser removidos o removidas por b 
Asamblea Nacional, mediante mayoría codificada de las dos 
Iriveras partes de sus integrantes, previa audiencia concedi¬ 
da al interesado, en caso de faltas graves ya codificadas por el 
I ’iuler Ciudadano, en los términos que la Ley establezca. 

Artículo 267: La Jurisdicción disciplinaria judicial estará a 
» argo de los Tribunales Disciplinarios, que determine la Ley. 
I I Régimen disciplinario de los Magistrados o Magistradas 
V lueces o Juezas, estará fundamentado en el Código de Eti- 
r.i del Juez Venezolano o Jueza Venezolana, que dictará la 
Asamblea Nacional. El Procedimiento disciplinario será pú¬ 
blico, oral y breve, conforme al debido proceso, en los térmi¬ 
nos y condiciones que establezca la Ley. 

Artículo 273: Los órganos del Poder Ciudadano son: La De- 
Icnsoría del Pueblo, El Ministerio Público y la Contraloría 
( bneral de la República. (6) 

3.5.- La Constitución Política de la República de COLOM¬ 
BIA, dice en su artículo 233: "Los Magistrados de la Corte 
C \institucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del Consejo 
di* Estado, serán elegidos por períodos individuales de ocho 
•mos, no podrán ser reelegidos y permanecerán en el ejerci¬ 
cio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan 
rendimiento satisfactorio y no hayan llegado a edad de retiro 
lorzoso". (7) 
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3.6. - La Constitución Política de la República BOLIVIANA, 
dice en su artículo 117: "Calidad de Jueces. Los Jueces son 
independientes en la administración de justicia y no están, 
sometidos sino a la Ley. La Ley establecerá el escalafón judi¬ 
cial, y las condiciones de inamobilidad del Funcionario Judi¬ 
cial, la calificación de méritos, los ascensos, las promociones y 
las cesantías, así como el retiro". 

El artículo 126 dice: "Duración del mandato de los Jueces. Los 
Ministros de la Corte Suprema durarán en sus funciones diez 
años, los de las Cortes Superiores de Distrito seis, y los Jueces 
de Partido o Instructores cuatro, siendo permitida su reelec¬ 
ción. Durante estos períodos, que son personales, ningún 
Magistrados o Juez podrá ser destituido sino por sentencia 
ejecutoriada, ni suspenso, a no ser en los casos determinados 
en la Ley. Tampoco podrán ser trasladados sin su expreso 
consentimiento". (8) 

3.7. - Como se podrá apreciar en los textos constitucionales 
transcritos, tienen período fijo los miembros de las Cortes de 
Venezuela con doce años de período único, Colombia con 
ocho años y pueden ser reelegidos, y Bolivia diez años; Los 
demás Países señalan que la estabilidad del cargo depende 
la buena conducta como en Argentina, buen comportamiento 
como en Chile, de la buena conducta e idoneidad propias de 
la función en Perú. 

La Constitución Colombiana indica que permanecerán en el 
cargo mientras observen buena conducta, y tengan rendimien¬ 
to satisfactorio, siendo la única constitución de las analizadas 
que se refiere al rendimiento como un requisito para la esta¬ 
bilidad. 

3.8. - Luego de analizar la legislación constitucional com¬ 
parada de varios países de Latinoamérica, se hace indispensa¬ 
ble analizar el pensamiento que sobre los tema de la elección. 


I•• i mdo y estabilidad, de los miembros de la Corte Suprema 
di lii'.iieia del Ecuador, expuso el ilustre abogado Monseñor 
1 11.111 Larrea Holguín, cuando escribe la introducción a la 
• nii dilución Política de la República del Ecuador, dictada 
pin la Asamblea Nacional Constituyente en el año de 1998, 
\ • 11 ii* (ilula "Independencia de la Función Judicial", la cual 
pm los importantes conceptos emitidos, se la transcribe en su 
ii ilalidad: 


No se equivoca la opinión pública, generalizada como 
poras veces, sobre la necesidad de que la Función Judicial 
l'o» v tic plena independencia. Se suele decir que debe "des- 
poli i i/arce", queriendo expresar con este neologismo, que las 
i Irrisiones de los jueces y tribunales no deben sufrir el influjo 
negativo de partidos o grupos de presión. Indudablemente 
la independencia de la Función Judicial se asegura si el 
oiganismo máximo de ella, la Corte Suprema, goza de 
autarquía, libre de influjos extraños, y a su vez, cumple con la 
misión que le corresponde, de vigilar a los tribunales y jueces 
mu bal temos. Durante largos años nuestro más alto Tribunal 
ilr justicia ha tenido la merecida fama de honradez, sabiduría 
V pierna independencia respecto de las otras Funciones del Es- 
Indo. Desafortunadamente, durante algunos gobiernos dicta¬ 
toriales, se atentó contra la autonomía de la Corte, y se originó 
nal una progresiva decadencia, que todos lamentamos. Varias 
medidas parecen recomendables para mejorar la situación de 
oNla delicada Función del Estado, y se pueden resumir en lo 
«Iguiente: 1. Exigir conrigor el cumplimiento de los requisitos 
objetivos para la designación de los Magistrados. 2. Adoptar 
una forma adecuada de nominación de los mismos. 3. Prolon¬ 
ga r el ejercicio de sus funciones. 4. Mejorar su remuneración. 
*í C onfiar las tareas administrativas y de control al Consejo 
de la Judicatura. 


Los requisitos para ser Ministro de la Corte Suprema están 
señalados por la ley y casi todos son fáciles de constatar y 
de apreciar; se requiere que se aplique la norma de severi¬ 
dad y sin excepciones. El respecto a la Carrera Judicial puede 
ser una de las formas de asegurar que quienes llegan al más 
alto sitial de la Función, sean realmente los que más merezcan 
ocupar esos cargos. Sin embargo, considero que debe dejarse 
un margen para la designación de juristas que no provengan 
de la Carrera Judicial, sino de la Cátedra y el ejercicio libre de 
la profesión; en todo tiempo la Corte Suprema ha contado con 
excelentes Doctores en Derecho, que no fueron antes jueces, 
y que cumplieron con elevación y sobresaliente acierto las ta¬ 
reas de Magistrado de la Suprema. Esto no significa dejar de 
lado los requisitos objetivos para la nominación, sino, por el 
contrario, exigirlos con mayor rigor en los casos en que no se 
aplique el ascenso por méritos y tiempo dentro de la Carrera 
Judicial. 

En cuanto a la nominación, puede realizarse de diversas 
maneras, pero principalmente se reducen a las que analizo a 
continuación: a) Por elección popular. Indudablemente esta 
es la forma más democrática, pero también la menos con¬ 
veniente para la Función Judicial, al menos en nuestro me¬ 
dio. No hay suficiente conocimiento de las personas para que 
los ciudadanos puedan escoger entre ellos a los que parez¬ 
can mejores; en consecuencia, tendrían que hacer campañas 
electorales, dar a conocer y ponderar sus propios méritos, o 
apoyarse en los grupos políticos para tener éxito favorable. 
Todo ello contribuiría a mayor "politización" de la justicia, 
lo que precisamente queremos evitar. Debe, pues, descartarse 
este procedimiento a pesar de su mérito democrático; b) La 
designación por otra Función del Estado: es el sistema que ha 
regido en el Ecuador, y tiene inconveniente de que produce 
una cierta dependencia o inferioridad a esa otra Función, que 
ha sido la Legislativa. Podría pensarse en la intervención con- 


imita de las tres Funciones: presentando la Corte unos candi- 
. I.ilos, entre los cuales el Presidente de la República escogería 
una terna para cada cargo que deba llenarse, y, finalmente, el 

< nngreso elegiría de entre los presentados por el Jefe del Es- 
lado. Esta fórmula mitiga el inconveniente de la designación 
j m M otra Función, pero de cualquier manera, deja en pié la 
posibilidad de una excesiva influencia política en los nom¬ 
bramientos; c) Puede recurrirse a otro organismo de la Fun- 
i ion Judicial para que sea el que integre la Corte Suprema: 
rl Consejo de la Judicatura podría asumir esta función, que 
le colocaría en una situación de superioridad sobre la misma 

< orle Suprema. Para confiar a tan alto organismo esta delica¬ 
da tarea, tendría que ser un cuerpo respetabilísimo, indepen- 
«I ionte, integrado por personas libres de toda tacha y también 
un tanto numeroso, para que no se concentre excesivamente 
el poder y se corra en menor medida el riesgo de los influjos 
v presiones. Estas condiciones no son fáciles de lograr en un 
i irganismo que, aunque ya está creado por la Constitución de 
la República, no tiene arraigo en nuestra historia, no cuenta 
con la experiencia y el prestigio de un largo funcionamien- 
lo. No parece, por consiguiente, una solución aceptable, al 
menos por ahora; y, d) El sistema de cooptación, por el cual 
la propia Corte Suprema reemplaza a sus Ministros que dejen 
vacantes, se presenta como el más adecuado por varias ra¬ 
zones: los Ministros tratarán de conservar el prestigio y altura 
de su Tribunal con la elección de personas que reúnan los 
debidos requisitos; un sano espíritu de cuerpo iría robuste¬ 
ciendo al Tribunal Supremo: para la aplicación de la Carrera 
Judicial, los Magistrados de la Suprema están debidamente 
capacitados y conocen muy bien al personal de los Tribunales 
Inferiores. Este sistema evitaría la influencia negativa de las 
otras Funciones del Estado y mantendría a la Corte Suprema 
al margen de las luchas políticas. 


■\ 
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Se completa el sistema, con una prudente prolongación del 
período de duración de los Magistrados en sus Funciones. La 
estabilidad acrecienta la responsabilidad y permite desarro¬ 
llar mejor la jurisprudencia, con beneficio de los ciudadanos. 
El período podría ser de nueve o doce años, o bien vitalicio, 
limitándose solamente por el cumplimiento de cierta edad, 
por ejemplo, 75 o 78 años, a la que deberían retirarse los Mi¬ 
nistros. Si se señala período fijo, convendría que la renovación 
de los Jueces se hiciera por terceras partes, cada tres años, si el 
período es de nueve, o cada cuatro, si el período fuera de doce 
años. Así se asegura una cierta renovación y al mismo tiempo 
una continuidad o permanencia más favorable para que la ju¬ 
risprudencia del Tribunal no sufra variaciones violentas. 

El problema que se plantea para aplicar este sistema, que 
parece el mejor, consiste en el punto de partida. Si ahora se 
considera que la Corte Suprema ha sufrido presiones políti¬ 
cas, se objetará que no conviene que los actuales Ministros, 
aunque mucho merezcan el mayor respeto y consideración 
por sus altos méritos y su independencia, sean quienes inicien 
la renovación mediante el sistema de cooptación. Para su¬ 
perar esta dificultad, una muy autorizada opinión ha sugeri¬ 
do que sean los ex - Presidentes de la Corte, quienes analicen 
y confirmen o cambien los actuales Ministros, completando 
los cargos vacantes, y dejando así a la Corte Suprema en ap¬ 
titud para seguir adelante renovándose en la forma indicada 
más arriba. Parece muy acertada esta propuesta, ya que todas 
las personas que han llegado a la cúspide de la Función Judi¬ 
cial, han sido meritísimos Juristas y ciudadanos ejemplares, 
en quienes se puede tener plena confianza y quienes conocen, 
además, perfectamente las circunstancias y las personas, para 
tomar decisiones acertadas. 


Se completaría la reforma de la Corte con el funcionamiento 
eficaz del Consejo de la Judicatura, para descargar a los 


/ 


Ministrados de preocupaciones de índole administrativo y 
• invitar el control sobre la legalidad de los procedimientos. 

I ■, obvio que los Ministros y todos los jueces deben ser debi¬ 
damente remunerados, y esto por estricta justicia, y también 
p.ira alejar la tentación de ceder ante intentos de cohecho, 
.Hinque nadie se convierte en honrado simplemente por reci¬ 
bir un sueldo justo". (9) 

I i is profundos y razonados criterios jurídicos de un ilustre 
ahogado Ecuatoriano, reflejan una realidad, en el País no se 
discuten y analizan temas, doctrinas o experiencias, que nos 
permitan consolidar a las instituciones, basándonos en las ex¬ 
periencias pasadas, eso no importa, lo importante es llegar al 
poder, al mando de las instituciones, ha como de lugar, sin 
importar si muchas de las personas o abogados en este caso, 
están o no preparados para ocupar el cargo de Magistrados 
de* la Corte Suprema, y como resultado de ello tenemos el 
electo contrario, el deterioro de las instituciones. 

( orno planteamientos simples al problema de la Adminis- 
I ración de Justicia, escuchamos a muchos políticos, que la 
•.elución es elegir mediante votación popular y directa a los 
miembros de la Corte Suprema de Justicia, y de la misma 
manera a los integrantes de los Organismos de Control, y 
hiendo esta postura una solución democrática, no es la más 
adecuada para la Función Judicial, con la cual se politizaría 
en forma definitiva a la administración de justicia. 

I lemos probado la designación en base de temas enviadas 
por el Ejecutivo y el Congreso, con lo cual los designado de¬ 
pendían de los nominadores, rompiéndose el principio de la 
independencia, y además eran considerados inferiores en es¬ 
tatus, llegando a manifestar ciertos políticos y diputados, que 
l.i primera función del Estado es la Función Legislativa, por 
ser ente nominador, y que por eso debían rendirles cuentas y 


podían además fiscalizar su labor. Este vínculo nominador, 
despojó a muchos funcionarios de la calidad de jueces, como 
en el caso de los Miembros del Tribunal Constitucional, a los 
cuales se les otorgó la calidad de Vocales con derecho a voto, 
o la total independencia del Ministro Fiscal General, quienes 
por ser nombrados por el Congreso se sentían obligados a pa¬ 
gar favores. 

Todos estos análisis realizados hace ya casi una década por 
un ilustre pensador y abogado, no han sido superados, lo cual 
demuestra que estamos represados, enancados, sin encontrar 
una salida que nos permita contar con instituciones sólidas, 
estables, debidamente estructuradas, que se mantengan esta¬ 
bles con cualquier gobierno, sea este de derecha, izquierda 
o populista, ya que la administración de justicia no tiene 
ideología, y es un servicio a favor de todos los habitantes del 
Estado Ecuatoriano, y no un servicio a favor del gobierno de 
turno. 



J 
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I muy común ver y escuchar en todos los noticieros ra- 

• Ii.iles, de televisión o prensa escrita, la mal llamada "crónica 
,min iar, en donde se difunden noticias relacionadas con el 
un hito judicial, a más de la crónica roja donde se ven esce- 
n,r. crudas de muertes violentas, casos de violación y otros 
i iimenes horrendos, y donde además, se difunden las or- 

• Irnos de prisión preventiva que solicitan los Fiscales emitan 
Ihn jueces en contra de determinadas personas, a las cuales se 
1 1.1 iniciado una indagación previa, para estudiar e investigar 
m osa persona cometió o no algún delito; Se difunden también 
Lis resoluciones que han tomado jueces, o los miembros de 
Lis Cortes Superiores o Supremas, sobre los casos judiciales 
mas conocidos, emitiendo la mayoría de periodistas criterios 
I >orsonales sobre las providencias dictadas o sentencias emiti¬ 
das. La mayoría de periodistas que se encargan de la crónica 
Hidicial, buscan la noticia, más que la información imparcial 
ni el campo jurídico, y todo desde el punto de vista de la no- 
licia de impacto, realizando también consultas con personas 
u abogados que defienden uno u otro caso. 

Oue se consigue con esto, que la ciudadanía satisfaga la cu¬ 
riosidad morbosa que tiene sobre actos violentos, o delitos 
violentos, y conocer que "personas" están involucradas en un 
proceso judicial, ya que eso es noticia, pero el hecho funda¬ 
mental es que con estos procedimientos se afecta el honor y 
huen nombre de las personas, a las cuales la sociedad las cali- 
íica en forma prematura como delincuentes, solo por el hecho 
de que algunos malos funcionarios operadores del sistema, 
difunden mediante boletines de prensa, o hacen circular de 
una manera camuflada resoluciones o sentencias, violando el 
derecho constitucional de la presunción de inocencia, y abu¬ 
sando de una medida restringida como es la de la prisión pre¬ 
ventiva. 


I ’UBLODAD, PRENSA Y ADMINISIKAaÓN DEJUSTICIA 


Se ha hecho práctica común ver a Magistrados de la Corte Su¬ 
prema, Ministros de la Corte Superior o Jueces, dando declara¬ 
ciones o entrevistas a la prensa, compareciendo a informativos 
radiales o televisivos, llegando al extremo que en la sesiones 
de las Cortes, permiten el ingreso de periodistas y cámaras 
de televisión para filmar las exposiciones de los magistrados, 
los cuales relatan con lujo de detalles las resoluciones que se 
tomaron en estos cuerpos colegiales, como se argumentaron 
los votos, quienes votaron a favor o en contra, y estos hechos 
atentan contra la Función Judicial, en la cual existen jueces, y 
no hombres públicos, o gente que quiera promocionarse pú¬ 
blicamente o políticamente. 

La prensa -radial, escrita o televisiva- es enemiga de la impar¬ 
cialidad, y si un Juez cometió el error de dar una opinión sobre 
un proceso, puede ser acusado de prevaricato por anticipar 
criterio sobre el juicio en el cual tendrá que pronunciarse, y si 
tomamos en consideración que tenemos un sistema procesal 
complejo, de larga duración desde que comienza hasta que 
termina un juicio, o un proceso investigativo penal que puede 
o no llegar a la etapa del juicio, puede por estas razones, pasar 
muchos años hasta que se llegue a una resolución definitiva, 
pero hasta que se resuelva en derecho un caso judicial, queda 
en la memoria de muchos ciudadanos un criterio errado so¬ 
bre la conducta o calidad moral de una determinada persona, 
si no lo han descalificada o incluso tildado de delincuente; 
Puede la prensa también con sus opiniones influir en deter¬ 
minada dirección, condenando a una persona en forma antici¬ 
pada y públicamente, con el agravante de que si esa persona 
salió absuelta, se desvirtuaron todos los cargos que tuvo en 
su contra, y tuvo éxito en un juicio obteniendo una sentencia 
absolutoria, ante la sociedad quedo con una marca difícil de 
borrarla, marca que puede durar toda la vida, ya que injusta y 
anticipadamente ha sido señalado como culpable de un delito 
que no cometió. 


I'hi osle motivo se hace necesario regular la intervención di- 
n . !,i de los miembros de la Función Judicial, Ministerio Pú- 
Mit o y de la Policía en su vinculación con la prensa, ya que 

.i has instituciones consideran adecuado informar de su 

11 . 1 1 mjo, bajo el concepto que la publicidad hará que muchas 
I ) ,onas mediten sobre los peligros que representa delinquir 
mi un País donde existen autoridades, pero entre la estrategia 
.liMusiva, la tentación de ser una figura pública y el honor de 
l.o. personas, pesa más lo último. 

I I inciso final del artículo 215 del Código de Procedimiento 
IVimI dice textualmente: " Sin perjuicio de las garantías del 
. li bido proceso y del derecho a la defensa; las actuaciones 
ilrl Ministerio Público y de la Policía Judicial para el esclare- 
• nnicnto del delito durante la indagación previa, SE MAN- 

II NDRAN EN RESERVA DEL PUBLICO EN GENERAL, 

. in perjuicio del derecho del ofendido y de las personas a 
1.1'» cuales se investiga de tener acceso inmediato, efectivo y 
Miliciente de las investigaciones. Los fiscales, los investiga¬ 
dores, los jueces, el personal policial y los demás funciona 
nos que habiendo intervenido en estas actuaciones, LAS DI- 
V l J LGUEN o pongan de cualquier modo en peligro el éxito 
de la investigación, serán sancionados, conforme a lo previsto 
en el Código Penal." 

No obstante de existir ley expresa que obliga a que se man- 
lenga en la reserva del público las actuaciones del Ministerio 
Publico y de la Policía Judicial, y prohíbe su divulgación, es 
común ver publicados los boletines de prensa que se emiten 
en estas dos instituciones, donde en forma anticipada y sin 
nuiyores fundamentos, se dan a conocer los casos que es- 
lan siendo investigados, en una de las primeras etapas del 
proceso penal como es la instrucción fiscal, y las medidas 
preventivas que han dispuesto en contra de los imputados, 
M>lo con efectos investigativos, ya que no se tiene la certeza 


de quien o quienes cometieron un delito, o participaron como 
autores, cómplices o encubridores, o el delito que dicen es¬ 
tar investigando, con lo cual lo único que se consigue es que 
las personas involucradas, al conocer por la prensa que están 
solicitando su detención, se pongan a buen recaudo, se escon¬ 
dan o huyan a otros países, comiencen luego a defenderse, 
y por este motivo estos casos casi nunca llega a la etapa del 
juicio, y naturalmente se viola el derecho constitucional a la 
presunción de inocencia; Las autoridades que cometen estas 
faltas nunca han sido sancionados, por el contrario, algunos 
son personas públicas al estar en forma continua en los no¬ 
ticieros de la televisión, o en la radio y prensa, como severos 
defensores de la ley. 

10.-LA PRENSA Y LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES, CONTROL DE LOS ABUSOS DE 
PODER. 

Existen disposiciones constitucionales y legales que garantizan 
los derechos fundamentales de las personas, y las garantías del 
debido proceso, pero en forma regular las autoridades judi¬ 
ciales, fiscales, policías y autoridades administrativas, abusan 
de sus funciones y del poder que disponen por el ejercicio de 
su cargo, deteniendo en forma ilegal y arbitraria a personas, 
a las cuales se les acusa de haber cometido cualquier delito, y 
si no fuera por la intervención de la prensa en la que se de¬ 
nuncian estos abusos, esas personas quedarían totalmente 
desprotegidas y detenidas por varios días o incluso meses. 
Entonces la intervención de la prensa en estos casos, es muy 
positiva, porque desenmascara la fragilidad del sistema, y los 
abusos del poder, demostrando que nos falta mucho para vi¬ 
vir en un Estado de Derecho. 


ii . luna por la intervención de la prensa, y las investida 
i N. , ijue realiza, muchos casos quedarían en la impunidad, 
mui líos corruptos no serían desenmascarados, porque la 
l'ini',.1 libre en el Ecuador, ha jugado un papel muy impor- 
i niir al movilizar a la opinión pública en respaldo de una 
• ni a o de una persona. 

■ i.. factible que cualquier autoridad se sienta en la capaci¬ 

dad de ordenar la detención de una persona, porque él con- 
adrra que se ha cometido algún delito, y lo más grave es que 
la | •!opia Policía se presta para justificar arrestos ilegales, ha- 
. irndo constar en el parte el delito que supuestamente han 
.. »mi*lido, olvidándose que su única función es relatar en los 
palles policiales, los hechos tal como sucedieron, haciendo 
m inslar los nombres de los posibles autores o cómplices, y lo 
111u* vieron y constataron, o los instrumentos o medios utili¬ 
zados en el acto denunciado como un delito, pero la precisión 
del cielito le corresponde al Fiscal, para que luego de las in- 
\ esligaciones pertinentes, acusar o no a una persona. 

A l.i Policía no le corresponde interpretar la Ley, y analizar si 
el posible hecho es un delito penado con prisión o reclusión, 
va que si bien la mayoría de los delitos son castigados con 
prisión o reclusión, esta calificación les corresponde a los 
Iucees y fiscales. 

I I abuso es mayor en materia de tránsito, donde un policía 
interpreta a su manera y de acuerdo a sus intereses (general¬ 
mente económicos), que una maniobra que realizo un con¬ 
ductor es infracción grave penada con prisión, y en forma in¬ 
mediata él mismo detiene a esa persona en forma ilegal, luego 
tdabora un parte que es enviado a su superior policial, y este 
superior luego de un trámite interno pone en conocimiento 
tic un Juez de tránsito mediante un parte policial, lo que le 
informo su subalterno, indicando que una persona ha sido 


detenida y recluida en un calabozo policial, es decir primero 
detengo y después informo, y la facultad legal para ordenar la 
detención de una persona a prisión no la tienen los policías ni 
oficiales de policía, porque esa facultad es privativa del Juez, 
salvo el caso de delito flagrante calificada por un fiscal, y la 
contravención no es un delito, y por lo tanto se abusa del uni¬ 
forme, con el agravante que se envía a estas personas a pri¬ 
siones policiales, que los maneja en forma exclusiva la Policía 
con su personal y sus reglas al margen de la ley, y nadie dice 
nada, la única que analiza estos casos es la prensa, denun¬ 
cia las atroces condiciones sanitarias y humanas en las que 
se embodegan a los detenidos, y no existe autoridad judicial, 
fiscal, constitucional o activistas de derechos humanos que 
digan nada, o que protesten, o que dispongan medidas para 
frenar estos abusos. Solo la prensa denuncia, pero al parecer 
estos actos inhumanos, violatorios de los derechos humanos, 
se han hecho práctica normal, tolerada en forma indolente 
por la sociedad. 

Entonces vemos que la prensa imparcial y profesional si 
cumple una función de respaldo a la sociedad, en el respe¬ 
to de las garantías constitucionales y las normas del debido 
proceso. 

Prensa buena, prensa mala, prensa profesional, prensa co¬ 
mercial, prensa con ética, prensa del escándalo, la prensa la 
hacemos los lectores, si no escogemos para nuestra lectura la 
prensa imparcial, profesional, o si esperamos en la televisión 
la crónica roja, permitiremos con nuestros actos que escenas 
no publicables se difundan, y que este a disposición de niños 
y jóvenes la violencia, la muerte, el sexo, los asaltos y robos, 
y esto se constituye en la apología del delito, hecho que causa 
mucho mal a la sociedad. 


II LA ORALIDAD 


I ,i Vigésima Séptima disposición transitoria de la Constitu- 
1 1« >i 1 1 ’olítica de la república del Ecuador, dictada en 1998, dis- 
l'inn que: " La implementación del sistema oral se llevará a 
i'hvlo en el plazo de cuatro años, para lo cual el Congreso 
Nacional reformará las leyes necesarias y la Función Judicial 
.••limará las dependencias e instalaciones para adaptarla al 
nuevo sistema." 

'•i se hubiera aplicado esta disposición de la Constitución, 
hubiéramos tenido oralidad en todos los procesos desde el 
.•no 2002, pero estamos en el año 2007 y ni el Congreso Na- 
• umal ha dictado las leyes, ni la Función Judicial a realizado 
las adecuaciones e instalaciones para que se adapten al nuevo 
sistema. 

Une hace falta para que las funciones del Estado cumplan con 
sus obligaciones, como debemos presionar e insistir para que 
estas normas constitucionales se cumplan. 

Cor eso es indispensable analizar las propuestas que se hacen 
en esta obra, y que buscan suplir estas deficiencias legislati¬ 
vas y judiciales. 

II - 1.- ORALIDAD EN EL SISTEMA CIVIL, MERCANTIL, 

FAMILIA, INQUILINATO Y OTROS 

Cura implementar y aplicar en forma eficiente el sistema oral 
en todos los procesos de juzgamiento, se debe estructurar 
tu levos procedimientos para el conocimiento de las causas, con 
jueces especializados, que conozcan las demandas sometidas 
a su conocimiento en forma directa, con intervención de las 
partes, en un juicio oral con un sistema que no sea excesiva¬ 
mente formalista como el actual, por lo que deben eliminarse 



los Juzgados tal como se encuentra estructurados e integrados 
a la presente fecha; El Juez para la tramitación de las causas, 
recibirá la ayuda de un secretario y un transcriptor (persona 
encargada de gravar o registrar las intervenciones, y de llevar 
los expedientes de los juicios). Terminado un proceso juicio 
oral-, el expediente es enviado a un archivo general, lugar del 
cual podrán las partes o cualquier persona solicitar las copias 
que consideren necesarias. 

Con el actual sistema, las demandas se presentan en la oficina 
de Sorteos de la Función Judicial, las mismas que son sor¬ 
teadas y luego enviadas a los Juzgados favorecidos, las que 
llegan a manos del Secretario del Juzgado, quien reparte 
equitativamente los nuevos procesos a los amanuenses que 
laboran en esa dependencia, quienes califican las demandas, 
envían las copias a la oficina de citaciones para que citen al o 
los demandados, luego recibe la contestación a la demanda, 
convocan a las partes a juntas o audiencias de conciliación, 
abren la causa a prueba, reciben y evacúan todas las pruebas 
solicitadas, reciben los alegatos que presentan las partes en 
defensa de sus intereses, y cuando el proceso se encuentra 
terminado, remite el proceso debidamente cocido con aguja e 
hilo, para que el Juez dicte sentencia; En todo este trámite el 
Juez no ha tenido contacto con las partes, no los ha visto, no 
los conoce, las pruebas fueron evacuadas ante el amanuense, 
y este expediente escrito que no es llevado ni conocido por el 
Juez, es resuelto en base de la lectura de todos los documentos 
y testimonios escritos que reposan en el proceso, con el agra¬ 
vante que los juicios no son llevados o despachados en forma 
cronológica, sino que el despacho depende de la organización 
de trabajo del amanuense, y de su buena voluntad, dispo¬ 
sición para atender, o de la presión que reciben de las partes 
litigantes o sus abogados, subjetividad que permite el manejo 
con una total liberalidad. 



I .u.i la creación de Juzgados, no se toma en consideración las 
MiM vsidades de los ciudadanos que residen en una ciudad y 

• Ir la provincia, ni siquiera se ha hecho una evaluación para 
mal i zar como se deberían atender el despacho de las miles 

• Ir demandas que se encuentran represadas en los Juzgados 

• IrI Tais, por lo que los funcionarios y empleados, sufren el 
.««estante reclamo de los usuarios, y presiones de toda índole 
para el pronto despacho de las causas, lo cual provoca 
< u n gestión, y corrupción. 

No se ha realizado una evaluación para analizar cual es la real 

• a paridad de despacho por parte de empleados y jueces de 
las causas existentes y de las que se presentarán a futuro, ni se 
r va lúa el número de juicios despachados por los empleados y 
I urces en la actualidad, simplemente se continua reformando 
las leyes, para que los jueces conozcan en los plazos que fijan 
los legisladores los nuevos procesos, bajo el concepto de que 
lijando plazos se pueden atender el despacho de los juicios 
v combatir de esta manera el retardo en la administración 
ile justicia, un error de concepción absurdo, ya que una per¬ 
sona tiene cierta capacidad física para despachar su trabajo, 
horas/trabajo/hombre, no tienen capacidad ilimitada, y solo 
i *n nuestro país, se entregan para conocimiento de los Juzga- 
ilos, cientos o miles de juicios en forma diaria, sin importar 
si los que ingresaron el día anterior, la semana anterior, o 
el mes anterior fueron ya atendidos. Se llega a extremos de 
reformar las leyes, cambiar pomposamente de denominación 
por ejemplo a los Tribunales de Menores por Juzgados de la 
Niñez, pero se mantiene el mismo número de empleados y 
tribunales que existían desde hace más de veinte y cinco años, 
a la fecha, a pesar de que la población a crecido en forma 
geométrica, con lo cual aumenta la congestión, se diluyen los 
plazos, llegando al extremo que una audiencia en estos juzga¬ 
dos se la fija para después de un año. 
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Justicia que tarda no es justicia, y por eso vemos que la so¬ 
ciedad se organiza para solucionar sus problemas al margen 
de la ley, salen expertos cobradores con tácticas que rayan en 
la ilegalidad, florecen los centros de mediación y arbitraje, se 
utiliza el cheque como instrumento de crédito, se pone como 
norma constitucional la prisión por no pago de alimentos, o 
se llega a extremos de aplicar la justicia por mano propia, o 
los linchamientos y quema de una persona a la que con¬ 
sideran delincuente, extremos que se han vuelto corrientes 
en todas las ciudades del País, a vista y paciencia de todas las 
autoridades, y la tácita aprobación de la sociedad, con lo cual 
pasamos de un estado de derecho a un estado sin derecho o 
normas de convivencia pacífica. 

Solo con una reingeniería del personal que labora actualmente 
en la administración de justicia, aproximadamente 5250 per¬ 
sonas, nombrando a la mitad de todos los funcionarios como 
jueces y a la otra como secretarios, y luego dictando un nuevo 
y único Código de Procedimiento que viavilice la oralidad 
establecida en la Constitución, y que se obligue a que en un 
proceso totalmente oral y sin dilaciones se resuelvan los ca¬ 
sos, habremos avanzado en mejorar el sistema. Con este sis¬ 
tema tendríamos 2625 jueces y 2625 secretarios, con lo cual 
se podría despachar a un promedio de dos sentencias diarias 
por cada juez, con un total aproximado de un millón doscien¬ 
tas mil sentencias en un año, o si solo dictan una sentencia por 
día tendríamos aproximadamente seiscientas mil sentencias 
(600.000), y con esto cambiamos no solo las estadísticas, sino 
mejoramos el servicio de la administración de justicia. 

El excesivo formalismo, y la no aplicación de nuevos sistemas 
y procedimientos, cada día entierra más al actual sistema que 
ya esta completamente colapsado, y sobre el cual no se ve al¬ 
ternativas viables de solución. 


I I nuevo sistema funcionaría para todos los juicios, sean os¬ 
le >s civiles, mercantiles, laborales, de inquilinato, especiales, 
ron un procedimiento único, por lo que se eliminarían los 
.u luales juicios ordinarios, ejecutivos, verbal sumarios, con¬ 
curso de acreedores, insolvencia, de la rehabilitación, aper¬ 
tura de la sucesión hereditaria, juicio de inventarios, de cuen- 
i.is, de demarcación de linderos, juicios posesorios, los juicios 
Je conservación y recuperación de la posesión, y, los de obra 
nueva o de obra ruinosa, los juicios relativos a la servidumbre 
Je tránsito y de otras servidumbres, los juicios de filiación 
V de las pruebas del estado civil, juicio de alimentos, juicio 
sobre disenso de los padres y guardadores, juicio de emanci¬ 
pación voluntaria, juicios relativos a las tutelas y curadurías, 
del nombramiento de curadores y del discernimiento de las 
guardas, juicios sobre las incapacidades, excusas y remoción 
Je los guardadores, del remate voluntario y de la venta de 
bienes de personas sujetas a guarda, juicio de expropiación, 
juicio de consignación, de la disolución voluntaria de la so¬ 
ciedad conyugal, juicio de exhibición, juicio verbal sumario, 
juicio de competencia, juicio de recusación, del amparo de 
pobreza, de las providencias preventivas, de los apremios, 
de liquidación y cobro de costas, de la jurisdicción coactiva; 
juicio de indemnización de daños y perjuicios contra los ma¬ 
gistrados, jueces y empleados de la función judicial. 

Como se podrá apreciar, todos estos procedimientos diseña¬ 
dos para casos específicos, casi nunca son utilizados, ya que 
las excepciones no deben ser priorizadas en ninguna legis¬ 
lación, por lo que mediante el procedimiento único se privi¬ 
legia antes que el formalismo y el detalle escrito, el debate 
en derecho de los litigantes sobre los asuntos controversiales, 
para que las exposiciones orales en defensa de sus intereses, 
y los respaldos y pruebas, sirvan como guía para que un Juez 
dicte sentencia y solucione en forma definitiva un problema. 


\ 
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Si analizamos el tiempo que dura un juicio a la presente fecha, 
con un promedio de tres años, frente a lo que sería la duración 
de un juicio con el nuevo procedimiento planteado, con una 
duración promedio de los juicios de dos a tres horas, y los 
más complicados de dos a tres días, vemos que el cambio 
será total. Si la mayoría de juicios son para el cobro de obli¬ 
gaciones, juicios de ejecución, en el mismo que pocos asun¬ 
tos tienen que analizarse y discutirse, ya que el derecho para 
demandar el pago de una obligación esta respaldado en un 
título de crédito letra de cambio o pagaré a la orden, o si es 
un crédito hipotecario en una escritura pública, entonces en 
este caso no se discute la existencia de la obligación, porque la 
misma existe y esta debidamente respaldada, solo se discute 
el no pago, dando el derecho para que el demandado justi¬ 
fique los abonos realizados, y en el mejor de los casos llegue a 
un entendimiento con su acreedor para que le amplíe el plazo 
de pago, basados en el hecho de que una persona no paga 
porque no dispone de recursos a esa fecha. Con este nuevo 
trámite no tendrá que discutirse sobre el derecho que tiene un 
menor para percibir alimentos, si se adjunta a la demanda la 
partida de nacimiento, y en este caso solo se analiza y fija el 
monto de la pensión alimenticia, en base de las necesidades 
del menor y los ingresos del alimentante, conflicto que puede 
ser resuelto en muy corto tiempo. 

Los juicios declarativos que requieren un mayor análisis, ya 
que deben ser probados y justificados en forma adecuada, 
tendrían una duración máxima de dos días, por lo que es ina¬ 
ceptable el actual estado de manejo de los procesos, en base de 
sistemas diseñados por los legisladores hace varias décadas. 


Los juicios se tramitarían con la presentación de la demanda, 
a la cual obligatoriamente se deberán adjuntar todas las prue¬ 
bas en documentos debidamente certificados u originales, y el 
listado de los testigos a ser presentados, con nombres y direc- 
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i mu domiciliaria; Con esta demanda, el Secretario del Juez, 

•«m e traslado a o los demandados en sus domicilios o lugares 
.le liaba jo, los cuales deberán contestar la demanda en el 
termino de seis días; Con la demanda y contestación, uno de 
I. is cientos el Juez que conozca el caso, convoca a la primera 
audiencia, en la cual se buscará la conciliación de las partes, 
v »U* llegarse a un acuerdo aprobará ese mismo momento en 
.enlencia, los términos de la conciliación; de no haber conci¬ 
liación, el Juez ordenará a continuación que las partes aleguen 
v lundamenten las causas por las cuales el Juez deba inhi- 
I »i i se del conocimiento del proceso, y de no haber conciliación 
«»causas por las cuales el Juez deba inhibirse del conocimiento 
del proceso, por razones de fuero, domicilio o cualquier otra 
i a usa, se concederá la palabra a las partes para escuchar a con- 
l muación las exposiciones, del actor presentando la demanda 
v sus alegatos en derecho, y la parte demandada contestando 
l.i misma con sus alegatos en derecho, y si se trata el con- 
llicto de cuestiones de puro derecho, el Juez resolverá en ese 
momento dictando sentencia en forma oral ante las partes; Si 
por la naturaleza de la demanda se requieren recibir pruebas, 
analizará en primer lugar las que se adjuntaron al proceso 
con la demanda, análisis que lo realizará con la explicación 
ile actor y demandado, pruebas que podrán ser rebatidas, 
impugnadas o tachadas; luego señalará día y hora para es¬ 
cuchar a los testigos uno a uno, permitiendo que la otra parte 
realice repreguntas, analizando personalmente los testimo¬ 
nios rendidos, y cuando haya terminado la presentación de 
las pruebas, escuchará los alegatos finales de las partes, y dic¬ 
iará sentencia así mismo en forma oral en presencia del actor 
y demandado, las cuales quedarán notificadas en ese mismo 
momento, aunque el texto escrito de la sentencia que saldrá 
de las grabaciones.- sea enviado con posterioridad, para el 
archivo o para efectos de apelación. 


lil sistema tal como se propone, sería un verdadero proce- 


dimiento oral, donde se privilegia la exposición oral de las 
partes que solicitan la intervención del Juez para solucionar 
un conflicto o un derecho conculcado, o la declaración de un 
derecho a su favor, sin privilegiar los procedimientos del ca¬ 
duco derecho positivo, obligando al Juez a que sin admitir 
dilaciones, analice los conflictos sometidos a su resolución y 
de una solución definitiva a los mismos, incluso aplicando la 
equidad, para que las sentencia sean justas, equilibradas, no 
solo limitadas a la rigurosa aplicación de la ley, ya que mu¬ 
chas leyes son caducas y no han sido reformadas en años o 
actualizadas, por lo cual no permiten acomodarse a la reali¬ 
dad de la sociedad, o las necesidades de las personas. Todas 
las sentencias con el actual sistema disponen lo que norma el 
derecho positivo, y los jueces no pueden hacer más, tienen 
que limitarse a cumplir lo que en forma estricta y detallada 
está escrito en los códigos, so pena de ser acusados de pre¬ 
varicato por realizar una interpretación extensiva de la ley, o 
fallar en contra de norma expresa. 

Como se propone que se aplique la EQUIDAD, es indispensa¬ 
ble que se conozca este término, el cual según lo define el Dic¬ 
cionario de la Lengua Española, es la disposición de ánimo 
que mueve a dar a cada uno lo que merece. La propensión a 
dejarse guiar o a fallar, por el sentimiento del deber o de la 
conciencia, más bien que por las prescripciones rigurosas de 
la justicia o por el texto terminante de la Ley. (10) 


Dice el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, de 
Cabanella y Alcalá-Zamora, que la equidad es la sombra del 
derecho, si cuanto de ella se ha pensado y escrito desde los al¬ 
bores de la organización humana no la presentaran como luz 
y complemento de aquél, ante la oscuridad y desamparo de la 
norma legal o frente a los rigores y estragos de su aplicación 
estricta. Ya por su etimología del latín equitas, igualdad, la 
equidad implica la idea de la relación y armonía entre una 


.i y aquello que le es propio, y se adapta a su naturaleza 

inlima.(ll) 

I •. pues la equidad un complemento a la ley existente o de 
l.i ley faltante. La equidad no es incompatible con la justicia, 
■ nio que, al contrario, aquilata el valor de ésta, la afianza, le da 
\ ula, por lo que debe aplicarse en nuestro sistema judicial. 

IV ro para que se aplique adecuadamente la equidad necesi¬ 
tamos jueces probos, doctos, estudiosos y equilibrados, no 
hombres o mujeres resentidos con la sociedad, con criterios 
■dejados de la moral, equidad y derecho, o que por su forma- 
non no pueden ver más allá de lo que las normas del derecho 
positivo (normas escritas) señalan. Por eso es indispensable, 
fundamental, evaluar la actuación de un Juez en base del 
•málisis de las sentencias y resoluciones, ya que una sentencia 
mal dictada, en vez de solucionar problemas puede agravar 
le >s mismos, o dejar un precedente funesto. 

I os procedimientos tienen que ser claros, sencillos, de fácil 
•iplicación, que permitan al Juez con la mayor imparciali¬ 
dad, analizar las exposiciones verbales de las partes por in¬ 
termedio de sus abogados, y evaluar las pruebas así mismo 
en forma directa con la réplica y contrarréplica de las partes, 
para resolver en forma inmediata los conflictos puestos en su 
conocimiento. 


Al ciudadano que pide justicia hay que atenderlo con oportu¬ 
nidad, ya que busca que los intereses tutelados y garantiza¬ 
dos por el derecho se hagan efectivos, caso contrario tomará 
justicia por mano propia. 

Cuando se analiza la actual legislación, donde nos indican 
que puntos tiene que contener una demanda, cuando realizar 
una audiencia, prueba o presentación de alegatos, nos pre- 



guntamos cual es la función y misión del abogado, copiar .» 
lo mejor un formato de demanda de los múltiples libros que 
existen en el mercado, o preparar una demanda específica en 
defensa de su cliente, luego de analizar el caso puesto en su 
conocimiento, bajo el concepto de que cada caso es diferente, 
cada problema es particular y requiere un análisis y defensa 
puntuales, claro esta que existirán casos similares donde se 
deberá presentar una demanda con el mismo formato, por 
ejemplo cuando se quiera cobrar una obligación, pero incluso 
en estos actos repetitivos, cada cliente tendrá una historia que 
contar, un problema que resolver, un derecho que exigir. 

"Romana es la tradición de la oralidad del proceso, romano 
el principio de que la prueba esta dirigida a formar el libre 
convencimiento del juez, romana la distinción entre sentencia 
e interlocutio(*); romano es, sobre todo, el espíritu de la sabia 
comprensión humana que hace servir las formas a las necesi¬ 
dades sustanciales de la justicia, y que no sacrifica la sustancia 
a las abstracciones de un formalismo mecánico, en el que las 
consecuencias se deduzcan rígida y groseramente de los prin¬ 
cipios". Calamandrei, (12) 

(*)Interlocutio: vos lat. La sentencia interlocutoria dictada 
antes de la principal en un juicio, (resoluciones que no resuel¬ 
ven sobre el fondo de la causa, sino sobre algún incidente). 

" La oralidad, palabra programática y llena de contenido, 
que no comprendía solamente el retorno a la palabra hablada 
como forma de expresión y predominante en el lugar de la es¬ 
critura, sino, además, la concentración del procedimiento, la 
inmediación en las relaciones entre las partes y jueces y, sobre 
todo, la restauración de la autoridad del juez y la ampliación 
de sus poderes de investigación." Calamandrei, (13) 



I'm lodo lo analizado, en el Ecuador antes que predomine un 
••Muña exegético, debe primar un sistema oral para que brille 
l.i |i isticia, y en donde las sentencias emitidas por los jueces se 
Unen en el conocimiento del derecho, análisis e investigación 

• Ir l.is pruebas aportadas, y fundamentalmente en la inteli- 
,’uilc aplicación del juez de la equidad. 

i l.u o esta que el Código de Procedimiento deberá contener y 
•aplicar las normas de la unidad jurisdiccional, normas sobre 
l.i iompetencia, la admisibilidad y eficacia de la prueba, los 
procesos de ejecución, la ejecución forzada, entre otros. 

I «>s procedimientos especiales que no son los de cognición, 

• omo los de jurisdicción voluntaria, no deberían estar a cargo 

• le la administración de justicia, sino de los sistemas de apoyo 
del sistema como son los Notarios, y con esto aliviamos la 

• .«rga de trabajo a los jueces. 


I n materia civil deberán existir Jueces de Familia para que 
conozcan divorcios, alimentos, tenencia de menores, adop- 
• iones, disolución y liquidación de la sociedad conyugal, 
inventarios y herencias; Jueces Mercantiles y Comerciales, 
i|iie conozcan los conflictos de todas las personas que reali¬ 
zan actividades comerciales e industriales, banca, seguros, 
empresas, cobros de obligaciones de toda índole y clase, ac- 
los y contratos; Jueces especializados en patentes y marcas y 
los conflictos relacionados; Jueces Laborales y de seguridad 
social; y, otros jueces para los demás casos, ya que se busca 
.idecuar el servicio a las demandas de la sociedad y de las 
personas, ya que sería muy costoso tener jueces especializa¬ 
dos para materias o conflictos donde se demanda asuntos en 
lorma extraordinaria o eventual. 



11.2.- ORALIDAD EN EL SISTEMA PENAL. 


Cuando se analizan las encuestas de los delitos que se co¬ 
menten en el País, o de las denuncias que se presentan los 
afectados por delitos cometidos en su contra, vemos que la 
mayoría de delitos son por robos y hurtos de menor cuantía, 
lesiones leves, y en campo, el abigeato (robo o hurto de ga¬ 
nado), es decir delitos penados con prisión de acuerdo a lo 
que dispone la actual legislación penal. 

Estos delitos, considerados como más comunes, fueron en 
Quito: 3610 robos a domicilio, 2845, robos y asaltos a perso¬ 
nas, 2378 asaltos a carros; En Guayaquil: 5459 robos a domi¬ 
cilio, 2525 asaltos a personas, y 1529 asaltos a carros, todo esto 
durante el año 2006, según fuentes de la Policía Judicial, y en 
el año 2007 de enero a mayo, en cinco meses se reportaron 
en la ciudad de Quito: 1363 robos a domicilio, 967 asaltos a 
personas y 845 asaltos a carros; y, en Guayaquil en el mismo 
periodo de cinco meses, 3003 robos a domicilio, 766 asaltos a 
personas, y 673 robos a carros. 

Estos delitos por ser comunes, involucran a miles de perso¬ 
nas, las cuales se sienten "vulnerables", quedan con una psi¬ 
cosis de miedo e inseguridad, no quieren andar solos en las 
calles, les da miedo incluso acceder a sus hogares, comien¬ 
zan a protegerse con alarmas, rejas en las ventanas, guardias 
privados de seguridad, perros, mallas de seguridad para las 
ventanas de los carros, etc., sensación que la trasmiten a sus 
familias y amigos, los cuales sienten que pueden también ser 
víctimas de la violencia, y vemos que esta sensación de im¬ 
potencia y vulnerabilidad aumenta, cuando los delincuentes 
entran y salen con mucha facilidad de las prisiones, por tener 
un sistema complejo, corrupto, largo e ineficiente. 



I Vio para el tratamiento de todos estos casos, conforme lo 

• Ir.pone el Artículo 25 del Código de Procedimiento Penal, 

• «H i osponde al Fiscal, dirigir la investigación preprocesal y 
piocesal penal, el cual de hallar fundamento, acusará a los 
l'Mvsuntos infractores antes los jueces y tribunales compe¬ 
lan les, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio 
I M'nal, tramite que en el mejor de los casos durará de seis me- 
rs a un año. 

'•egún lo dispone el artículo 65 de este mismo cuerpo de 
Ir ves, corresponde al Fiscal el ejercicio de la acción penal en 
los delitos de acción pública, debiendo además intervenir 

• orno parte, durante todas las etapas del proceso penal de ac- 

• ion pública; El Fiscal no tendrá participación en los juicios 

• Ir acción privada, que no son otros que los delitos de estupro 
perpetrado en una mujer mayor de dieciséis años y menor 
do dieciocho; el rapto de una mujer mayor de dieciséis años 
v menor de dieciocho, que hubiese consentido en su rapto 
v seguido voluntariamente al raptor, la injuria calumniosa 
V no calumnioso grave; los daños provocados en propiedad 
privada, excepto el incendio, la usurpación; la muerte de ani¬ 
males domésticos o domesticados; y, el atentado al pudor de 
un mayor de edad. 


En materia penal incluido tránsito, deben funcionar los Jue¬ 
ces Contra vencionales para juzgar y sancionar las contra ven¬ 
ciones, Jueces Penales para juzgar y sancionar los delitos pe¬ 
nados con prisión. Tribunales Penales para juzgar y sancionar 
los delitos penados con reclusión; Todas las sentencias dicta¬ 
das en estos casos podrán ser apeladas, las sentencias de los 
lueces Contravencionales ante un Juez Penal, la de los Jueces 
IVnales y Tribunales Penales ante las Cortes Superiores, 
debiendo remitirse el análisis y resolución de las sentencias 
c ontradictorias a la Corte Suprema de Justicia para que dicte 
| urisprudencia obligatoria de aplicación general, a fin de que 
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exista uniformidad de criterios sobre los puntos conflictivos. 
Deben por lo tanto desaparecer los Juzgados de Tránsito, 
Comisarías Nacionales e Intendencias de Policía, muy espe¬ 
cialmente estas dos últimas, que a la presente fecha están fun¬ 
cionando al margen de la ley, solo por el hecho de que no se 
nombran a los Jueces Contravencionales. 

Pero estos nuevos criterios para el manejo de los delitos más 
comunes, y tratamiento a los delincuentes que los cometen, 
que son aquellos que comienzan su actividad delincuencial, 
no tienen cabida en el medio, llegando a extremos de solicitar 
que se incluya como norma constitucional que las contraven¬ 
ciones, no deben ser castigadas con prisión, sino solo con mul¬ 
ta, criterio alejado de la realidad, cuando lo que se busca con 
este sistema, es sistematizar el juzgamiento de estos pequeños 
y más comunes delitos, primero tipificando como contraven¬ 
ción el robo, hurto y abigeato, si los bienes robados o hurtados 
no superen los cinco mil dólares, bajo el concepto que anali¬ 
zando la trayectoria de los delincuentes que cometen estos 
ilícitos, primero se los sancione con trabajos comunitarios, 
debidamente vigilados, luego si son reincidentes, se los san¬ 
cione con prisión de hasta un año, en centros de baja seguri¬ 
dad especialmente habilitados para ellos, donde la prioridad 
es la educación y el trabajo, y solo en casos graves, cuando se 
trate de delincuentes profesionales enviarles a prisiones de 
seguridad intermedia. Los criterios para que funcione este 
sistema se explican más adelante, en las alternativas para el 
juzgamiento y sanción de los contraventores. 

A la fecha solo funciona la oralidad en forma parcial, en los 
Tribunales Penales, en la etapa de juzgamiento, y por los po¬ 
cos Tribunales que funcionan en el País, y el gran número 
de casos que se envían para resolución, existe una gran con¬ 
gestión, la cual de implementarse las sugerencias antes deta¬ 
lladas, permitiría que fluya en forma adecuada el trabajo de 
estas dependencias. 


12- ALTERNATIVAS PARA EL JUZGAMIENTO Y SAN¬ 
CIÓN DE CONTRAVENCIONES O DELITOS MENORES 

lis importante que en materia penal se incorporen nuevas for¬ 
mas para conocer y resolver las causas penales, especialmente 
las contravenciones, y de la misma manera incorporar otras 
lormas de castigo, ya que la prisión no siempre es la solución, 
en vez de solucionar un problema la prisión causa un efecto 
contrario, provoca ira, rencor en una persona normal hacia 
Policías y Fiscales, y profesionalización en las actividades 
delictivas en un delincuente, al ser enviado a la "universidad 
del delito", como se las conoce a nuestras cárceles, mal llama¬ 
dos centros de rehabilitación social. 

Para las pequeñas infracciones, muy especialmente las que 
cometen menores de edad, deben implementarse las Cortes 
Especiales de Menores, las mismas que se estructurarían con 
menores de edad, de la misma condición y educación del 
menor infractor, a fin de que esos menores que conocen el 
medio en que se desenvuelve el infractor, los peligros que le 
acechan, los problemas que tienen, sean los que lo juzguen, 
c umpliendo de esta manera dos tareas, una del juzgamiento 
y otra de educación. Si un menor es encontrado en estado de 
ebriedad, si ha protagonizado un escándalo público, si por 
involucrarse en una pelea a provocado daños leves a otra per¬ 
sona, este menor debería ser sometido al juzgamiento de una 
Corte Especial de Menores, los cuales luego de escuchar al 
o los afectados, y al infractor con la asistencia de un defen¬ 
sor que también sería un amigo o compañero, emitirán una 
sentencia, que no será otra que la condena a horas de trabajos 
comunitarios, en dependencias publicas o de asistencia so¬ 
cial; Por ejemplo cual sería la sentencia a un menor, por la 
infracción de conducir sin licencia de conducir, se le conde¬ 
naría a cumplir trabajos comunitarios, que pudieran ser el de 
pintar los pasos cebras en la calles de la ciudad en que vive. 


o al menor que se le encontró ingiriendo bebidas alcohólicas, 
se le condena a realizar trabajos comunitarios en un asilo de 
ancianos; o al menor agresivo que golpeó y lastimo a otro, se 
le condenaría a realizar trabajos comunitarios como la siem¬ 
bra de árboles en un parque de la ciudad, todos estos trabajos 
comunitarios que se realizarían los días sábados y domingos 
hasta que completen las horas de trabajo obligatorio fijadas en 
la sentencia; Esta clase de condena con castigos alternativos 
servirán de ejemplo y lección para todos, y muy especial¬ 
mente para el menor infractor, el cual pagará su error con un 
trabajo que le obligará a meditar y reflexionar sobre la impor¬ 
tancia de cumplir la ley y no causar daños a terceros, ya que si 
al mismo infractor lo condenamos a la cárcel lo causamos un 
daño mayor al que cometió, con el agravante que le alejamos 
de sus actividades particulares, como serán el estudio, o de 
vivir en su hogar. 


Ciudadanos a los que les encontraron pintando un graffiti en 

la ciudad de Quito, que decia : "todo es una m.", se les 

culpo de "incitar a la rebelión", y de "atentar contra funcio¬ 
narios públicos" porque al parecer el graffiti fue pintado en la 
casa de un General de la Policía, hecho del cual desconocían 
los acusados, pero fueron detenidos por estar cometiendo un 
"delito flagrante", aprehensión ratificada por un Fiscal, quien 
manifestó que amerita la detención porque el acto cometido 
es un delito, cuando la rebelión lo define el artículo 218 del 
Código Penal como todo "ataque, toda resistencia hecho con 
violencia o amenazas a los empleados públicos, a los deposi¬ 
tarios o agentes de la fuerza pública"; A quien atacaron 
los grafiteros, a nadie, ni siquiera sabían que la casa era de 
un Policía con un alto rango, sin embargo se redacto un parte 
policial con el cual sin mayores elementos los Policías que 
realizaron el parte acusaron (no informaron) a tres personas 
de haber cometido dos delitos, los cuales son condenados 
con prisión, solo por haber pintado una pared, hecho que se 
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i ncuentra tipificado en nuestra legislación penal como una 

• nutra vención de primera clase por la cual podían ser 
sancionados con multa de dos a cuatro dólares, según lo dis- 
Iuine el numeral 13 del artículo 604 del Código Penal, sin em- 
IMigo de lo cual pasaron detenidos sin orden de autoridad 

• mnpetente más de tres días, y de estos abusos no responde 
i i.idie, ni los policías que abusaron de su condición, ni el fiscal 
i|iie emitió una opinión alejada de los preceptos legales. Es 
más se detuvo a un menor de edad, el cual fue recluido en los 
mismos calabozos con personas mayores de edad, y se retraso 
rl traslado de este menor a un centro de detención de meno- 
11 \s, hecho por el cual reclamo la representante del Consejo 
Metropolitano de la Niñez y Adolescencia (Compina), la cual 
manifestó que " el desconocimiento del Código de la Niñez y 
Adolescencia por parte de fiscales y otras autoridades causa 
la vulneración de derechos de los menores de edad con ac¬ 
ciones prepotentes". 

Si tuviéramos medios y formas diferentes para el conocimien- 
lo y sanción de estas infracciones, las personas que come- 
I ieron la contravención antes señalada, debieron el mismo día 
en que fueron detenidos, ser puestos a las ordenes de un Juez 
(’ontravencional, el cual, solo con la lectura del parte policial, 
le correspondía dictar una sentencia, condenando a los in- 
I ractores al pago de la multa estipulada en la ley, pero jamás 
hubieran estado en prisión como unos delincuentes comunes, 
mezclados eso si en la misma celda, con personas que han 
asesinado, robado o violado. 

No esta por demás señalar que en el País no existen Jueces 
t ontravencionales, a pesar de que la Administración de Justi¬ 
cia debió haberles nombrado cuando se dicto el nuevo Código 
de Procedimiento Penal, no existiendo justificación para que 
hasta la fecha no se nombre a estos funcionarios, por lo que 
las contravenciones tienen que ser juzgadas por los Comisa- 


rios, los cuales están laborando al margen de la ley. 


Con los sistemas alternativos que planteamos, la condena ideal 
y a futuro sería que los contraventores que dañaron un pared 
pintando los graffitis, sean condenados a pintar esa pared en 
un plazo perentorio, o caso contrario pagar una multa equi¬ 
valente al costo de la pintura y el trabajo por horas hombre 
que se requiera, y naturalmente este tipo de sanción tendrá 
como misión dar ejemplo a terceras persona, y educación para 
los contraventores, acciones que debe perseguir la ley, y no la 
simple detención y prisión como se hace a la fecha. Es necesa¬ 
rio por lo mismo actualizar nuestra legislación para tipificar 
ciertas infracciones, y sancionarlas con penas que busquen la 
educación o reeducación, porque insistimos con la cárcel no 
se solucionada nada. 

De la misma manera en materia de tránsito existen otras for¬ 
mas de controlar a los infractores, como la de otorgar puntos 
cuando se emite una licencia de conducir, de manera tal que 
si un conductor comete muchas infracciones leves en un mes, 
se le quiten algunos puntos, si comete infracciones graves 
otros puntos, de manera tal que si un ciudadano es un mal 
conductor, o es un reincidente contumas que comete 
muchas infracciones diarias y mensuales como sucede con 
nuestros choferes profesionales, se le quitarían todos los pun¬ 
tos, y por lo tanto se lo retiraría la licencia de conducir, la 
cual solo podrá ser otorgada otra vez, previo el cumplimiento 
de varios requisitos, estrictos y formales por ser un conduc¬ 
tor sancionado, y de esta manera limpiaríamos las ciudades y 
los carreteros de los malos conductores, ya que la prisión no 
amedrenta a los curtidos y necios profesionales del volante, 
los cuales se juegan la vida en las calles de la ciudad y en las 
carreteras del País, y causan daños irreparables a los bienes 
y personas, sin que obtengan una sanción ejemplarizadora, 
y como no son profesionales por su forma de conducir, que 
\__/ 
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mejor que retirarles el permiso que les otorga el Estado para 
i|ue conduzcan automotores. 

i )tro ejemplo de sanción sería, si a una persona se le detiene 
manejando un vehículo y se le detecta que esta bajo la in- 
lluencia del alcohol, siempre y cuando no haya cometido otro 
accidente de tránsito o causado daños a terceros, no se le de¬ 
hería castigar con prisión de treinta días, sino que se le de¬ 
hería quitar y suspender el uso de la licencia de conducir por 
un año, la primera vez, dos años la segunda, y de por vida si 
continua manejando bajo el influjo del alcohol. La prisión no 
reeduca, causa daños y nada más, pero quitarle la licencia de 
conducir a una persona, si deja un ejemplo muy claro de las 
consecuencias de no cumplir la ley, y obligará a esa persona 
«i utilizar otros medios de transporte. 

I ,os reincidentes que cometan nuevas infracciones, tendrán 
naturalmente otro tratamiento, casos en los cuales el Juez 
Contravencional, deberá analizar que esta pasando con la 
persona que reincide en el cometimiento de un delito, y por 
ejemplo cuando se trate de un menor que continua ingiriendo 
licor, ordenar una evaluación médica obligatoria, y ordenar 
lambién que ingrese a un tratamiento médico para ayudarle 
ron la adicción, pero tampoco en estos casos se lo envía a la 
cárcel, ya que la cárcel no es remedio para nada. El mismo 
procedimiento se debería implementar para los consumidores 
de drogas, los agresivos, o pequeños ladrones. Si los contra¬ 
ventores no se someten voluntariamente a estas medidas de 
reeducación y tratamiento médico, deberán ser enviados a la 
fuerza a prisiones que dispongan de médicos y especialistas 
para el tratamiento de estas adicciones, ya que si una persona 
no es tratada profesionalmente, puede provocar daños a las 
personas y a la sociedad, pasando de enfermos con posibi¬ 
lidades de tratamiento y cura, a enfermos delincuentes con 
pocas posibilidades de rehabilitación. 


Es más barato invertir en prevención y tratamientos médico-- 
que mantener centros de detención para recluir a person.i 
que son condenadas a una pena por largos años, sin posibili 
dad de que puedan rehabilitarse. 

Además la Constitución Política de la República del Ecuadoi 
en el numeral tercero del artículo 24 dice: " Las leyes estn 
blecerán la debida proporcionalidad entre infracciones y san 
ciones. Determinará también sanciones alternativas a las pe 
ñas de prisión de libertad, de conformidad con la naturaleza 
de cada caso, la personalidad del infractor y la reinserción 
social del sentenciado." 

" Trabaja en impedir delitos para no necesitar castigos" 
Confucio 
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M PROPORCIONALIDAD ENTRE EL DELITO Y LA 
PENA. 

I i » los Estados Unidos de Norteamérica una persona que es 

• m onlrada con droga que va a comercializar, con armas y 
i .ociado con varias personas para cometer el delito de venta 

• Ir drogas, es sentenciado con dos años de prisión. En el 
I. ii.idor la misma persona recibiría una condena de doce a 

• hii i seis años de reclusión. En el mismo país del norte, 
un asesino, puede ser condenado a prisión de por vida, o en 

• usos extremos ser condenado a muerte, condena extrema 

• jur se la menciona pero no se la acepta, pero por los mismos 
. Ir I ilos en el Ecuador puede ser condenada una persona a una 
I M*na que va de dieciséis años a veinte y cinco años. 

No existe la "proporcionalidad" de que habla la Constitución 
mire el delito y la pena, o no se ha profundizado en la impor- 
luncía de este precepto constitucional, y esto porque nuestra 
legislación se la redacta de una manera empírica no profe¬ 
sional, motivada generalmente en presiones externas, escán- 
ilulos públicos, intereses políticos, sin analizar la convenien- 
t iu o no de aplicar una pena adecuada y proporcional al daño 
inmetido, y por ese motivo cientos de mujeres y hombres 
liman las prisiones del País, solo por el hecho de habérse¬ 
os encontrado transportando pequeñas cantidades de droga, 
1 orzados por necesidades económicas, no siendo ninguna de 
■•sus personas peligrosas para la sociedad, y por este motivo 
reciben una pena muy alta, con la cual no es que se rehabili¬ 
tan, o las personas viendo este ejemplo dejarán de cometer 
estos delitos, no eso no sucederá, ya que las grandes mafias 
ile la droga, continuarán tentando a la pobreza y el desem¬ 
pleo, ofreciendo grandes sumas de dinero para el transporte 
ile droga, por lo que la solución no es una sanción despropor¬ 
cionada de muchos años de reclusión. 

\ 
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No se aplica la proporcionalidad cuando se están tipificando 
nuevos delitos, y los diputados lo único que buscan es que la 
sociedad perciba que su trabajo es eficiente en el combate a la 
delincuencia para lo cual establecen altas penas de reclusión 
para delitos que ellos consideran que deben merecer esta san¬ 
ción, como por ejemplo comercialización de combustibles, 
coyoterismo, etc., buscando además que al fijar una pena de 
reclusión, la persona que sea detenida no pueda obtener su 
libertad bajo fianza, con lo cual lo único que conseguimos es 
llenar las abarrotadas cárceles con presos sin sentencia. 

El Dr. Jorge Zabala Baquerizo en su obra El Debido Proceso 
Penal (13), dice: "El principio de la proporcionalidad tiene 
por finalidad evitar la arbitrariedad, el abuso y la tiranía de la 
pena desproporcionada, inadecuada e inútil. Desde la época 
de los pensadores franceses (Diderot, D'Alambert, Voltaire, 
etc.) o italianos como Beccaria, ya se había observado que la 
pena debía tomar en consideración tanto el delito cometido 
como la personalidad del infractor y la finalidad para la cual 
se lo penaba. César Beccaria había dicho: Para que la pena no 
sea violencia de uno o de muchos contra un particular ciu¬ 
dadano, debe ser la pena pública, pronta, necesaria, la menos 
de las posibles en las circunstancias actuales, proporcionada 
a los delitos y dictada por las leyes." 


Más adelante este mismo autor en la obra citada manifiesta 
que: "La inflación penal, esto es, el exceso de criminalización, 
no favorece a nadie y, en cambio puede perjudicar a la misma 
sociedad. Debe haber, pues proporcionalidad entre la ley pe¬ 
nal y la conducta que se pretende aprehender para hacerla 
objeto de esa ley. No toda conducta debe ser criminalizada 
al capricho del legislador, sino sólo aquellas mínimas que 
afectan de manera grave al bien jurídico que se pretende pro¬ 
teger." 
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I negó indica que:" El proceso de penalización comprende el 
I'irvio análisis de muchos aspectos que no se limitan a fijar 
l.i cantidad y calidad de la pena, sino que también se debe 

• nnsiderar las ventajas y las desventajas que provocan la 
imposición de la pena, como pueden ser los costos sociales, 

• •le " 

i uando no se guarda el equilibrio entre delito y pena puede 
provocarse de inmediato un proceso de despenalización de 
hecho, porque los titulares de los órganos encargados de 
» mnplir la ley penal desproporcionada se resisten a someter 
al infractor a una pena que, en conciencia, la saben "injusta" 
o ''cruel" y, entonces, buscan diversos caminos para evitar la 
un posición de una sanción que no está en relación con el mal 
» ausado por el infractor. Solo las penas proporcionadas llevan 
••I poder de imponer su respeto ante los ciudadanos. (13) 

i orno desde hace algún tiempo políticos profesionales pro¬ 
ponen implementar la pena de muerte en el Ecuador, o 
la prisión perpetua para ciertos delitos, bien vale la pena 
también transcribir lo que el Dr. Jorge Zabala titula como las 
" penas terror", y manifiesta en la obra tantas veces citada lo 
•.iguiente: "Las penas terror, esto es, aquellas que se estable¬ 
cen en la ingenua idea de "impedir" la comisión de ciertos 
delitos, lo único que hacen es provocar el rechazo ciudadano 
v la falta de aplicación judicial. Además esta clase de penas se 
encuentra en contradicción con el mandato constitucional que 
prohíbe la imposición de penas crueles, degradantes o atenía¬ 
lo rias contra la personalidad del penado, y contra el mandato 
constitucional que dispone que la pena tiene por finalidad la 
rehabilitación del condenado, lo cual no se puede realizar con 
I vnas inhumanas y degradantes." (13) 


líl Dr. Zabala, manifiesta en el análisis de este tema "que para 



que exista la anhelada proporcionalidad entre el delito y la 
pena es necesario considerar que deben existir límites que no 
permitan la indeseada desproporcionalidad. Estos límites es¬ 
tán previstos por ejemplo, en la fijación de la pena privativa 
de la libertad entre un máximo y un mínimo. Pero siempre 
tomando en consideración los fines que el Estado ha señalado 
para la pena: rehabilitación y resocialización." 

"De lo expuesto se colige, entonces, que aquellas leyes pena¬ 
les que se encuentran enlazadas con penas desproporcionadas 
que se dice tienen la finalidad de "combatir" la delincuencia, 
sólo sirven para desprecio de todos, pues el delito, como se 
sabe, no tiene como causa la pena mas o menos grave, sino 
que la etiología del delito nos enseña que sus causas están en 
el campo social, biológico y psicológico. La pena no debe ser 
una arma para combatir el delito, sino un medio para reha¬ 
bilitar y resocializar al condenado. La pena "terror" no tiene 
finalidad social alguna y violenta el principio de propor¬ 
cionalidad que estamos estudiando" (13) 

"Penalizar, pues, es una labor que exige preparación científica 
en cuanto conocimientos sociológicos, psicológicos y jurídi¬ 
cos. Las penas no se pueden establecer al azar, partiendo de 
particulares sentimientos o perjuicios que el legislador pueda 
tener sobre ciertos hechos que, particularmente, los considera 
odiosos en relación con su posición política, religiosa, etc. La 
pena siendo un mal necesario, debe ser fijada y administrada 
con serenidad, de manera proporcionada al delito y a la per¬ 
sona a quien se le va imponer, a fin que cumpla con la finali¬ 
dad impuesta por el Estado." (13) 


Finalmente vale recordar que el Estado Ecuatoriano no ha po¬ 
dido en las últimas décadas diseñar un adecuado sistema de 
rehabilitación para aquellas personas que han sido detenidas 
y sancionadas, convirtiéndose todas las cárceles en verdaderas 
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ningún criterio de clasificación todos los delincuentes, desde 
Im'. que cometieron pequeños delitos hasta sicópatas crimina- 
lr',, todos conviviendo en celdas abarrotadas con violadores, 
.i .csinos, traficantes de drogas, estafadores, etc., lo único que 
■ir consigue es que los pequeños delincuentes aprendan los de¬ 
lirios de los grandes, y analicen la forma como deben actuar 
I '.ira no ser detenidos cuando cometan otros delitos, y cuando 
■migan libres serán peligrosos delincuentes en las calles. 

' *in rehabilitación y resocialización lo único que se consigue en 
rl "efecto rebote", meto a la cárcel a una persona y esos cen- 
I ros del terror y trato inhumano me devuelven un delincuente 
con más mañas, más violento y peligroso, lo vuelvo a meter a 
l.i cárcel y nuevamente rebota y llega a la sociedad un delin¬ 
cuente todavía más peligroso. 

líl sistema debe modernizarse y cambiar en su totalidad, y no 
solo las penas aumentar. 

"La justicia llevada al extremo es una extrema injusticia" 

C iraf ton 

"Las leyes demasiado benignas rara vez son obedecidas; las 
demasiado severas, rara vez ejecutadas" 

Benjamín Franklin 

"La pena de muerte es signo peculiar de la barbarie" 

Víctor Hugo 


diversidades de la delincuencia, ya que al estar mezclados sin 
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14.- LA CARCEL COMO SOLUCIÓN.- LA PRISIÓN PRE¬ 
VENTIVA 

Como en forma insistente se ha repetido que la cárcel no vi 
la solución para combatir los problemas de la inseguridad, U 
corrupción y sanción a la delincuencia, más aún en un Pali 
donde todo se quiere solucionar enviando a la cárcel a lai 
personas, ya sea tengan problemas políticos, de corrupción, 
por el no pago de alimentos, por problemas familiares, cobroj 
de deudas, peleas, etc., conflictos algunos de índole penal, 
y otros personales o familiares que nada tienen que ver cor 
materia penal como el cobro de deudas, más aún cuando estí 
prohibida la prisión por deudas, esto provoca que policías 
fiscales, jueces y empleados de la administración de justicia j 
centros de rehabilitación, estén permanente presionados y su! 
dependencias colapsadas con tantos casos que se presentan ) 
se deben atender, y los denunciados buscarán medios parí 
defenderse y evitar ser enviados a prisión, con el agravante 
que no existen prisiones para recibir a tanta gente, ya que la¡ 
existentes están abarrotadas y colapsadas, con condiciones d( 
insalubridad inmanejables, por la carencia de sistemas bási 
eos, o porque fueron adaptados en inmuebles para la cual n< 
fueron construidos. 

Las cárceles de por si constituyen el peor atentado a los dere 
chos humanos básicos a los que tiene derecho una persona. 

Se abusa de la detención y de la prisión preventiva a tod( 
nivel, a pesar de que estas medidas cautelares personales soi 
de aplicación restrictiva, y por este motivo tenemos a ciento 
de personas detenidas sin formula de juicio en cárceles qu 
así mismo lo manejan al margen de la ley los señores Policías 
o tenemos a miles de ciudadanos detenidos en los centros di 
rehabilitación sin que hayan sido sentenciados, motivo po 
el cual se incluyo en la constitución vigente una disposiciói 


MM ilunte la cual las personas que se encuentren detenidas 

• ni sentencia más de seis meses por delitos castigados con 
l'ii .ion, y un año por los delitos condenados con reclusión, 

■ I» Iwnn obtener en forma inmediata su libertad, pero a pesar 

• Ir existir norma constitucional, con la cual se pretendía pre- 
i< mar para que jueces y fiscales agiliten los trámites donde se 

i niontraban involucradas estas personas, no sirvió de nada 

• la disposición constitucional, porque se legisla de una ma¬ 
lina equivocada, pretendiendo dar una solución rápida a un 
l»i oblema estructural. 

I ’< to de estas medidas cautelares abusa todo el mundo, los 
inores Fiscales cuando dan inicio a una instrucción fiscal, so¬ 
licitan al Juez que ordene la detención del imputado, supues¬ 
tamente para fines de investigación, y por este hecho una per¬ 
dona puede pasar muchos meses detenida, o si la acusación es 
por un delito penado con reclusión, pueda pasar preso hasta 
(|ue se termine la etapa de juicio, y esto significa una prisión 
i le uno a dos años, para luego a lo mejor salir en libertad por 
i |ue le dictaron a su favor una sentencia absolutoria, pero todo 
ese tiempo en prisión jamás podrá ser compensado, ni si¬ 
quiera de manera económica, porque la libertad no tiene pre¬ 
cio, por lo que el daño causado será irreparable. 


No esta por demás señalar que, cuando el imputado sea ab¬ 
suelto o sobreseído, debe ser indemnizado por los días de pri¬ 
vación de la libertad sufridos, según lo dispone el artículo 419 
del Código de Procedimiento Penal, acción que muy pocas 
veces se la ejerce, a lo mejor por desconocimiento, pero cuya 
acción debería promocionarse para que esta indemnización 
sea pagada por el acusador particular como lo indica el pro¬ 
pio artículo, y sino hay acusador particular tiene que pagarla 
el Estado, quien tendrá el derecho de repetición contra quien 
haya inducido la acusación Fiscal. Si existieran cientos o miles 
de demandas contra el Estado, reclamando el pago de 


indemnizaciones por parte de los que sufrieron prisión, talviv 
este hecho haga reflexionar a policías, fiscales y jueces, sobre 
la importancia de respetar el derecho a la libertad, y de no 
abusar de la autoridad y de una medida cautelar extra¬ 
ordinaria como es la prisión preventiva. 

Por este motivo tiene que legislarse constitucional y legal¬ 
mente el principio de que "el juzgamiento debe ser en li¬ 
bertad", ya que no sirve de nada detener a una persona para 
fines de investigación, ya que hay que investigar a una per¬ 
sona para detenerla, y no detenerla para investigar, ya que 
con la prisión le humillamos públicamente, le impedimos que 
trabaje para mantener a su familia, y para procurar recursos 
para defenderse, y si no se lo logra detener a una persona, 
esta huirá, pero esto tampoco ayuda en la defensa, entonces 
de nada sirve la prisión para fines investigativos, con el agra¬ 
vante de que una persona puede acogerse al derecho al silen¬ 
cio, y no aporta en el proceso investigativo cuando rinda su 
testimonio libre y sin juramento. 

A la cárcel deben ir los imputados o acusados de cometer un 
delito que sean considerados por un Juez como peligrosos 
para la sociedad, por la gravedad del delito cometido, o la 
forma como cometió el mismo; Una persona que cometió un 
asesinato, un violador, un secuestrador, un psicópata, estas 
personas no pueden quedar en libertad por su condición de 
peligrosas, calificación que tiene que realizar en forma exclu¬ 
siva un Juez, previo análisis del sujeto que cometió un delito 
y la clase de delito que se esta investigando, todos los demás 
tienen que estar en libertad, y en casos excepcionales el Juez 
debe fijarles una caución para que garanticen su comparecen¬ 
cia a juicio, por ejemplo una persona acusada de una gran 
estafa o de peculado, los cuales no son peligrosos para la so¬ 
ciedad, pero los jueces y fiscales, si deben tener cuidado con 
estas personas, porque con su actitud e inteligencia causan 


perjuicios económicos a particulares o al Estado, y por osle 
motivo deben depositar una fianza que garantice su compare¬ 
cencia al juicio, o caso contrario ir a prisión. 


Impedir que las personas investigadas por un delito sanciona¬ 
do con reclusión, puedan otorgar una caución es un absurdo, 
esto debe cambiar en nuestra legislación, ya que existen otras 
garantías constitucionales que deben respetarse, como la de 
presunción de inocencia, de manera tal que solo vayan a la 
cárcel las personas consideradas peligrosas, o aquellas que 
han recibido una sentencia condenatoria. 

Si un Juez dicta un auto de llamamiento a juicio, al considerar 
que de los resultados de la instrucción fiscal se desprenden 
presunciones graves y fundadas sobre la existencia del de¬ 
lito y sobre la participación del imputado como autor, cóm¬ 
plice o encubridor, "debe" con la actual legislación, ordenar 
la detención del acusado como autor o cómplice, y ordenar el 
secuestro, retención o prohibición de enajenar de sus bienes, 
la primera medida para garantizar la comparecencia del acu¬ 
sado a la audiencia de juzgamiento, y las segundas para ga¬ 
rantizar el pago de los daños y perjuicios o costas, o sea que 
en el Ecuador, primero se envía a prisión a una persona, para 
evitar que huya y por este hecho no comparezca a juicio, y 
también se ordena el secuestro o prohibición de sus bienes, 
ante un hecho futuro o incierto que puede o no suceder, cual 
es que sea condenado con una sentencia. Si el acusado sale 
absuelto, ha pasado en prisión sin sentencia en forma injusta 
e inconstitucional, hecho por el cual no responden ni jueces 
ni fiscales, y sus bienes que fueron prohibidos de enajenar o 
secuestrados, podrán ser liberados, quedándole al acusado o 
imputado el único recurso de demandar al acusador particu¬ 
lar o al Estado el pago de una indemnización por los días de 
privación de la libertad sufridos. 



Estas medidas son un atentado a la presunción de inocencia, y 
porque además nadie garantiza de que ese ciudadano pueda 
ser juzgado en forma oportuna, cuantos acusados esperan en 
prisión un muy largo tiempo sin ser juzgados, aproximada¬ 
mente de seis a ocho meses promedio, solicitando estos dete¬ 
nidos en forma reiterada a los miembros del Tribunal Penal 
que les corresponde juzgarle, que señalen día y hora para que 
se de inicio a la audiencia pública de juzgamiento, y como es¬ 
tos tribunales tienen muchas causas por atender, estos pedi¬ 
dos demorarán en ser atendidos, mientras tanto permanecerá 
en prisión, hasta ser legalmente juzgado, sentenciado o 
absuelto. 

Estas prácticas aplicables en el pasado, y que continúan vi¬ 
gentes al no haberse actualizado nuestra legislación, causan 
altos costos económicos al Estado, ya que el traslado de un 
detenido desde la cárcel hasta el lugar donde funcionan los 
Tribunales Penales, implica tomar garantías para evitar que 
esta persona huya, trabajo al que se destinan varios guías 
penitenciarios, se requiere vehículos, y en casos extremos 
el respaldo de la policía, llegando al extremo que detenidos 
que se encuentran en prisiones fuera del lugar donde van a 
ser sancionados, tienen que financiar ellos directamente su 
traslado. 


Existen otras medidas con las cuales puede obligarse a un 
acusado para que comparezca a la etapa del juicio, como esa 
de disponer que si un acusado no se presenta al llamado del 
Tribunal Penal en el día y hora señalado para el inicio de 
la audiencia de juzgamiento, se ordenará su detención, y a 
partir de esa fecha no prescribe ni la acción ni la pena, motivo 
por el cual si una persona quiere huir, tendrá que hacerlo de 
por vida, o caso contrario someterse a los jueces competentes 
para su juzgamiento, y solo si recibe sentencia condenatoria 
ingresar a cumplir su pena en un centro de detención, de los 


^olorizados por la ley. Solo con esta medida acabaríamos con 
los presos sin sentencia. 

I a detención de una persona puede ser resuelta e inmediata¬ 
mente ejecutada por un Policía en pocos minutos, sin mayores 
lundamentos o elementos básicos legales, solo con la decisión 
t lid Policía, haciendo constar en el parte policial que se emite 
después de que la persona ingreso a la prisión, cualquier he¬ 
cho delictivo que el agente del orden considere que esta pe¬ 
nado con prisión, y la persona que es detenida tendrá que 
pasar un verdadero calvario si quiere obtener su libertad, en 
rl mejor de los casos luego de cuatro o cinco días, con un alto 
costo, no solo de abogados, sino de otros gastos que tendrá 
c|ue sufragar en varias dependencias, hasta obtener su liber- 
lad. 

I • n materia de tránsito los abusos son mayores, y a que una per¬ 
sona que este conduciendo un vehículo que ha sido golpeada 
por otro vehículo, provocándose por este hecho un accidente 
de tránsito que cause solo daños materiales, ira a prisión con 
el causante del accidente, solo por el hecho de que los daños 
en los dos vehículos, cuyo costo de reparación exceda de los 
l ien salarios mínimos vitales generales, esto es los cuatro¬ 
cientos dólares, y por este motivo, sin importar si el conduc¬ 
tor afectado estuvo con su vehículo detenido esperando que 
cambie el semáforo, o en cualquier otra situación, son envia¬ 
dos a prisión los conductores de los dos vehículos, el causante 
del accidente y el afectado, a menos que arreglen amistosa¬ 
mente en la calle, y sino arreglan en la calle, los policías or¬ 
denan que sus vehículos sean retirados por los carros grúas 
policiales y embodegados en los patios de vehículos que tiene 
la policía, ingresando los conductores a las prisiones de las 
que maneja la policía para delitos e infracciones de tránsito, 
hasta que el Juez de Tránsito ordene su libertad, libertad que 
ordenará cuando la persona que sufrió un accidente de trán- 


sito, presente copia de su licencia, el informe de los daños de 
los vehículos emitido por el SIAT, -servicio de investigación 
de accidentes de tránsito-, señale casillero judicial con un 
abogado, y haya concurrido (acompañado de policías como 
un delincuente) a rendir su testimonio en el Juzgado, todos 
estos trámites, que en el mejor de los casos duran de tres a 
cuatro días, si el accidente no fue el fin de semana, y para lo 
cual deberá contratar abogados y tramitadores, y pagar por 
todas estas diligencias. Retirar el vehículo es otra historia, y 
otros costos, desde el pago de la grúa policial, el uso del par¬ 
queadero policial, etc. 

Que dice la ley, y porque los Policías interpretan en forma 
abusiva, ilegal e inconstitucional esta disposición legal. Artí¬ 
culo 80 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre: "Será 
sancionado con prisión ordinaria de treinta y uno a sesenta 
días, suspensión de la licencia para conducir vehículos a mo¬ 
tor por igual tiempo y multa de tres salarios mínimos vitales 
generales, quien causare un accidente de tránsito del que re¬ 
sultaren solamente daños materiales, cuyo costo de reparación 
exceda de cien salarios mínimos vitales generales. Si entre el 
indiciado y el ofendido o perjudicado se acordare en forma 
voluntaria el pago de daños y perjuicios ocasionados por el 
accidente de tránsito, el juez que conoce del caso aprobará de 
inmediato el acuerdo en sentencia en la que no se impondrá 
pena de prisión." 


La ley dice una cosa, y los policías la interpretan de otra, con 
normas y procedimientos que salen de las más altas esferas 
policiales, donde constituyen al policía de tránsito, en Juez de 
Tránsito, el resuelve si detiene o no a una persona, el resuelve 
si eleva o no un parte policial, y prácticamente obligan al 
causante del accidente y al perjudicado a llegar a un acuerdo 
verbal y en la calle, en el lugar donde se produjo el accidente 
de tránsito, para no ser enviados los conductores a la cárcel 



policial, a que les retiren sus vehículos y que sean enviados 
a los patios de la policía, es decir vivimos en un Estado no 
ile derecho, sino en un estado donde la ''autoridad policial", 
hace lo que le da la gana al margen de la ley. Quien aprueba 
el supuesto acuerdo voluntario de pago de los daños al que 
lueron obligados a llegar dos conductores, un juez como dice 
la ley, no, lo aprueba un policía en forma verbal, sin dejar 
constancia alguna de esta transacción. 

Que cuesta cuatrocientos dólares o más, en un vehículo sen¬ 
cillo o en uno de valor superior, un simple accesorio de las lu¬ 
ces, por lo que si voy en reversa y destruyo un faro de un ve¬ 
hículo, la policía me enviará a la cárcel por una maniobra mal 
realizada, infracción de tránsito que es penada con prisión, y 
ejecutada y sancionada por un policía de tránsito al margen 
de la ley. Esta sanción es desproporcionada, por lo que de¬ 
bería ser revisada, aplicando la disposición constitucional de 
la propprcionalidad, es decir que la sanción ira en proporción 
al daño causado, y si solo existen daños materiales, jamás 
debería ser un conductor condenado a prisión, pero eso sí 
debería responder por el inmediato pago de los daños mate¬ 
riales ocasionados. 


Con estos procedimientos, que son muy comunes, se viola lo 
dispuesto en los numerales 4 y 6 del Art. 24 de la Constitución 
Política de la República del Ecuador que dicen: numeral 4." 
Toda persona, al ser detenida, tendrá derecho a conocer en 
forma clara las razones de su detención, la identidad de la 
autoridad que la ordenó, la de los agentes que la llevan a cabo 
y la de los responsables del respectivo interrogatorio. Tam¬ 
bién será informada de su derecho a permanecer en silencio, 
a solicitar la presencia de un abogado y a comunicarse con 
un familiar o con cualquier persona que se indique. Será san¬ 
cionado quien haya detenido a una persona, con o sin orden 
escrita de juez, y no justifique haberla entregado inmediata¬ 
mente a la autoridad competente." 


El numeral 6 dice: " Nadie será privado de su libertad sino por 
orden escrita de juez competente, en los casos, por el tiempo 
y con las formalidades prescritas por la ley, salvo delito fla¬ 
grante, en cuyo caso tampoco podrá mantenérsele detenido 
sin formula de juicio, por más de veinte y cuatro horas. Se 
exceptúan los arrestos disciplinarios previstos por la ley den¬ 
tro de los organismos de la fuerza pública. Nadie podrá ser 
incomunicado." 

Claras disposiciones legales que impiden detener a una perso¬ 
na sino existe orden escrita de juez competente, con excepción 
de los delitos flagrante. 

Si la Constitución prohíbe la detención en estos casos, porque 
se los sigue ejecutando, con el visto bueno y aprobación de 
todos los Jueces, los cuales confirman la detención a los cuatro 
o cinco días, violando también la Constitución. Si así mismo 
la Constitución prohíbe que una persona sea incomunicada, 
porque a las personas que son detenidas por delitos relacio¬ 
nados con drogas, se los incomunica, en prisiones así mismo 
manejadas por la Policía. 

Mientras tanto, pasará esa persona detenida en una bode¬ 
ga habilitada como prisión, controladas y manejadas por la 
Policías, ya que al no existir centros de detención que cuenten 
con recursos materiales y adecuaciones adecuadas a la salud 
física y psíquica de los internos, estas personas son práctica¬ 
mente embodegadas; La detención si aplicamos lo que manda 
y ordena la Constitución no podrá superar las veinte y cuatro 
horas, pero esta norma se la viola todos los días, a vista y pa¬ 
ciencia de Fiscales y Jueces, con el agravante que si una per¬ 
sona no tiene amigos o no tiene dinero, puede pasar semanas 
o meses, antes de que obtenga su libertad. 



lín los centros de detención que sin base ni fundamcMito lo- 
j;al maneja la Policía Nacional, el traslado de un detenido a 
un centro de detención provisional a cargo de la Dirección 
Nacional de Prisiones, depende de la voluntad del Jefe de la 
Policía Judicial, al no existir normas y procedimientos inter¬ 
nos, y porque como se manifestó, los policías están actuando 
en estos casos al margen de la ley. 

Al referirse al Régimen Penitenciario la Constitución Política 
de la República del Ecuador indica en los incisos segundo y 
tercero del Art. 208 que:" Los centros de detención contarán 
con los recursos materiales y las instalaciones adecuadas para 
atender la salud física y psíquica de los intemos. Estarán ad¬ 
ministrados por instituciones estatales o privadas sin fines de 
lucro, supervigiladas por el Estado. Los procesados o indi¬ 
ciados en juicio penal que se hallen privados de su libertad, 
permanecerán en centros de detención provisional." 

Con un sistema moderno de manejo de los centros de de¬ 
tención, y con la actual legislación, el director de esa prisión 
podría en base de lo que dispone la Constitución, ordenar la 
libertad de una persona, si en el plazo de veinte y cuatro ho¬ 
ras no recibe una orden de Juez competente, ratificando la 
detención, y de esta manera se terminarían los abusos, y se 
forzaría a Policías y Fiscales a cumplir con lo que manda, or¬ 
dena y dispone la Constitución y la Ley, y les obligaría no 
abusar de esta medida extraordinaria y restrictiva, y realizar 
los procesos de investigación en forma técnica y profesional, 
utilizando los medios científicos que en la actualidad existen 
en el mundo moderno y civilizado. 


La prisión preventiva dura un promedio de 263.3 días en la 
ciudad de Quito, 297.4 días en Guayaquil y 147.6 días en Cuen¬ 
ca, según estadísticas realizadas por la Fundación Esquel (2) 
en el año 2003, en el año 2005 los tiempos varían y aumentan 


en las dos principales ciudades del País y disminuyen en una, 
y el tiempo de privación de la libertad en Quito suben a 341) 
días, en Guayaquil a 531 días y en Cuenca a 112 días, por lo 
que este tipo de medidas denominadas preventivas no tiene 
nada de preventivas, y se constituyen en otro abuso de jueces 
y fiscales en contra de las personas que se ven sometidas a un 
proceso de investigación. 

Tenemos aproximadamente 11.800 presos sin sentencia, y 
al ritmo como los Tribunales Penales resuelven las causas, 
dictando un promedio de 1.200 sentencias por año, solo para 
resolver la situación de los presos sin sentencia con el prome¬ 
dio con que se están atendiendo las causas, se necesitarían de 
nueve a diez años para resolver y sentenciar estos casos, por 
lo que la mayoría de los presos sin sentencia, saldrán libres 
porque se tendrá que aplicar la norma constitucional, que or¬ 
dena que la prisión preventiva no podrá exceder de seis me¬ 
ses, en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de 
un año, en los delitos sancionados con reclusión, y de esta 
manera tendremos a las persona delinquiendo una y otra vez, 
por no disponer de un sistema adecuado de investigación, 
juzgamiento, sanción y rehabilitación. 


15.- SANCIONES POR ARRESTOS O DETENCIONES 
GALES. 

I a ley en forma puntual sanciona las detenciones ilegales, y 
.1 sí en el Código Penal, en el Capítulo que se refiere a los Deli¬ 
tos Contra la Libertad Individual, puntualmente expresa: Art. 
180: "Los empleados públicos, los depositarios y los agentes 
de la autoridad o de la fuerza pública que, ilegalmente y arbi- 
I rariamente, hubieren arrestado o hecho arrestar, detenido o 
hecho detener a una o más personas, serán reprimidos con seis 
meses a dos años de prisión y multa de doce a treinta dólares 
ile los Estados Unidos de América. Podrán además, ser con¬ 
denados a la interdicción de los derechos de ciudadanía por 
dos a tres años." 

De la misma manera el Art. 183 señala que: "Serán reprimi¬ 
dos con prisión de dos meses a dos años y multa de seis a 
doce dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, los que, 
sin orden de las autoridades constituidas y fuera de los casos 
en que la ley y los reglamentos permitieren u ordenaren el 
arresto o detención de los particulares, hubieren arrestado o 
hecho arrestar, detenido o hecho detener a cualquier persona, 
siempre que este arresto o detención no constituya un delito 
más severamente reprimido." 

Vemos que a diario, se abusa de lo que dispone la ley y se 
arresta a personas, sin que ningún fiscal haya iniciado proceso 
de investigación sobre estos hechos, para sancionar a las per¬ 
sonas que abusan de las libertades individuales. 

También se ha hecho costumbre aceptar procedimientos 
ilegales, como legítimos, como eso de que sea la Policía Na¬ 
cional quien designe lugares donde mantener detenidos a 
contraventores de tránsito, o a las personas que han sido sor¬ 
prendidas cometiendo delitos flagrantes, o aquellas personas 



que la Policía detiene para fines de investigación, y sin base 
ni fundamento legal, confinan a esas personas en cuartos y 
bodegas carentes de mínimos servicios, confinamiento ilegal 
que de la misma manera esta sancionado por el Código Penal 
en su artículo 181 el que dice: "La autoridad que ordenare el 
confinamiento de una persona contraviniendo a los preceptos 
constitucionales, será reprimida con prisión de seis meses a 
dos años." 

La Constitución dice en el Art. 208, que: "Los Centros de 
detención contarán con los recursos materiales y las instala¬ 
ciones adecuadas para atender la salud física y psíquica de 
los internos. Estarán administradas por instituciones estatales 
o privadas sin fines de lucro, supervigiladas por el Estado. 
Los procesados o indiciados en juicio penal que se hallen pri¬ 
vados de su libertad, permanecerán en centros de detención 
provisional." 

El Art. 35 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación 
Social señala que: "La dirección, administración y funcio¬ 
namiento de los centros de rehabilitación social estarán a 
cargo de un Director. Los requisitos para serlo, así como sus 
atribuciones y deberes, se sujetarán a esta Ley y sus reglamen- 


Si las prisiones para los contraventores de tránsito lo maneja 
la Policía, al mando de las cuales pone a un Subteniente o 
Teniente de Policía, y los centros de detención los maneja la 
Policía Judicial, donde es el Jefe de la Policía Judicial quién 
resuelve la situación de los detenidos, porque se permite que 
se viole la ley de esta manera, llegando al extremo que esta 
práctica es aceptada por Jueces y por la propia Dirección de 
Rehabilitación Social, a vista y paciencia de abogados, opinión 
pública y defensores de los derechos humanos. 



I'l Código Penal dice en el Art. 184 lo siguiente: "La prisión 
M*rá de seis meses a tres años y multa de seis a dieciséis dólares 
ilo los Estados Unidos de Norteamérica, si la detención ilegal 
V arbitraria hubiere durado más de diez días." 

lín las prisiones adaptadas por la Policía hay casos de per¬ 
sonas que se encuentran detenidas más de dos o tres meses, 
porque al no existir defensores públicos, una persona que 
carezca de amigos o abogados para la defensa, su situación 
pasará desapercibida, en un País lleno de trámites, formali¬ 
dades y solicitud de requisitos que se piden para atender un 
pedido de libertad, y quien juzga estos abusos o sanciona a 
los responsables. 

De lo único que se preocupa la Policía cuando detiene a una 
persona, es de obtener un certificado médico que certifique 
que la persona que ingresa a estos centros de detención 
ilegal, se encuentra en perfecto estado de salud y que no tiene 
golpes ni heridas, protegiéndose de esta manera de que sean 
acusados del delito de tortura. 

Se ha llegado a casos extremos, cuando los empleados de las 
cárceles han decretado una huelga, las prisiones policiales se 
saturan, y ahí los verdaderos delincuentes son dejados en li¬ 
bertad, porque todo el sistema a explotado, colapsado, no hay 
sitio para que ingrese una persona más, y este es un tema que 
debe preocupar mucho a la sociedad, no solo el de satisfacer 
ese deseo intemo y ascentral de venganza, por el cual quieren 
tener a todas las personas con las cuales tienen conflictos o 
problemas en la cárcel, sino el de buscar alternativas, para 
en primer lugar mejorar los sistemas y procedimientos de in¬ 
vestigación, juzgamiento y sanción, y fundamentalmente re¬ 
habilitación y resocialización, para que las personas que han 
sido sentenciadas, no vuelvan a delinquir. 



Leyes e instituciones sobran, pero nadie las pone en práctica, 
por lo que cada día tenemos más delincuentes, todos moles¬ 
tos con la Policía, a los que odian por el trato que recibieron 
cuando estuvieron detenidos, y la institución policial como 
tal aumenta su desprestigio por asumir competencia y labores 
que están fuera de su ámbito. 

La Policía es fundamental y básica en los procesos de pre¬ 
vención, investigación y sanción, especialmente en los de pre¬ 
vención, por lo que hay que analizar todas y cada una de las 
propuestas que buscan su profesionalización, y vinculación a 
la sociedad. 



16 - LA PRISIÓN DOMICILIARIA.- 


I a correcta aplicación de la prisión domiciliaria sería otra 
alternativa para implementarla en el País, no a nuestro es¬ 
tilo, donde se ordena la prisión domiciliaria y la Policía tiene 
(|ue enviar dos o tres policías en tumos rotativos diarios, du¬ 
rante el tiempo que dure la condena, para cuidar la casa de la 
persona que esta cumpliendo una pena en su domicilio, con 
lo cual se incrementa el costo del Estado para implementar 
este servicio, con el agravante de que se ocupa a los policías 
en otras funciones que no son las específicas que tienen que 
cumplir. 

Se ha probado en otros Países, la implementación de un bra¬ 
zalete electrónico de control, el que deberá portar el detenido, 
de manera tal que si se aleja más de treinta metros del lugar 
donde debe permanecer cumpliendo la prisión domiciliaria, 
este brazalete envía una señal a la Policía, la cual acudirá a 
verificar si la persona a violado este privilegio, con lo cual 
procederán a su búsqueda y detención, y automáticamente 
terminará este beneficio, y la persona tendrá que cumplir su 
pena en una prisión común. Detectores de este brazalete elec¬ 
trónico se instalarían en aeropuertos o salidas fronterizas, de 
manera tal que se pueda detectar y establecer cuando una 
persona que porta este elemento este saliendo de la ciudad o 
del País. El costo de la instalación de este brazalete lo pagaría 
el propio usuario, con lo cual este servicio se ampliaría no 
solo para personas de la tercera edad, sino para ciudadanos 
que han sido condenados a penas de prisión leves, y que bien 
lo pueden cumplir en su hogar, desde donde pueden traba¬ 
jar. Cual es el costo de implementar este sistema, un costo 
muy bajo frente al costo que representa mantener dos o tres 
policías en turnos rotativos en el domicilio de una persona, 
ya que aquí no se debe valorar solo el costo hora/policía, 
sino todos los costos administrativos y de movilización que 



tienen que realizar los miembros de la institución policial 
para cumplir con una tarea de vigilancia que legalmente no 
les corresponde. 

Pero la prisión domiciliaria no es una ventaja o un privilegio, 
ya que muchas personas pueden pensar que con esta medida, 
se estarían otorgando privilegios a una persona que ha sido 
sancionada por haber cometido un delito; si bien el prisio¬ 
nero puede gozar de mejores servicios, como disponer de una 
cama aseada y cómoda, televisión, sala, comedor, cocina, y 
otros bienes que tenga en su hogar, el hecho de no poder salir 
de su casa, si afecta su movilidad y libertad, y por más facili¬ 
dades que tenga, el estar recluido en un sitio fijo, es un castigo 
que será sentido por cualquier persona. 

Además este beneficio lo gozarían personas de la tercera edad, 
madres embarazadas (que actualmente no pueden ser deteni¬ 
das por su condición), menores de edad, es decir personas que 
cometieron un delito y fueron sentenciadas, pero al no regis¬ 
trar antecedentes penales anteriores, o haber demostrado que 
es un miembro activo de la sociedad, y fundamentalmente al 
ser considerados no peligrosos para la sociedad, reciben un 
tratamiento especial, confiando en que no huirán, ya que el 
hecho de evadirse, sería considerado como otra falta, y si lo¬ 
gramos a futuro que se tipifique la evasión como un delito 
en el cual no solamente se castigue al custodio, sino también 
al evasor, las personas pensarían dos veces antes de huir, ya 
que tendrían que escoger entre la prisión domiciliaria, o cinco 
años en una prisión en una cárcel de mediana seguridad. 
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17.- DESPENALIZAR ALGUNOS DELITOS Y MEJORAR 
LAS CONTRAVENCIONES.- 

Se debe despenalizar algunos delitos que constan en nuestra 
legislación penal, los cuales no son vigentes a nuestra reali¬ 
dad o nuestra época, o algunos que por no ser adecuados a 
las necesidades de la sociedad, o actividades generales de las 
personas, no se los aplicado nunca, ya que a lo mejor fue¬ 
ron tipificados tomando en consideración otras realidades o 
necesidades, y que ahora son historia. 

Existen además otros delitos que deben ser actualizados o 
requieren una puntualización más profesional para evitar 
malas interpretaciones o inadecuadas aplicaciones. 

En las actividades comerciales y particulares, por la forma 
como se las manejan en la actualidad, el delito de giro de 
cheques sin provisión de fondos, tiene que ser despenalizado, 
ya que antes de castigar con una sanción penal a quien giro 
un cheque sin provisión de fondos, se debe buscar la forma 
para que ese medio de pago se haga efectivo en forma inme¬ 
diata, y de que la persona que utilizo en forma inadecuada 
un cheque, no pueda a futuro manejar una cuenta corriente y 
una chequera en un Banco, quedando inhabilitado la primera 
vez por un año, la segunda por dos años, y la tercera de por 
vida. De esta manera existiría seriedad en el manejo de una 
chequera, y en el giro de cheques como medio de pago, impi¬ 
diendo que el cheque sea utilizado como garantía en el pago 
de obligaciones, dejando a salvo el derecho que tendría una 
persona para demandar en caso de que ese medio de pago 
haya sido utilizado para cometer otros delitos, como por 
ejemplo la estafa. 

Se debe también despenalizar el delito de injuria, ya nada 
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sacamos con enviarle a la cárcel a un insultador o a un ca 
lumniador, es preferible que se le condene al pago de daños y 
perjuicios con un acción civil que le costará más, o en el mejor 
de los casos hacer constar a la injuria como contravención, 
porque la honra de las personas no se la limpia con la cárcel, 
ni con el dinero, pero por lo menos la persona que injuria o 
calumnia, pagará los deslices de su lengua suelta con un cas¬ 
tigo económico, o pocos días en la cárcel, la cual podría ser 
cambiada por trabajos comunitarios. La cárcel es para la gente 
peligrosa, delincuentes peligros que deben ser excluidos de 
la sociedad para proteger a sus miembros, o, para los que de¬ 
linquieron y obtuvieron sentencia condenatoria. Además el 
honor es muy subjetivo, lo que para unos es una injuria ca¬ 
lumniosa, para otros será un insulto de los que se escuchan 
todos los días en la calle, que en el mejor de los casos puede 
ser considerada como injuria no calumniosa. La sensibilidad 
de muchas personas, no puede ocupar el tiempo de los jueces, 
ni llenar las crónicas de los periódicos, y peor aún las cárceles, 
más aún en un País en donde los políticos se insultan regu¬ 
larmente, ante la falta de ideas o proyectos, buscando el es¬ 
cándalo para promocionarse, y forzando a que los conflictos 
personales o políticos sean resueltos por la Función Judicial, 
la cual tiene casos más importantes que resolver. 

" Un alma grande está por encima de la injuria, de la injusticia 
y del dolor" 

Jean de la Bruyére 

Las lesiones leves provocadas a una persona, deberían ser 
consideradas contravenciones, ya que a la fecha a la persona 
que hiriere o golpeare a otro, causándole una enfermedad o 
incapacidad para el trabajo personal, que pase de tres días 
y no de ocho, se le reprime con prisión de quince días a tres 
meses, y multa, y al ser delitos de acción pública, casi nunca 
van a juicio, por lo que se sugiere que se cambie la tipificación 


ilo delito a contravención, y de esta manera facilitemos el juz¬ 
gamiento y sanción, con la oportunidad que un juicio contra- 
vencional puede resolver estos casos. 

Despenalizar otros delitos que no deberían estar vigentes 
en la actualidad, tales como: la provocación a duelo, o la di¬ 
famación o injuria por haber rechazado un duelo, o el uso de 
armas en un duelo, o a los padrinos del duelo; Este tipo de 
delitos existen en el Código Penal, y en las películas antiguas, 
pero no se ha escuchado de que una persona haya retado a 
duelo a otra en las últimas décadas. 

\in los delitos contra la fe pública, constan tipificados como 
delitos la falsificación de " monedas de oro o plata que tengan 
curso legal en la República", y si esas monedas no tienen cur¬ 
so legal, la pena será menor, pero en el Ecuador las monedas 
de oro y plata no son utilizadas desde hace varias décadas, 
por lo que es innecesario que consten estos delitos en nuestro 
código sustantivo. 

Consta también como delito, el que con cercén, taladro, lima, 
o de otra manera alterare el valor de las monedas de oro o 
plata, o monedas que no tengan circulación legal en la Repú¬ 
blica. 

La falsificación de los timbres nacionales, que no existen a la 
fecha también es un delito reprimido con reclusión. 

Hay varios delitos vinculados con las Fuerzas Armadas, que 
se refieren a hechos como el castigar a una persona que den¬ 
tro de la República, conspire contra su seguridad exterior, 
induciendo a una potencia extranjera a declarar la guerra 
al Ecuador; o, los ecuatorianos que, bajo bandera enemiga 
hicieren armas contra la República; o, los que dolosamente, 
violaren la tregua o armisticio celebrado con el enemigo, o 
violare, de igual manera, cualquier tratado vigente entre el 



Ecuador y otra nación. Desde la Segunda Guerra Mundial, no 
se ha escuchado que un País haya declarado la guerra a otro, 
ya que lo que se han producidos son escaramuzas militares 
sin aviso ni notificación oficial previa, y luego la intervención 
de países amigos, que han buscado solucionar estos conflictos 
de manera pacífica, y si alguien violo esas treguas no han sido 
civiles, sino los propios militares. 

Además deben tipificarse otros delitos que si atentan contra la 
seguridad extema del País, como son los grupos insurgentes, 
guerrilleros que piden se les de un estatus político, cuando 
cometen a diario delitos como plagio, comercialización de 
drogas, uso de armas militares, etc., sobre lo cual no existe 
legislación que tipifique claramente estos delitos. 

Otros delitos que deben despenalizarse por cuanto no tienen 
aplicación y vigencia en la actualidad son: el concubinato, la 
vagancia, la mendicidad; Otros delitos donde el análisis es 
muy subjetivo, y los medios de prueba son difíciles como el 
acoso sexual, delito que se lo quiere probar con la simple afir¬ 
mación de una mujer que manifiesta ha recibido propuestas 
indecorosas, cuando en nuestro medio es común recibir piro¬ 
pos delicados, como piropos subidos de tono, si la mujer goza 
de muchos atributos físicos. 


El rapto de la mujer mayor de dieciséis años y mayor de die¬ 
ciocho que consienta en el rapto, ya que por las condiciones 
en que se desenvuelve la sociedad una mujer que volunta¬ 
riamente se va de su casa con su novio o enamorado no puede 
ser considerado como rapto, ya que aquí no hay violencia, 
amenazas, y si esta mujer contrae matrimonio con el que su¬ 
puestamente lo rapto, como el propio código lo ordena, no 
puede ser perseguido, sino después de haber sido definitiva¬ 
mente declarada la nulidad del matrimonio. En estos casos se 
quiere juzgar conflictos de novios y enamorados con la cár- 



C Hro tema que debe mejorarse es el libro III del Código 1 Vnal, 
i|ue se refiere a las Contravenciones, las cuales están complo 
lcimente desactualizadas, no tienen muchas de ellas vigencia 
,i la fecha, y la realidad social, económica, de estructura y fun¬ 
cionamiento de las ciudades, exige que todo este libro sea ac¬ 
tualizado, para puntualizar y tipificar como contravenciones, 
las infracciones más comunes que se comenten a diario, y que 
atentan como la seguridad de los ciudadanos. 

Detallamos algunas de las contravenciones de primera clase, 
que constan en el Código Penal, que deben ser sancionadas 
con una multa de dos a cuatro dólares de los Estados Uni¬ 
dos de Norteamérica: no limpiar chimeneas o estufas; los que 
ocupen aceras o portales con fogones, artículos de comercio; 
los que hubieren dejado en la calle tenazas o barras de acero 
o escaleras; los que hubieren pasado o hecho pasar sus perros 
o ganado por un terreno cercado; los que salieren vestidos 
de manera indecorosa; los que se bañaren quebrantando las 
reglas de la decencia; los que tuvieren en balcones macetas 
sin las precauciones para evitar su caída; los que arrojaren 
piedras u otros objetos en lugares públicos; los que trans¬ 
porten objetos durante la noche sin permiso de la policía; 
los que ataren animales de cualquier clase en árboles o ver¬ 
jas; los que ocuparen un espacio en las calles o caminos al 
construir un edificio; los que pegaren avisos o cualquier papel 
en los edificios públicos; los que no pintaren o blanquearen 
las paredes exteriores y balcones de sus casas; los que colo¬ 
caren toldos o cortinas hacia la calle sobre las puertas de sus 
establecimientos a menor altura que la de dos metros sobre 
el nivel de la acera; los que no cercaren los solares o terrenos 
que tuvieren dentro de las poblaciones; los que fueren encon¬ 
trados en cualquier lugar público en estado de embriaguez; 
los que estropearen o torturaren a un animal; los que dieren 
muerte a un animal sin necesidad; los que gobernaren ani- 


males con instrumentos punzantes o cortantes; los que en el 
servicio emplearen animales heridos o maltratados; los que 
escribieren palabras o frases que ofenda la moral en paredes o 
establecimientos públicos; los que ofendieren públicamente al 
pudor; los que no socorrieren o auxiliaren a una persona que 
se encuentre sola o herida en un lugar público; los que aman¬ 
saren caballos dentro de las poblaciones; los que hubieren de¬ 
jado en soltura animales bravios o dañinos; los que hubieren 
azuzado o no hubieren contenido a sus perros cuando estos 
acometan o persigan transeúntes; los que al encontrarse a pie 
o a caballo en camino o lugar público, con persona que lleve 
dirección opuesta, le disputare o estorbare el paso, en vez de 
inclinar a su derecha; los que en las calles y plazas reventaren 
petardos o cohetes, o hicieren fogatas, sin permiso especial de 
la policía; los que permanecieren a la salida de los templos, 
teatros, escuelas o colegios, formando agrupaciones de más 
de dos, o causaren molestias a los concurrentes. 

Como los delitos y contravenciones detallados, existen otros 
que no tienen ninguna trascendencia en la actualidad, pero 
que deberían ser analizados para ser actualizados o despe¬ 
nalizados, por lo que la referencia a estos pocos artículos, de¬ 
litos y contravenciones que constan en el Código Penal, tiene 
como finalidad la de motivar para que el Congreso Nacional 
analice y estudie varios proyectos de reformas al Código Pe¬ 
nal, que han sido presentados oficialmente y que se encuen¬ 
tran archivados, sin trámite alguno, cuando la realidad social, 
económica y de seguridad, obliga a que estos proyectos sean 
analizados en forma seria y profesional, para que a futuro 
contemos con una legislación moderna, de aplicación efectiva 
en la República del Ecuador. 


"No hay leyes, ni tradiciones, ni reglas que se puedan aplicar 
n ni versalmente; incluyendo ésta" 

Anónimo 


"Las mejores leyes nacen de las costumbres" 
loseph Joubert 

" Una cosa no es justa por el hecho de ser ley. 
I )ebe ser ley porque es justa" 

Montesquieu 



18.- ACCION PUBLICA O ACCION PRIVADA. 

Al establecer que todos los delitos de acción pública sean 
conocidos por los señores Fiscales, se recargo el trabajo del 
Ministerio Público, motivo por el cual de más de 160.000 de* 
nuncias que se presentan en un año, solo un pequeño porcen 
taje es analizado por los fiscales, lo cual impide el tratamiento 
e investigación de los delitos, y con ello se contribuye a que* 
reine la impunidad. 

Las estafas y otras defraudaciones deberían ser casos di* 
acción penal privada, para que los afectados puedan presentar 
una querella ante un Juez Penal, para que ante esa autoridad 
pruebe una persona la estafa que sufrió, como se cometió, y 
los autores, cómplices y encubridores, ya que en esta clase de 
delitos prima el valor económico, y la mayoría de los afecta¬ 
dos lo que buscan es la recuperación de su dinero, llegando 
en muchos casos a transar con las personas que cometieron el 
delito, al tener con ellos generalmente relaciones comerciales 
o de otra índole, pocos son los delincuentes que hacen de la 
estafa su medio de vida, los otros casos son excepcionales pero 
frecuentes, por lo que es mejor dejar que el impulso de los 
afectados lleve adelante estos procesos. La excepción en estos 
casos son las estafas que delincuentes comunes realizan en 
las calles junto a los bancos, los llamados paquetazos, donde 
gente ingenua es estafada y engañada, pero también en estos 
casos, cuando los delincuentes son apresados, el impulso del 
afectado permitirá la sanción del o los infractores. 


El atentado al pudor o el acoso sexual, también podrían ser 
de acción privada y reservada, para que así mismo el impulso 
de los afectados permita identificar plenamente al autor, y la 
forma y medios que utilizo para cometer estos delitos, ya que 
en la práctica vemos que estos delitos son muy difíciles de 


(•robar, y van a juicio solamente con el testimonio do las su 
puestamente afectadas, y el informe de un o una sicólogu, la 
nial manifiesta en su informe generalidades, en base de las 
• nales no se puede condenar a una persona, pero eso sí, todos 
es los procesos de investigación, ocupan muchas horas de tra- 
kijo de los señores Fiscales. 

I ,o que se busca con estas medidas es que se descongestione el 
li abajo de los señores Fiscales, los cuales tienen que ocuparse 
on forma prioritaria de los delitos más graves, de aquellos 
(|ue afectan a la sociedad, causan daños profundos en las 
personas y sus bienes, de aquellos cometidos por personas 
peligrosas, a las cuales hay que aislarles y mantenerlas en la 
cárcel, ya que como se dijo en este estudio un estafador no 
es peligroso, no matará a nadie, utilizará su inteligencia para 
afectar el patrimonio de una persona, pero no causará daños 
físicos ni sicológicos a nadie, pero un violador y asesino es 
otra cosa, este si es un hombre peligroso, el cual requiere ser 
sancionado con todo el rigor de la ley. 


19.- POLICÍAS O FISCALES. 

Tienen que delimitarse y regularse las funciones y respon¬ 
sabilidades de Policías y Fiscales, los cuales como no coordi¬ 
nan adecuadamente su trabajo, tienen problemas operativos, 
para beneficio de los delincuentes, para lo que se propone 
que reformando la actual ley, los policías realicen la inves¬ 
tigación de los delitos en forma profesional, bajo la super¬ 
visión y asesoría legal de los fiscales, con personal calificado 
y de nivel universitario, para que con las pruebas obtenidas 
en legal y debida forma, sean los fiscales los que estructuren 
una acusación formal, para que en la etapa del juicio logren 



que los delincuentes sean sentenciados, y no como sucede ,i 
la presente fecha en la que a los fiscales por ley les corres 
ponde "dirigir" los procesos de investigación con la "ayud.í 
de la Policía Judicial, sin contar con medios adecuados para 
ello, dentro de un sistema formal y escrito que impide que se 
cumpla con un proceso serio de investigación. 

Con el actual sistema, los policías se lavan las manos, ya que 
indican que los responsables de la investigación son los fis¬ 
cales y no ellos, y los fiscales intentan dirigir procesos de in¬ 
vestigación desde sus escritorios, emitiendo providencias, 
con la ayuda de peritos designados por el Ministerio Público, 
sin que se haya podido estructurar un sistema profesional de 
investigación, entre dos instituciones del estado como son el 
Ministerio Público y la Policía Nacional, para beneficio de la 
sociedad ecuatoriana. 


Con el actual Código de Procedimiento Penal, los fiscales 
pueden emitir un dictamen acusatorio en base de elementos 
de "convicción", cuando lo que se les debería solicitar son 
evidencias específicas y concretas recopiladas luego de un 
proceso serio y planificado de investigación, que permitan 
con posterioridad y dentro de un proceso oral, el juzgamiento 
de los infractores, ya que con simples presunciones o elemen¬ 
tos de convicción no se puede juzgar a una persona, motivo 
por el cual la mayoría de los dictámenes acusatorios no son 
aceptados por los Jueces o Tribunales Penales, o cuando van a 
juicio no pueden probar sus afirmaciones y acusaciones. 

Como a la Policía Nacional le quitaron muchas de sus atribu¬ 
ciones, pensando a lo mejor que 400 fiscales a nivel nacional 
pueden mejorar los servicios de investigación que prestan 
miles de policías, todas las denuncias o los delincuentes a los 
que les han detenido en delitos flagrantes, tienen que remitirse 
o ponerse a las órdenes de los señores Fiscales, para que lúe- 


f,i> de las investigaciones de estilo -realizadas en forma exrlu 
••iva por el fiscal o los peritos por ellos designados-, emilan 
mi dictamen acusatorio, en muchos de los casos tardíamente, 
por lo que los detenidos salen en libertad con una fianza fi¬ 
lada por el juez, y no pueden ser juzgados, ya que es muy 
• lilícil volverlos a detener. De esta manera reina la impunidad 
porque nadie es sancionado y se incrementa la inseguridad, 
al permitirse que los delincuentes vuelvan a delinquir. 

rara evitar los conflictos de competencia entre policías y fis¬ 
cales, tiene que establecerse en forma muy clara las funciones 
y atribuciones que tiene cada uno de ellos, en los procesos de 
investigación y posterior acusación. A la Policía debe corres¬ 
ponderle los procesos de investigación, bajo la "supervisión 
y asesoría legal del Ministerio Público", ya que para ello se 
preparan, estudian y tienen los medios y elementos; y, los fis¬ 
cales tienen que recoger estas investigaciones, para formular 
una acusación sustentable en derecho dentro de un proceso, e 
impulsar la misma en el juicio, hasta conseguir la sanción de 
los delincuentes. 


De la misma manera los procesos de investigación no pueden 
efectuarse desde una oficina, ya que la investigación es averi¬ 
guamiento, indagación, búsqueda o inquisición de un hecho 
desconocido, haciendo diligencias para descubrir una cosa, y 
para ello existen técnicas de investigación con testigos, donde 
también existen técnicas para el interrogatorio, peritos foren¬ 
ses, laboratorios, equipos, y otros elementos que permitirán 
con esas pruebas irrefutables obtenidas científicamente, juz¬ 
gar y sancionar a los involucrados dentro del juicio . Cómo 
realiza por ejemplo sus investigaciones la UNASE, en casos 
de secuestros, con mucha prudencia, reserva, y prolijas y pro¬ 
fesionales investigaciones, en las cuales no intervienen los fis¬ 
cales ordenando tal o cual diligencia, ya que en casos graves 
donde está en juego la vida de una persona, es inadmisible 


pensar en trámites burocráticos. 

Sólo otorgando una cámara fotográfica a los Policías, podrí,» 
mos obtener un registro visual del lugar donde se cometió un 
delito, y de esta manera tener mejores elementos para invesl i 
gar o posteriormente para juzgar, ya que no es lo mismo kvi 
un informe, que mirar unas fotografías. Cierto es que exist¬ 
en la Policía una unidad de Inspección Ocular Técnica, la cual 
por ley debe tomar fotografías en caso de muerte repentina 
de una persona, pero la propuesta es que se masifique y 
perfeccione la tarea policial de recolección de evidencias en 
todos los casos. 

Si a todos los policías de transito les otorgamos una cámara 
fotográfica, es indudable que sus partes policiales tendrán 
una evidencia fotográfica, clave fundamental e irrefutable, la 
cual no podrá ser modificada a futuro por quién o quienes 
pretenden cambiar los hechos. El mismo concepto y ejemplo 
se aplicarían a las demás dependencias policiales. 

Policías y Fiscales altamente especializados en procesos de in¬ 
vestigación, ayudarán a mejorar los procesos penales. 


Existen además problemas y conflictos de "mando", ya que 
un Fiscal jamás podrá "ordenar" a un oficial de policía, mas 
aún si este es de alta graduación, por lo que tenemos que ana¬ 
lizar nuestra idiosincrasia y respetar a las instituciones legal¬ 
mente constituidas, por lo que se deben establecer mecanis¬ 
mos para que todos de una manera profesional trabajen en los 
procesos investigativos, ya que al otorgar todas las facultades 
a los Fiscales se entendería que un trabajo policial no puede 
ser aceptado por los fiscales, cuando en la práctica esta suce¬ 
diendo lo contrario, muy especialmente en las investigaciones 
sobre narcotráfico y secuestros, donde todo el proceso investi- 
gativo lo realiza la policía, y solo al final, cuando el proceso ha 
culminado con la detención de los delincuentes, intervienen 


r 


Ins fiscales, ya que los procesos de investigación sobre estos 
•isuntos delicados, tienen que realizarse con reserva, cautela, 
utilizando procedimientos de investigación que demoran 
meses, incluso años, y todos estos procesos definitivamente 
i slán al margen de lo que se establece en un "formalista" 
i bdigo de Procedimiento Penal. 


I I Reglamento de la Policía Judicial dice: Los miembros de la 
Policía Judicial, dependen jerárquica, disciplinaria, adminis- 
Irativa y operativamente de la Policía Nacional; el control y 
la "dirección jurídica" de las investigaciones corresponde al 
Ministerio Público. Esta norma es muy clara, pero no se lo 
aplica en la práctica, y una cosa es la "investigación" profe¬ 
sional de un delito, y otra es la "dirección jurídica" que debe 
salir de la oficina de los fiscales. 


Un fiscal con cien o doscientos casos en proceso, no podrá 
controlar y dirigir jurídicamente a la Policía en los procesos 
de investigación. No se da en la práctica este proceso o trabajo 
coordinado entre la Policía y los Fiscales. Si existe una Policía 
especializada, porque los Fiscales trabajan con los peritos por 
ellos designados, con el agravante que esos peritos al no per¬ 
cibir sueldo del Ministerio Público, cobran por sus servicios, 
honorarios que indudablemente no garantizan la imparciali¬ 
dad que una investigación penal requiere. 


" Es una equivocación el sentar teorías antes de disponer de 
todos los elementos de juicio" 

Sir Arthur Conan Doy le 

"Aquel que duda y no investiga, se toma no sólo infeliz 
sino también injusto" 




Blaise Pascal 

"Conservemos nuestras bocas cerradas y nuestra plumas se¬ 
cas hasta que conozcamos los hechos" 

A.J. Carlson 


20.- SEGURIDAD CIUDADANA Y LOS PROBLEMAS DEL 
SISTEMA. 

La ciudadanía ve con gran preocupación como la delincuencia 
crece a pasos agigantados, que a los pocos delincuentes que 
son detenidos no se los sanciona, y molestos con la inseguri¬ 
dad que la sienten y la viven día a día, ya que ven que los de¬ 
lincuentes siguen cometiendo asaltos y robos en las calles, a 
vista y paciencia de todas de autoridades, salen y protestan en 
las calles. Las respuestas de las autoridades a estas protestas 
multitudinarias, son totalmente políticas, tibias e ineficaces, 
se comprometen a entregar más armas a la policía, se ofrecen 
endurecer las penas, se planifican construir cárceles de alta 
seguridad, y luego de tantos ofrecimientos, todos alejados de 
la realidad, no pasa nada, las cosas siguen igual, no se reali¬ 
zan las inversiones ofrecidas, ni se hacen las reformas legales 
tantas veces planteadas, ni se incrementan los controles. 

Que pasa, porque no funciona el Estado en el control, sanción 
y rehabilitación de los delincuentes. 

Para explicar esta pregunta, debemos comenzar señalando 
que el Ecuador es un Estado de Derecho formal, es decir que 
todas las personas encargadas del control, investigación, san¬ 
ción y rehabilitación de los delincuentes, deben basar sus ac- 


(ilaciones en lo que lo indica y manda la ley, pero como U* 
liemos exceso de leyes, y la mayoría malas, o leyes dictadas al 
calor de la presión ciudadana donde un político legisla para 
satisfacer la ira ciudadana antes que las necesidades de la so¬ 
ciedad, simplemente el sistema no funciona, ya que de nada 
sirve que la Policía detenga a los delincuentes, si tenemos un 
Ministerio Público con insuficiente número de Fiscales para 
que inicien los procesos de investigación y acusación, y jue¬ 
ces dependientes de la Función Judicial que actúen en forma 
oportuna para que dicten sentencias condenatorias y sancio¬ 
nen con prisión o reclusión a los infractores. 

Entonces al tener malas leyes, malos sistemas y procedimien¬ 
tos, los cuales no se adaptan a nuestras necesidades, los delin¬ 
cuentes no son sancionados, por lo que reina la IMPUNIDAD, 
motivo por el cual la Policía reporta 40, 50 o 60 detenciones 
a una misma persona, lo cual es inadmisible, ya que si estos 
delincuentes hubieran obtenido una sentencia de solo seis 
meses por cada detención, deberían haber permanecido 20 o 
más años presos. 

Para mejorar estas deficiencias estructurales y humanas, se 
deben mejorar todos los sistemas, comenzando con la Policía, 
a la cual no solo hay que entregarles armas para que se en¬ 
frente a los delincuentes, sino equiparlas con laboratorios y 
medios adecuados, para que los procesos de investigación 
sean profesionales, técnicos, y puedan posteriormente los 
fiscales respaldar con suficientes e irrefutables pruebas una 
acusación. 


Solo entregándoles una cámara fotográfica a los Policías, es¬ 
tos pudieran levantar un registro fotográfico del lugar donde 
se cometió un delito, fotografiar a los autores, cómplices, en¬ 
cubridores, e incluso a los testigos, registro fotográfico que 
ayudaría más que el simple informe escrito, y que para efec¬ 
tos del análisis, evaluación y posterior sanción, ayudarían 


mucho a un Juez. 

Imaginemos un accidente de tránsito, y luego leamos el parte 
o informe policial, y naturalmente pocos entenderán lo que en 
el se relata y escribe, pero si el mismo parte policial esta 
respaldado por fotografías, podemos apreciar la magnitud 
del accidente y los daños causados. 

De la misma manera imaginemos a una mujer que por vio¬ 
lencia familiar salió herida, una cosa es lo que dirá el informe 
médico legal escrito, y otra la que se podrá visualizar con la 
fotografía, con el agravante que para la fecha del juzgamiento, 
a lo mejor la afectada estará tan guapa como era antes, y eso 
puede influir en el Juzgamiento, ya que no es lo mismo ver a 
una persona herida que a una sana. 

Se debe buscar una mejor selección del personal policial y una 
mayor capacitación, debiendo eliminarse el mal llamado per¬ 
sonal de tropa, los cuales son mal capacitados en períodos 
muy cortos de pocos meses, ya que todo policía debería tener 
un mayor período de preparación, y una evaluación perma¬ 
nente, para que los asensos estén respaldados en conocimien¬ 
tos y experiencia y evaluación de desempeño. 

Las escuelas de Formación de Tropa deberían desaparecer, 
los policías deberían recibir formación y estudios universi¬ 
tarios, ya que la actividad policial es una actividad eminen¬ 
temente profesional en un gran porcentaje, y represiva en un 
pequeño porcentaje, por lo que en la preparación debe priori- 
zar los conocimientos científicos, antes que las marchas mili¬ 
tares, el uniforme, o el manejo de armas, ya que solo la elite 
policial deberá ser experta en el manejo y operación de armas 
y explosivos, y los demás policías deberían ser expertos en 
recoger evidencias, expertos en interrogatorios, expertos en 
análisis e investigación de las evidencias que se dejarán y de¬ 
ben recogerse del lugar donde se cometió un hecho delictivo, 


es decir auténticos profesionales. Todos estos profesionales 
además deberán tener el respaldo de laboratorios especial i 
/ados para fundamentar su trabajo con documentos cienti 
ficos. Es inadmisible contar con un policía que sea obediente» 
no deliberante, el policía no debe recibir órdenes, debe estar 
preparado para realizar un trabajo en base de su preparación 
profesional, respaldando el mismo con documentos probato¬ 
rios y científicos sólidos. 

Se debe definir con mayor claridad la función del Ministerio 
Público, frente a lo que son los procesos de investigación, ya 
que al encargarles por ley a los Fiscales que "investiguen" los 
delitos, se esta distorsionando la función de los fiscales, que 
no son otra cosas que abogados preparados para estructurar 
una causa penal, y llevarle esta causa con una acusación for¬ 
mal a juicio, para que culmine el proceso de juzgamiento con 
una sentencia condenatoria en contra de los delincuentes. 

Los fiscales buscan capacitarse en derecho penal, procesal pe¬ 
nal, siguiendo cursos de postgrado en las universidades del 
país, porque como abogados que son, buscan ampliar sus 
conocimientos en materias jurídicas, y no se ha visto a los fis¬ 
cales especializándose en técnicas de investigación, u otras 
afines. 


El Ministerio Público debe ser despolitizado, buscando que se 
nombre como Fiscal General a una persona independiente, no 
vinculada a los partidos políticos, con el suficiente liderazgo 
para que impulse las políticas de prevención e investigación. 

Los Ministros Fiscales Distritales, también deber ser profe¬ 
sionales independientes, despolitizados, nombrados de ter¬ 
nas que salgan de los organismos y dependencias provincial¬ 
es, como el Consejo Provincial de la Judicatura que se sugiere 
sean creados en todas las provincias. 


Los Policías deben encargarse de los procesos de investi¬ 
gación en forma científica, coordinando su trabajo y siendo 
supervigilados por los Fiscales, para garantizar la legalidad 
de los procesos, para que las pruebas no puedan ser objetadas 
en el juicio penal, y, a los Fiscales les corresponde la estructu¬ 
ración de las acusaciones para ponerlos en conocimiento de 
los jueces y sustentarlas y defenderlas en la etapa del juicio. 

Se debe modificar sustancialmente la estructura de la Fun¬ 
ción Judicial, desarrollando nuevos esquemas para el cono¬ 
cimiento de las causas, comenzando por eliminar el concepto 
de juzgado (juez, secretario, amanuenses), para que laboren 
Jueces independientes conociendo cada caso en un sistema 
de oralidad total. Un Juez por causa, o 200 o 300 jueces traba¬ 
jando en las provincias, en vez de 20 Juzgados así mismo por 
provincia. 

El manejo de los procesos penales debe ser estructurado de 
acuerdo a la gravedad de los delitos a ser juzgados, ya que si 
la mayoría de los delitos, son robos y hurtos de menor cuantía, 
o lesiones menores, lo prudente sería que estos delitos sean 
tipificados (señalados) como contravenciones, para que jue¬ 
ces contravencionales, solo con un informe policial realizado 
en forma profesional y técnica, en un juicio contravencional 
sentencia a estos delincuentes, observando las normas del 
"Debido Proceso", con penas de seis meses a un año, y de esta 
manera sancionar a los miles de pequeños delincuentes que 
aterrorizan a la ciudadanía, asaltándoles en las calles o en sus 
hogares. 


Los delitos penados con prisión de hasta cinco años, deberían 
ser juzgados por los Jueces Penales, y los delitos más graves 
los penados con reclusión, deberían conocer los Tribunales 
Penales, y estas sentencias podrían ser apeladas a las Cortes 


Superiores, que actuarían como cortes de apelación. 

IJn sistema de administración como se propone, indudable¬ 
mente que descongestionaría el trabajo de Policías, Fiscales y 
Tribunales Penales, y se acabaría con la impunidad, ya que 
tal como están las cosas, en la actualidad a los Fiscales les toca 
conocer todas las denuncias penales, ya sea desde el robo de 
u n celular, hasta por la muerte de una persona, violaciones, 
asaltos, secuestros, todos los delitos sin excepción, ya que no 
existe una clasificación de acuerdo a la gravedad de los deli¬ 
tos para el conocimiento e investigación de las causas, solo se 
exceptúan los delitos de acción privada. 

Todo este tiene que estar vinculado a un proceso de rehabi¬ 
litación, implementado las cárceles taller, para que los senten¬ 
ciados trabajen, en primer lugar para pagar su alimentación 
y cuidados, y luego para que adquiera destrezas en una pro¬ 
fesión, y con el trabajo, guarden dinero para cuando hayan 
cumplido su condena puedan integrarse a la sociedad con 
personas productivas, y de esa manera evitar que vuelva a 
delinquir. 

La parte fundamental en el control de la inseguridad y de de¬ 
lincuencia, esta en la PREVENCION, y esto tiene que realizar 
el Estado, con políticas educativas, recreacionales, culturales, 
artísticas, etc., que permitan que nuestra juventud sea aten¬ 
dida en sus momentos de ocio, ya que no podemos permitir 
que por falta de una adecuada planificación del Estado y la 
Sociedad, se dediquen a injerir licor, o conformar pandillas, 
ya que de ahí salen los pequeños delincuentes que comienzan 
robando una cartera, un teléfono celular o un radio de un ve¬ 
hículo, y luego terminan robando un banco. Queremos ver a 
la niñez y juventud, practicando deportes, desarrollando sus 
capacidades musicales, culturales, manuales, realizando vo¬ 
luntariado cívico en beneficio de la colectividad y otras activi¬ 
dades. 


Es más barato invertir en prevención, que en los procesos de* 
juzgamiento y sanción. 


Prevenir es mejor que sancionar y castigar, por lo que si que¬ 
remos controlar efectivamente a la delincuencia, debemos 
tener políticas claras para educar a la niñez y a la juventud, 
educación en valores, fomentando una cultura por la legali¬ 
dad y el respeto a la ley. 

Debemos buscar soluciones para el control de las pandillas 
juveniles, que según reportes de la Policía Especializada en 
Niños y Adolescentes DINAPEN, sólo en la ciudad de Quito 
existen 2000 pandilleros, de los cuales se encuentran recluidos 
en el Centro Virgilio Guerrero algunas decenas de menores, 
un gran porcentaje con libertad asistida y muy pocos deteni¬ 
dos, por lo que a pesar de tener un Código de la Niñez y la 
Adolescencia con buenos conceptos y principios, esta ley no 
se aplica, al existir solo cuatro Juzgados y Jueces en la ciudad 
de Quito, los cuales tienen muchas otras tareas que realizar 
como el de regular las pensiones alimenticias, adopciones y 
otros reclamos, y no disponen de tiempo para analizar la con¬ 
ducta delictiva de un menor. De qué sirve una ley adecuada, 
sino se dan recursos para atender a los menores y ado¬ 
lescentes. 

No se aplican políticas adecuadas por parte del Ministerio de 
Bienestar Social, ni se presupuestan recursos para estos me¬ 
nesteres, basta con analizar el ínfimo presupuesto asignado al 
Centro de detención de menores en Quito denominado Vir¬ 
gilio Guerrero para establecer la importancia que el Estado da 
a estos problemas altamente conflictivos y de consecuencias 
impredecibles. 


El Ministerio de Bienestar Social debería tener proyectos para 




•ilmder a los niños y jóvenes en general, y muy especialmente 
.1 los hijos de los migrantes, los cuales al vivir sin sus padres, 
son tentados a involucrarse en pandillas juveniles, por el 
abandono en el que viven. 

Qué se hace para que estos niños y jóvenes no se involucren 
en actividades delictivas, qué se hace para prevenir las conse¬ 
cuencias de tenerlos abandonados, sin protección, sin cuida¬ 
dos ni educación, quienes por su fragilidad son presa fácil de 
las drogas y del delito. 

De la misma manera, el sistema educativo debe mejorarse, 
debemos volver a inculcar y enseñar valores, debemos com¬ 
prometer a las escuelas y colegios con el desarrollo comuni¬ 
tario, en actividades donde los jóvenes puedan desarrollar 
sus aptitudes, como la música, los deportes, involucrarse en 
trabajos comunitarios, en asociaciones de voluntarios, en per¬ 
manentes actividades culturales y deportivas. 

No basta cumplir con los 200 días de clases anuales, esos niños 
y jóvenes requieren mayor atención y presupuesto, para que 
en sus horas libres, y en los períodos vacacionales se ocupe su 
tiempo en actividades recreacionales, educativas, formativas, 
donde desarrollen todas sus habilidades y destrezas positi¬ 
vas. 

En todas estas tareas deberían involucrarse las autoridades, 
nacionales, municipales, provinciales, y toda la sociedad, ya 
que no hacer nada con la niñez y la juventud involucrada en 
las pandillas juveniles, es permitir que a futuro estos niños y 
jóvenes sean delincuentes profesionales. 

Se deben establecer estrictas medidas de control para la venta 
de licor, y los sitios de expendio, regulando su ubicación y 
horas de atención. No se puede permitir que el licor se venda 
hasta en las tiendas de las esquinas, y que su publicidad no 
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tenga control o regulación alguna. 

Las mismas políticas se deben establecer para la venta <li 
cigarrillos y otros medicamentos que se utilizan en form.i 
ilegal y que provocan drogadicción. 

El problema del control y prevención de la delincuencia, 
impone la participación concertada de educadores, inve?, 
tigadores, agentes fiscales, jueces, y rehabilitadores, en un 
proceso planificado, que busque en primer lugar sanción, 11 
los delitos menores y de gran volumen, con procesos invesli 
gativos rápidos que de la misma permitan una sanción innir 
diata, con penas en las que se involucre la rehabilitación del 
infractor, para descongestionar a la Policía Judicial, Ministe 
rio Público y Administración de Justicia, buscando que estos 
organismos se concentren en analizar y sancionar en forma 
ejemplarizadora a los delincuentes que cometen delitos que 
por la gravedad afecta y escandalizan a la sociedad, y que por 
su naturaleza merecen mayor análisis. 

Para realizar este trabajo se requieren reformas legales para 
adaptar la legislación a las necesidades de la sociedad, y a las 
nuevas formas de prevención, sanción y rehabilitación. 

"Trabaja en impedir delitos para no necesitar castigos" 


Confucio 


2 1MINISTERIO PUBLICO Y LEGISLACION COMPAR Al) A. 


Vgún lo dispone la Constitución Política de la República 
Jrl Ecuador, en los artículos 217 y 219, "El Ministerio Públi¬ 
co es uno, indivisible e independiente en sus relaciones con 
las ramas del poder público y lo integrarán los funcionarios 
que determine la ley. Tendrá autonomía administrativa y 
económica. El Ministro Fiscal General del Estado ejercerá su 
representación legal." 

"El Ministerio público prevendrá en el conocimiento de las 
causas, dirigirá y promoverá la investigación preprocesal y 
procesal penal. De hallar fundamento, acusará a los presun- 
los infractores ante los jueces y tribunales competentes, e im¬ 
pulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal." 

Como se podrá apreciar, se constituyo al Ministerio Público 
como una institución del Estado jerárquica, independiente, 
cuyo representante legal en el Ministro Fiscal General del Es¬ 
tado nombrado por el Congreso Nacional de una terna envia¬ 
da por el Consejo Nacional de la Judicatura, cuando constitu¬ 
cionalmente debemos buscar el nombramiento de Fiscales 
Independientes, que no deban favores a la clase política, ya 
que al depender el nombramiento del Fiscal General del Con¬ 
greso Nacional, se contamina su nombramiento, y de esta 
manera se impide su estabilidad e independencia. 

Las Funciones del Ministro Fiscal General del Estado y de 
los Ministros Fiscales Distritales Provinciales, deben estar 
bien delimitadas, buscando su debida estructuración, deli¬ 
mitación de funciones, competencias y control. Para el nom¬ 
bramiento de los Ministros Fiscales Distritales Provinciales, 
serán los Consejos Provinciales de la Judicatura, los que en 
cada provincia convoquen a un concurso público para con¬ 
formar una tema de candidatos, para que en base de la misma 



sea nombrado el Ministro Fiscal Distrital, de manera tal que 
el nombramiento del cargo se realice a la persona que no solo 
tenga conocimientos y experiencia, sino que tenga un lideraz¬ 
go para el combate a la delincuencia, y que haya demostrado 
efectividad en el desempeño de su cargo, ya que no quiere la 
ciudadanía un Fiscal que emita cientos de pedidos de prisión 
preventiva, sino que en forma efectiva con su trabajo, envíe a 
prisión a los delincuentes con una sentencia dictada por los 
Jueces de la Administración de Justicia. 


Solo en base de los resultados que obtenga un Fiscal, se podrá 
garantizar su estabilidad, ya que todos los ciudadanos recla¬ 
man resultados, y no simples declaraciones por la prensa, o 
políticas que se diseñan y nunca se aplican. 

El Ministerio Público tiene que mantenerse como un orga¬ 
nismo especializado, alejado completamente del cumpli¬ 
miento de otras responsabilidades y funciones, por lo que no 
podemos encargarle por norma constitucional que vigile el 
funcionamiento y aplicación del régimen penitenciario y la 
rehabilitación social del delincuente, y por ley el manejo de la 
política penitenciaria, al disponer a que conforme el Consejo 
Nacional de Rehabilitación Social, ya que es un contrasentido 
que la institución que busca el castigo de los delincuentes, 
aplique posteriormente las políticas penitenciarias, y resuelva 
peticiones de los detenidos buscando su rehabilitación. 

Tampoco se puede admitir que el Ministerio Público conozca 
de TODAS las denuncias e investigaciones penales, incluidas 
las de tránsito, con excepción de las de acción privada que son 
pocas o las contravenciones, y que dirija y promueve la inves¬ 
tigación preprocesal y penal, ya que esto es imposible, porque 
no habrá tantos Fiscales para atender el volumen de los ca¬ 
sos que se presentan en un año, y así lo dicen las estadísti¬ 
cas, donde según análisis realizados por la Fundación Esquel 



en el año 2005, se presentaron 178.340 denuncias penales, el 
Ministerio Público emitió 17.363 instrucciones fiscales, luego 
emitió 4.766 dictámenes acusatorios, de los cuales los señores 
Jueces Penales dictaron auto de llamamiento a juicio solo de 
2.925 casos, y los Tribunales Penales emitieron 246 sentencias 
absolutorias y 1.068 sentencias condenatorias. 

De las 178.340 denuncias, solo se sentenciaron a 1.068 perso¬ 
nas, y esto significa impunidad total, la misma que supera el 
99.40%. 


LEGISLACION COMPARADA. 

21.1.-Constitución Política de Colombia (7), Capitulo Seis, De 
la Fiscalía General de la Nación. 

Artículo 249:" La Fiscalía General de la Nación estará inte¬ 
grada por el fiscal general, los fiscales delegados y los demás 
funcionarios que determine la ley. El fiscal general de la nación 
será elegido para un período de cuatro años por la Corte Su¬ 
prema de Justicia, de terna enviada por el presidente de la 
república y no podrá ser reelegido. Debe reunir las mismas 
calidades exigidas para ser magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia. La Fiscalía General de la Nación forma parte de 
la rama judicial y tendrá autonomía administrativa y presu¬ 
puesta!." 


Artículo 250:" La Fiscalía General de la Nación está obligada 
a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la inves¬ 
tigación de los hechos que revistan las características de un 
delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, 
petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando me¬ 
dien suficientes motivos y circunstancias tácticas que indiquen 
la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, 


suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, 
salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del 
principio de oportunidad regulado dentro del marco de la 
política criminal del Estado, el cual estará sometido al control 
de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de 
control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por 
miembros de la fuerza pública en servicio activo y en relación 
con el mismo servicio. En ejercicio de sus funciones la Fiscalía 
General de la Nación, deberá: 1. Solicitar al juez que ejerza las 
funciones de control de garantías, las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, 
la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, 
en especial, de las víctimas. El juez que ejerza las funciones 
de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez 
de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido 
esta función. La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la 
Nación para realizar excepcionalmente capturas; igualmente, 
la ley fijará los límites y eventos en que procederá la captu¬ 
ra. En estos casos el juez que cumpla la función de control 
de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta 
y seis horas siguientes. 2. Adelantar registros, allanamientos, 
incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En es¬ 
tos eventos el juez que ejerza las funciones de control de ga¬ 
rantías efectuará el control posterior respectivo, a más tardar 
dentro de las treinta y seis horas siguientes, al solo efecto de 
determinar su validez. 3. Asegurar los elementos materiales 
probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adi¬ 
cionales que impliquen afectación de derechos fundamen¬ 
tales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte 
del juez que ejerza las funciones de control de garantías para 
poder proceder a ello. 4. Presentar escrito de acusación ante 
el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, 
concentrado y con todas las garantías. 5. Solicitar ante el juez 


Jr conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando 
'.cgún lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar, 
i» Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales 
necesarias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que dis¬ 
poner el restablecimiento del derecho y la reparación integral 
,i los afectados con el delito. 7. Velar por la protección de las 
v ictimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en 
el proceso penal, la ley fijará los términos en que podrán in¬ 
tervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de 
justicia restaurativa. 8. Dirigir y coordinar las funciones de 
policía judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señala la ley. 9. Cum¬ 
plir las demás funciones que establezca la ley.- El fiscal ge¬ 
neral y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional. En el evento de presentarse escrito de acusación, el 
fiscal general o sus delegados deberán suministrar, por con¬ 
ducto del juez de conocimiento, todos los elementos probato¬ 
rios e informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le 
sean favorables al procesado. 

Artícülo 251:" Son funciones especiales del fiscal general de 
la nación: 1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, a los altos 
servidores que gocen de fuero constitucional, con las excep¬ 
ciones previstas en la Constitución. 2. Nombrar y remover, 
de conformidad con la ley, a los servidores bajo su 
dependencia. 3. Asumir directamente las investigaciones y 
procesos, cualquiera que sea el estado en que se encuentren, 
lo mismo que asignar y desplazar libremente a sus servidores 
en las investigaciones y procesos. Igualmente, en virtud de los 
principios de unidad de gestión y de jerarquía, determinar el 
criterio y la posición que la Fiscalía deba asumir, sin perjuicio 
de la autonomía de los fiscales delegados en los términos y 
condiciones fijados por la ley. 4. Participar en el diseño de la 
política del Estado en materia criminal y presentar proyectos 
de ley al respecto. 5. Otorgar, atribuciones transitorias a entes 


públicos que puedan cumplir funciones de policía judicial, 
bajo la responsabilidad y dependencia funcional de la Fiscalía 
General de la Nación. 6. Suministrar al gobierno información 
sobre las investigaciones que se estén adelantando, cuando 
sea necesaria para la preservación del orden público." 

21.2.- Constitución Política del Perú (5).- Del Ministerio Pú¬ 
blico. 


Artículo 158: " El Ministerio Público es autónomo. El Fiscal 
de la Nación lo preside. Es elegido por la Junta de Fiscales 
Supremos. El cargo de Fiscal de la Nación dura tres años, y 
es prorrogable, por reelección, sólo por otros dos. Los miem¬ 
bros del Ministerio Público tienen los mismos derechos y pre¬ 
rrogativas y están sujetos a las mismas obligaciones que los 
del Poder Judicial en la categoría respectiva. Les afectan las 
mismas incompatibilidades. Su nombramiento está sujeto a 
requisitos y procedimientos idénticos a los de los miembros 
del Poder Judicial en su respectiva categoría." 

Artículo 159.- Atribuciones del Ministerio Público: " Co¬ 
rresponde al Ministerio Público: 1. Promover de oficio, o a 
petición de parte, la acción judicial en defensa de la legali¬ 
dad y de los intereses públicos tutelados por el derecho. 2. 
Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y 
por la recta administración de la justicia. 3. Representar en los 
procesos judiciales a la sociedad. 4. Conducir desde su inicio 
la investigación del delito. Con tal propósito, la Policía Na¬ 
cional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio 
Público en el ámbito de su función. 5. Ejercitar la acción penal 
de oficio o a petición de parte. 6. Emitir dictamen previo a las 
resoluciones judiciales en los casos que la ley contempla. 7. 
Ejercer iniciativa en la formación de las leyes; y dar cuenta 
al Congreso, o al Presidente de la República, de los vacíos o 
defectos de la legislación." 


Artículo 150.- Consejo Nacional de la Magistratura:" El Con¬ 
sejo Nacional de la Magistratura se encarga de la selección 
v el nombramiento de los jueces y fiscales, salvo cuando es- 
los provengan de elección popular. El Consejo Nacional de la 
Magistratura es independiente y se rige por su Ley Orgáni- 
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Artículo 151.- Academia de la Magistratura:" La Academia 
de la Magistratura, que forma parte del Poder Judicial, se en¬ 
carga de la formación y capacitación de jueces y fiscales en 
todos sus niveles, para los efectos de su selección. Es requisito 
para el ascenso la aprobación de los estudios especiales que 
requiera dicha Academia." 

21.3.- Constitución de Chile (4).- Capitulo VI-A.- Ministerio 
Público. 

Artículo 80 A: " Un organismo autónomo, jerarquizado, con 
el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva 
la investigación de los hechos constitutivos de delitos, los que 
determinen la participación punible y los que acrediten la 
inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal 
pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le 
corresponde la adopción de medidas para proteger a las víc¬ 
timas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones 
jurisdiccionales. El ofendido por el delito y las demás perso¬ 
nas que determine la ley podrán ejercer igualmente la acción 
penal. El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas 
a las Fuerzas del Orden y Seguridad durante la investigación. 
Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a ter¬ 
ceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución ase¬ 
gura, o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación ju¬ 
dicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más 
trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento. 



oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición 
de la autorización judicial previa, en su caso. El ejercicio de 
la acción penal pública, y la dirección de las investigaciones 
de los hechos que configuren el delito, de los que determinen 
la participación punible y de los que acrediten la inocencia 
del imputado en las causas que sean de conocimiento de los 
tribunales militares, como así mismo la adopción de medidas 
para proteger a las víctimas y a los testigos de tales hechos 
corresponderán, en conformidad con las normas del Código 
de Justicia Militar y a las respectivas, a los órganos y a las per¬ 
sonas que ese Código y esas leyes determinen." 

Artículo 80 B: " Una ley orgánica constitucional determinará 
la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará 
las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fis¬ 
cales para su nombramiento y las causales de remoción de los 
fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. 
Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener 
impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el 
cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en 
su cargo al cumplir 75 años de edad. La ley orgánica constitu¬ 
cional establecerá el grado de independencia y autonomía y 
la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de 
la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en 
los casos que tenga a su cargo." 


Artículo 80 C:" El Fiscal Nacional será designado por el Presi¬ 
dente de la República, a propuesta en quina de la Corte Su¬ 
prema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos ter¬ 
cios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente 
convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición 
del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá com¬ 
pletar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución 
del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se 
apruebe un nombramiento. El Fiscal Nacional deberá tener 



a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido 
cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesa¬ 
rias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará diez 
años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado 
para el período siguiente." 

Artículo 80 D: " Existirá un Fiscal Regional en cada una de 
las regiones en que se divida administrativamente el país, a 
menos que la población o la extensión geográfica de la región 
hagan necesario nombrar más de uno. Los fiscales regiona¬ 
les serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en 
tema de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En 
caso que en la región exista más de una Corte de Apelaciones, 
la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, 
especialmente convocado al efecto por el Presidente de la 
Corte más antigua. Los Fiscales Regionales deberán tener a 
lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido 30 
años de edad y poseer las demás calidades necesarias para 
ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán diez años en 
el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como 
fiscales regionales por el período siguiente, lo que no obsta a 
que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Pú¬ 
blico." 

Artículo 80 E:" La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, 
en su caso, llamarán a concurso público de antecedentes para 
la integración de las quinas y temas, las que serán acorda¬ 
das por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en 
pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar 
las quinas y ternas los miembros activos o pensionados del 
Poder Judicial. Las quinas y temas se formarán en una misma 
y única votación en la cual cada integrante del pleno tendrá 
derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Re¬ 
sultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres prime¬ 
ras mayorías, según corresponda. De producirse un empate. 


éste se resolverá mediante sorteo." 

Artículo 80 F: " Existirán fiscales adjuntos que serán desig 
nados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal 
regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso 
público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. De 
berán tener el título de abogado y poseer las demás calidades 
necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio." 

Artículo 80 G: " El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo 
podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento 
del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, 
o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comporta¬ 
miento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus fun¬ 
ciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente 
convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir 
el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejer¬ 
cicio. La remoción de los fiscales regionales también podrá ser 
solicitada por el Fiscal Nacional." 

21.4.- Constitución de Venezuela (6).- Del Ministerio Público 
Artículo 284. "El Ministerio Público estará bajo la dirección y 
responsabilidad del Fiscal o la Fiscal General de la República, 
quien ejercerá sus atribuciones directamente con el auxilio de 
los funcionarios o funcionarías que determine la ley. Para ser 
Fiscal General de la República se requieren las mismas con¬ 
diciones de elegibilidad de los magistrados o magistradas del 
Tribunal Supremo de Justicia. El Fiscal o la Fiscal General de 
la República será designado o designada para un período de 
siete años". 


Artículo 285. "Son atribuciones del Ministerio Público: 

1. Garantizar en los procesos judiciales el respeto a los dere¬ 
chos y garantías constitucionales, así como a los tratados, con¬ 
venios y acuerdos internacionales suscritos por la República. 


Garantizar la celeridad y buena marcha de la adminis¬ 
tración de justicia, el juicio previo y el debido proceso. 

V Ordenar y dirigir la investigación penal de la perpetración 
de los hechos punibles para hacer constar su comisión con 
todas las circunstancias que puedan influir en la calificación 
y responsabilidad de los autores o las autoras y demás par¬ 
ticipantes, así como el aseguramiento de los objetos activos y 
pasivos relacionados con la perpetración. 

4. Ejercer en nombre del Estado la acción penal en los ca¬ 
sos en que para intentarla o proseguirla no fuere necesaria 
instancia de parte, salvo las excepciones establecidas en la 
ley. 

5. Intentar las acciones a que hubiere lugar para hacer efectiva 
la responsabilidad civil, laboral, militar, penal, administrati¬ 
va o disciplinaria en que hubieren incurrido los funcionarios 
o funcionarías del sector público, con motivo del ejercicio de 
sus funciones. 

6. Las demás que establezcan esta Constitución y la ley. 

Estas atribuciones no menoscaban el ejercicio de los derechos 
y acciones que corresponden a los o las particulares o a otros 
funcionarios o funcionarías de acuerdo con esta Constitución 
y la ley". 

Artículo 286. "La ley determinará lo relativo a la organiza¬ 
ción y funcionamiento del Ministerio Público en los ámbitos 
municipal, estatal y nacional, proveerá lo conducente para 
asegurar la idoneidad, probidad y estabilidad de los fiscales 
o las fiscales del Ministerio Público. Asimismo establecerá las 
normas para garantizar un sistema de carrera para el ejercicio 
de su función." 
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Artículo 253. "La potestad de administrar justicia emana de 
los ciudadanos y ciudadanas y se imparte en nombre de la 
República por autoridad de la ley. 

Corresponde a los órganos del Poder Judicial conocer de 
las causas y asuntos de su competencia mediante los proce¬ 
dimientos que determinen las leyes, y ejecutar o hacer ejecu¬ 
tar sus sentencias. 

El sistema de justicia está constituido por el Tribunal Supremo 
de Justicia, los demás tribunales que determine la ley, el Mi¬ 
nisterio Público, la Defensoría Pública, los órganos de investi¬ 
gación penal, los o las auxiliares y funcionarios o funcionarias 
de justicia, el sistema penitenciario, los medios alternativos 
de justicia, los ciudadanos o ciudadanas que participan en la 
administración de justicia conforme a la ley y los abogados 
autorizados o abogadas autorizadas para el ejercicio." 

21.5. - Constitución de Bolivia. 

"El Ministerio Público representa al Estado y a la sociedad. 
Se ejerce a nombre de la Nación por las Comisiones que de¬ 
signen las Cámaras Legislativas por el Fiscal General, los Fis¬ 
cales de Distrito y demás funcionarios que por ley componen 
dicho Ministerio." 

21.6. - Constitución de Argentina. 

Artículo 120: " El Ministerio Público es un órgano indepen¬ 
diente con autonomía funcional y autarquía financiera, que 
tiene por función promover la actuación de la justicia en de¬ 
fensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad, 
en coordinación con las demás autoridades de la República. 
Esta integrada por un Procurador General de la Nación y un 



defensor general de la Nación y los demás miembros que l.i 
ley establezca. Sus miembros gozan de inmunidades fundo 
nales e intangibilidad de remuneraciones." 

21.7.- Comentarios a la legislación constitucional com- 
parada.- 

Como se podrá apreciar de la legislación constitucional com¬ 
parada, cada País busca estructurar al Ministerio Público de 
diversas maneras, aunque existen coincidencias en muchos 
de los principios constitucionales, tales como que el Ministe¬ 
rio Público forma parte de la Rama Judicial como es el caso 
de Colombia, o forma parte del Sistema de Justicia como es 
el caso de Venezuela, o tiene íntima vinculación con el sis¬ 
tema judicial como el caso del Perú, conceptos que tiene que 
ser rescatados, ya que la independencia que deben tener los 
Ministerios Públicos, jamás podrá ser entendida como que 
deben laborar en forma independiente y separada de la Ad¬ 
ministración de Justicia, ya que su vinculación con la Función 
Judicial y la Policía como es en el caso Ecuatoriano, es de vital 
importancia para el cumplimiento de sus funciones y obliga¬ 
ciones. 

Bien lo manifiesta el Dr. Luis Costales en su obra "La Etapa 
del juicio en el Proceso Penal" (14), que: "El acercamiento en¬ 
tre la Dirección de Rehabilitación Social y la Función Judicial" 
debe ser efectivo, para que los detenidos puedan comparecer 
oportunamente a la etapa del juicio, o "el acercamiento con la 
Policía Nacional, porque legalmente está obligada a auxiliar a 
los Presidentes de los Tribunales Penales para la notificación 
y presentación de testigos y peritos policías a las audiencias 
de juicio"; y "el acercamiento entre el Ministerio Público y 
la Función Judicial, es relevante, desde que el uno no puede 
prácticamente funcionar sin el otro y viceversa". 


Estas muy inteligentes reflexiones, deben primar en la redac¬ 
ción de una norma constitucional, ya que como se ha ma¬ 
nifestado en este estudio, la Policía, el Ministerio Público, la 
Función Judicial, Defensoría Pública y Rehabilitación Social, 
son como los engranajes de una cadena, las cuales se van inte¬ 
grando una con otra, y no funciona si trabajan separadamente, 
funcionan si trabajan en forma conjunta, planificada y coordi¬ 
nadamente, y los resultados serán efectivos en el combate a 
la delincuencia, inseguridad, investigación, juzgamiento, 
sanción y rehabilitación de los sentenciados. 

De la misma manera las constituciones analizadas, vinculan 
al Ministerio Público con la Policía, así en la Constitución de 
Perú se indica que el Ministerio Público conduce desde su 
inicio la investigación del delito, con este propósito la Policía 
Nacional está obligada a cumplir con los mandados del Mi¬ 
nisterio Público en el ámbito de su función; la Colombiana 
señala que la Fiscalía General realiza la investigación de los 
hechos que revistan las características de un delito, y dirigen 
y coordinan las funciones de la Policía Judicial que en forma 
permanente cumple la Policía Nacional y los demás organis¬ 
mos que señala la Ley. 

La Constitución Chilena, señala que el Ministerio Público di¬ 
rigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos consti¬ 
tutivos del delito, y ejercerá la acción penal pública, imparte 
órdenes directas a las fuerzas del orden y seguridad durante 
la investigación. 

La Constitución de Venezuela indica que son atribuciones del 
Ministerio Público el ordenar y dirigir la investigación penal, 
con un órgano de investigación penal. 

De todo este análisis se colige, que la vinculación en los 
procesos de investigación que realiza el Ministerio Público 
con la Policía, tienen que ser conjuntos, profesionales, espe¬ 
cializados, que tiene que conformarse en el seno de la 



institución policial un cuerpo especializado, que labore con 
una estructura permanente en íntima vinculación con los 
señores Fiscales, disponiendo de medios adecuados para que 
realicen las investigaciones preprocesales y procesales, y es¬ 
tableciéndose mecanismos, para que el trabajo conjunto sea 
i*l más profesional, dejando a un lado esos conceptos donde 
prima más la independencia de la que goza cada institu¬ 
ción, o sus mandos y jerarquías, ya que no podemos mante¬ 
ner una policía donde rotan en forma permanente sus miem¬ 
bros, porque en ese momento se acaba con la profesionaliza- 
ción, y fundamentalmente se afecta a la etapa del juicio, ya 
que cuando un fiscal requiera la comparecencia de un policía 
que intervino en un proceso de investigación como testigo, 
no podemos permitir que esta comparecencia sea conflictiva, 
porque al miembro de la institución policial le dieron el pase 
a otra ciudad, y su traslado a más de costoso, requiere de que 
varios oficiales superiores autoricen el viaje hasta el lugar 
donde se realiza el juicio. 

Constitucionalmente deben formar parte del Sistema de Jus¬ 
ticia en el Ecuador, una Policía judicial especializada en in¬ 
vestigación, el Ministerio Público, la Función Judicial, la De- 
fensoría Pública y el servicio de Rehabilitación Social, cada 
uno con funciones claramente establecidas y regladas, para 
evitar las interpretaciones extensivas como se dan a la fecha, 
donde en el Ecuador los Policías indican que los procesos de 
investigación son de responsabilidad del Ministerio Público 
y los Fiscales, ya que así lo interpretaron los mismos fiscales, 
motivo por el cual el proceso de investigación no se realiza en 
forma profesional. 

Quien debe investigar los Policías o los Fiscales, si aplicamos 
en forma estricta lo que dice nuestra Constitución los Fiscales, 
ya que el artículo 219 dice que "El Ministerio Público 
"prevendrá" en el conocimiento de las causas, dirigirá y pro- 


moverá la investigación preprocesal y la procesal penal, (las 
comillas son mías). Más adelante este mismo artículo indica 
que: Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministro Fis¬ 
cal General organizará y dirigirá un cuerpo policial especiali¬ 
zado y un departamento médico legal. 

Aunque no existe en el diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española la palabra "prevendrá", debemos entender 
que el legislador quiso decir que el Ministerio Público de¬ 
bía "prevenir", o sea preparar, aparejar y disponer con an¬ 
ticipación las cosas necesarias para un fin, o "prever": ver, 
conocer de antemano o con anticipación un daño o un per¬ 
juicio, o esta misma palabra en derecho significa: ordenar y 
ejecutar un juzgado las diligencias iniciales o preparatorias 
de un juicio civil o criminal, señaladamente las que por ser ur¬ 
gentes no se deben demorar aunque no esté definida todavía 
la competencia. (15) 

En el orden estrictamente práctico, es imposible que un Fiscal 
pueda prevenir, es decir ordenar y ejecutar una serie de dili¬ 
gencias iniciales o preparatorias de un juicio criminal, ya que 
en casi todos los delitos graves, como son robos, asesi¬ 
natos, asaltos, secuestros, violaciones, cuando se cometen los 
mismos a ninguna persona se le ocurre llamar a un fiscal para 
denunciar que se esta produciendo un hecho delictivo, o que 
ya se ha cometido un delito, por regla general todos llaman 
a la Policía, ya que tienen registrado el número de la policía 
para casos de emergencias, y es un patrullero de la policía el 
primero en llegar al lugar de los hechos, quienes auxilian a los 
afectados, o detienen a los presuntos infractores, y utilizando 
su estructura llaman a la oficina de Criminalística de la misma 
Policía, para que procedan a recoger huellas, realizar el levan¬ 
ta miento del cadáver, o levantar un registro fotográfico. 


Según las técnicas de investigación, si en las primeras ho- 
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ras de que se ha cometido un delito, no se procede a recoger 
huellas, vestigios, evidencias, o interrogar a los testigos y a 
los presuntos autores del cometimiento del delito, se pierde 
toda posibilidad de esclarecer la forma como se cometió el 
acto delictivo, es más dicen los expertos, que si en un máximo 
de 72 horas no se realizan en forma profesional las investiga¬ 
ciones, se pierden la mayoría de las evidencias, o huyen los 
autores, cómplices y encubridores. Que pasa cuando por ley 
se le concede a los fiscales un año para que investiguen los 
delitos penados con prisión, y dos años para las investiga¬ 
ciones de los delitos penados con reclusión, pues es induda¬ 
ble que nada descubrirán, con el agravante que en tan largos 
períodos se perderán no solo las evidencias, sino que a los 
testigos será muy difícil encontrarlos, y así una serie de pro¬ 
blemas en el orden práctico. 

Realizan a la fecha un trabajo de investigación los señores fis¬ 
cales, pues no, ellos conocen de los hechos delictivos poste¬ 
riormente, cuando la policía les informa, y con la información 
que reciben de la policía, comienzan armar un expediente 
escrito y ordenan una serie de diligencias, desde un escri¬ 
torio, correspondiendo las labores físicas de investigación a 
la policía judicial. Esta práctica hace que todavía utilicemos 
procedimientos innecesarios, como esas prácticas formales 
donde el Fiscal nombra un perito para el reconocimiento 
médico legal de una persona, ya sea por lesiones o en casos de 
violación, nombramiento que tiene que recaer en uno de los 
peritos nombrados por el Ministerio Público o que pertenez¬ 
can al Departamento Médico Legista de la Policía, peritos que 
tienen que firmar un acta de posesión y luego presentar un 
informe. Procedimientos escritos que solo sirven para trabar 
las investigaciones, y que posteriormente sirven para que los 
acusados impugnen la validez de ciertos actos o recolección 
de pruebas. 





Debemos modificar sustancialmente todos estos procedimien¬ 
tos, comenzando por redactar las normas constitucionales y 
legales, que recojan la realidad de como funcionan, actúan 
y laboran los policías y fiscales, y estableciendo mecanismos 
para que todos los procesos de investigación que en forma ur¬ 
gente y prioritaria realizan los policías tengan plenos efectos 
legales, y que esas pruebas no puedan ser impugnadas. Si el 
departamento de criminalística de la policía judicial, recogió 
evidencias, en el lugar de los hechos, y estas evidencias es¬ 
tán firmadas por un policía especializado, estas pruebas no 
podrán ser impugnadas, como así mismo un levantamiento 
de cadáver con un registro fotográfico, y posterior autopsia 
médica legal, donde se establecerán las causas por las cuales 
falleció una persona. Para estos casos no se requerirá nombrar 
un perito, que este se posesione, y luego emita el informe, es¬ 
tos pasos previos tienen que desaparecer, ya que siendo el 
Estado el que actúa de oficio en la etapa preliminar de la in¬ 
vestigación, con actos urgentes y prioritarios, no se requerirá 
orden de ninguna autoridad para que se practiquen estos ac¬ 
tos, que luego serán presentados como prueba. Se requiere si 
la intervención del fiscal para un interrogatorio de un sospe¬ 
choso, interrogatorio en el que además deberá estar presente 
el abogado del sospechoso, se requiere la intervención del fis¬ 
cal si es necesario solicitar la captura de un sospechoso, so¬ 
licitud que deberá presentar el fiscal a un juez, para que este 
lo ordene, y lo mismo tratándose de allanamientos de domi¬ 
cilios, intervenciones telefónicas y otros casos excepcionales 
de investigación, donde se deberán respetar las normas del 
debido proceso establecidas en la Constitución. 


Quien realiza la investigación, pues policías con la asesoría 
legal de los Fiscales, en forma coordinada y técnica, con la 
urgencia que los casos penales lo exigen, utilizando medios 
modernos para ingresar, procesar, analizar y sacar conclu¬ 
siones que nos permitan identificar a los autores, cómplices y 


encubridores, y establecer la forma como se cometió un delito, 
los medios o armas utilizadas, todo esto volvemos a repetir, 
respetando las garantías del debido proceso. 

Pero a nadie se le ocurre pensar de que, si el fiscal no ordena 
un acto o una investigación, los policías no hacen nada, ya 
que supuestamente el único que puede ordenar un proceso de 
investigación es un fiscal, y todo esto debe cambiar, comen¬ 
zando por la preparación de una policía especializada en in¬ 
vestigaciones, con estabilidad en sus puestos de trabajo, y con 
medios adecuados para realizar su trabajo, como son labora¬ 
torios, archivos, registros, oficinas funcionales, etc. 

Legal y constitucionalmente, los responsables directos de los 
procesos de investigación, son los Policías y Fiscales, quienes 
deberán obligatoriamente trabajar en forma conjunta, planifi¬ 
cada y ordenada, a fin de que el fiscal pueda posteriormente 
presentar y sustentar una acusación formal, que permita sen¬ 
tenciar a los autores, cómplices y encubridores de un delito. 

22.- Normas para el nombramiento de los Fiscales.- 

E1 nombramiento del Ministro Fiscal General así como de 
los Ministros Fiscales Distritales deberá realizarse utilizando 
varios mecanismos, primero convocando a las personas in¬ 
teresadas a integrar un listado de candidatos, en un concurso 
público de merecimientos y oposición por parte del Consejo 
Nacional de la Judicatura, o de los Consejos Provinciales de la 
Judicatura, los cuales enviarán a los cinco mejores candidatos 
para que la Corte Suprema o las Cortes Superiores, preparen 
las temas, tema que para el caso de nombramiento del Mi¬ 
nistro Fiscal General se remitirá al Presidente de la República, 
y al Ministro Fiscal General tratándose del nombramiento de 
los Ministros Fiscales Distritales. 
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De la misma manera la destitución de estos funcionarios solo 

podrían ser resuelta por las Cortes Supremas o Superiores, 
a pedido del Presidente de la República o el Congreso Na¬ 
cional, en el caso del Ministro Fiscal General, y por las Cortes 
Superiores en el caso de los Ministros Fiscales Provinciales. 

Se busca con estas normas que el nombramiento y destitución 
de estos importantes funcionarios, sea manejado en forma 
idónea, oportuna, imparcial, calificando a los más idóneos y 
controlándoles con la intervención de varias dependencias 
del Estado. 

Los demás funcionarios y fiscales, deberán participar en con¬ 
cursos públicos de merecimientos y oposición para optar por 
los cargos en el Ministerio Público, pero fundamentalmente, 
para los ascensos, deberán recibir capacitación permanente, 
y ser evaluados en forma anual, ya que solo el buen compor¬ 
tamiento y efectivo desempeño de su cargo, le garantizará una 
estabilidad, ya que la mejor forma de evaluar a una persona, 
es mediante el análisis de su trabajo, ya que es muy común 
encontrar en todas las instituciones públicas, a cientos o miles 
de funcionarios que no producen nada, que cumplen eso sí su 
horario de asistencia, no horarios de trabajo, que no son con¬ 
flictivos y que por esta razón pasan desapercibidos, pero su 
producción o real desempeño en las funciones encomendada 
es nulo. 

La mejor forma de evaluar a un Fiscal sería analizando cada 
año, a cuantos delincuentes envió a prisión con sentencia 
ejecutoriada, ejercicio muy simple, donde indudablemente 
se podrá valorar la real capacidad de un fiscal, ya que solo 
causas debidamente estructuradas y respaldadas, permitirán 
sustentar un dictamen acusatoria en la etapa del juicio. 
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23.- Propuesta de reformas constitucionales para el Ministe¬ 
rio Público. 

En base de los análisis realizados, se proponen los siguientes 
textos para la reforma constitucional del Ministerio Público. 


DEL MINISTERIO PÚBLICO 


Art.El Ministerio Público forma parte del Sistema de Jus¬ 

ticia conjuntamente con la Función Jurisdiccional, Policía 
Judicial Especializada, Defensoría Pública y Sistema de Re¬ 
habilitación Social, como un organismo independiente, con¬ 
formado por los funcionarios que determine la ley. Tiene 
autonomía administrativa y económica, y sus cargos serán 
jerárquicamente iguales, y gozarán de los mismos derechos, 
prerrogativas e incompatibilidades en los grados o categorías 
que correspondan a los miembros de la Función Judicial. El 
Ministro Fiscal General del Estado ejercerá su representación 
legal. 


Art.El Ministro Fiscal General será elegido por el Presi¬ 

dente de la República, de una tema presentada por la Corte 
Suprema de Justicia, tema que se conformará previo concurso 
de merecimientos y oposición que será convocada y organi¬ 
zada por el Consejo Nacional de la Judicatura, la cual esco¬ 
gerá por mayoría de sus miembros a cinco candidatos que 
los remitirá para que la Corte Suprema de Justicia, preparé 
la tema prevista en este artículo. Deberá reunir los mismos 
requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia. Desempeñará sus funciones durante cinco años y 
no podrá ser reelegido. Solo podrá ser removido por la Corte 
Suprema de Justicia, a pedido del Presidente de la República 
^o por pedido de la mayoría de integrantes del Congreso Na-^ 

(Í39) 




cional, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia 
en el ejercicio de sus funciones, sanción o absolución que se 
impondrá en un proceso sumario, donde se le permitirá el 
derecho a la defensa. 

Art.El Ministro Fiscal General, conjuntamente con los Mi¬ 

nistros de las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia 
presididos por el Presidente de la Corte Suprema, los Jefes 
Provinciales de la Policía Especializada Judicial, y el Direc¬ 
tor Nacional de Rehabilitación Social, elaborarán anualmente 
el diseño de la Política de Estado en materia criminal, bus¬ 
cando establecer medidas de prevención y educación ciu¬ 
dadana, y posteriormente medidas para que los procesos de 
investigación, juzgamiento, sanción y rehabilitación de los 
infractores, sean los más adecuados y efectivos, acordes a las 
necesidades y requerimientos de la sociedad, analizando las 
estadísticas, y estudiando y estableciendo soluciones concre¬ 
tas, con la finalidad de que el combate a la corrupción, insegu¬ 
ridad y delincuencia, tenga resultados positivos. Las políticas 
que dicten estos funcionarios, serán de aplicación obligatoria 
en todas las instancias y dependencia del Sistema de Justicia, 
y su inobservancia será sancionada con al destitución del fun¬ 
cionario responsable de su ejecución. De considerar necesario 
prepararán proyectos de ley, para mejorar el Sistema de Justi¬ 
cia, con la finalidad de mejorar los sistemas y procedimientos, 
o de incorporar nuevos mecanismos legales para combatir a 
la corrupción y delincuencia. Las políticas de estado que sean 
diseñadas, deberán ser remitidas al Presidente de la Repúbli¬ 
ca y miembros del Congreso Nacional, para su conocimiento, 
y aprobación, cuando se requiera para su plena vigente que 
se dicten decretos ejecutivos, reglamentos o leyes, según sea 
el caso. 


Art.El Ministerio Público en forma conjunta con la Policía 

Especializada Judicial, realizarán las investigaciones prepro- 




resales y procesal penal, para analizar los hechos que revistan 
las características de un delito, y que llegare a su conocimien- 
lo por cualquier medio. El Ministerio Público someterá sus 
procesos al control de legalidad, con la finalidad de que las 
investigaciones que realice se enmarquen dentro de las nor¬ 
mas constitucionales y legales vigentes. La Policía Especiali¬ 
zada Judicial dirigirá las investigaciones penales, bajo la di¬ 
rección jurídica del Ministerio Público. De hallar fundamento, 
acusará a los presuntos infractores ante los jueces y tribunales 
competentes, e impulsarán la acusación en la sustanciación 
del juicio penal. 

Velará por la protección de las víctimas, testigos y otros par¬ 
ticipantes en el juicio penal. 

Coordinará y dirigirá la lucha contra la corrupción, con la co¬ 
laboración de todas las entidades que, dentro de sus compe¬ 
tencias, tengan igual deber. 

Coadyuvará en el patrocinio público para mantener el impe¬ 
rio de la Constitución y de la Ley. 

Tendrá las demás atribuciones, ejercerá las facultades y cum¬ 
plirá con los deberes que determine la ley. 

Art....Los Ministros Fiscales Distritales, serán nombrados 
por el Ministro Fiscal General de una tema presentada por la 
Corte Superior del respectivo distrito, terna preparada por el 
Consejo de la Judicatura Provincial, luego de convocar a con¬ 
curso público de merecimientos y oposición. Durarán cinco 
años en su cargo, y no podrán ser reelegidos. 

Solo podrán ser removidos de su cargo por la Corte Superior 
del respectivo distrito, por incapacidad, mal comportamien¬ 
to o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, 
a pedido del señor Ministro Fiscal General, en un proceso 
sumario donde se le permitirá al acusado el derecho a la de¬ 
fensa. 


Art. Cada seis meses el Alcalde de la capital de provin- 




cia, convocará al Ministro Fiscal Distrital, los Ministros de las 
Salas Especializadas de lo Penal de la Corte Superior, miem¬ 
bros de los Tribunales Penales, Jefe de la Policía Judicial Espe¬ 
cializada, Jefe de la Defensoría Pública Provincial, Director o 
Directores de los Centros de Rehabilitación Social Provincial, 
con la finalidad de evaluar la marcha de los procesos de in¬ 
vestigación preprocesal y procesal penal, de los dictámenes 
acusatorios presentados, los juicios que han terminado con 
sentencia, frente al número de denuncias presentadas por la 
ciudadanía, y verificar las causas por las cuales no se trami¬ 
tan algunas denuncias, o si el número de delitos se han incre¬ 
mentado, para con estos datos y estadísticas, establecer políti¬ 
cas para el combate a la corrupción y delincuencia, mejorar 
procesos, o requerir cambios institucionales, las que deberán 
ejecutarse con el carácter de obligatorio en cada Provincia, de¬ 
biendo remitirse copia de estas políticas, a la Corte Suprema 
de Justicia, Ministro Fiscal General, Comandante de la Policía 
Nacional, y Director Nacional de Rehabilitación Social. 


24.- REFORMAS NECESARIAS AL CODIGO DE PROCEDI¬ 
MIENTO PENAL. 


Para mejorar el sistema penal, se hacen necesarias imple- 
mentar además varias reformas legales, para acabar con el 
excesivo formalismo, suprimiendo etapas que consideramos 
innecesarias, como recursos que solo sirven para entorpecer 
el desenvolvimiento de los procesos, etapas y recursos que 
congestionan el sistema, y perjudican tanto a los operadores 
como a los usuarios del servicio. 


24.1.- Suprimir la etapa intermedia en el proceso penal. 

Actualmente el Código de Procedimiento Penal indica que las 
etapas del proceso penal son: 

1. - La Indagación Previa, donde se investigan los hechos pre¬ 
sumiblemente constitutivos de infracción penal, y la Instruc¬ 
ción Fiscal cuando el Fiscal considere que existen fundamen¬ 
tos suficientes para imputar a una persona participación en 
un hecho delictivo. Estas etapas por la forma como las llevan 
los señores fiscales constituyen casi un mini juicio, puesto que 
todo lo llevan por escrito en expedientes escritos; La instruc¬ 
ción fiscal concluye con el dictamen acusatorio emitido por el 
Fiscal, el cual estima que de los resultados de la investigación 
proporcionan datos relevantes sobre la existencia del delito y 
fundamento grave que le permite presumir que el imputado 
es autor o partícipe de la infracción, en base de lo cual solicita 
al Juez Penal que dicte el auto de llamamiento a Juicio; 

2. - Etapa Intermedia, es la que realiza el Juez Penal, donde 
ordena que el dictamen acusatorio presentado por el Fiscal, se 
notifique al imputado y al ofendido, poniendo a disposición 
de ellos el expediente para que puedan consultarlo, hecho lo 



cual convoca a las partes a la audiencia preliminar, en la cual 
escuchara al fiscal, al acusador particular y al defensor del im¬ 
putado o al mismo imputado, para que aleguen sobre los fun¬ 
damentos del dictamen fiscal y de la acusación particular si 
lo hubiera. En esta etapa también se presentarán alegaciones 
con respecto a la existencia de requisitos de procedibilidad 
o de cuestiones prejudiciales, competencias y cuestiones de 
procedimiento. Terminada la audiencia el Juez puede resol¬ 
ver, dictar el llamamiento a juicio, si considera que de los re¬ 
sultados de la instrucción fiscal se desprenden presunciones 
graves y fundadas sobre la existencia del delito y sobre la par¬ 
ticipación del imputado, y en este caso remite el proceso a un 
Tribunal Penal; o, caso contrario si considera que no amerita 
dictar un auto de llamamiento a juicio, dictará un auto de so¬ 
breseimiento provisional del proceso y del imputado, o de¬ 
finitivo del proceso y del imputado, y con esto se suspende 
la tramitación del proceso; Del auto de llamamiento a juicio 
o del sobreseimiento hay como apelar ante la Corte Superior, 
la cual puede revocar el auto de llamamiento o confirmar el 
mismo, y lo mismo sobre el sobreseimiento 

3.- El Juicio: es la etapa de juzgamiento a cargo de un Tribu¬ 
nal Penal, donde se practicarán los actos procesales necesa¬ 
rios para comprobar conforme a derecho la existencia de la 
infracción y la responsabilidad del acusado, para según co¬ 
rresponda, condenarlo o absolverlo, todo esto mediante una 
sentencia que se dicta. 

4 - Etapas de Impugnación: se pueden presentar luego de la 
sentencia el Recurso de Nulidad, ante la Corte Superior, y lue¬ 
go el Recurso de Casación ante la Corte Suprema de Justicia. 

La etapa intermedia tiene relación con el excesivo formalismo 
de la administración de justicia, se discute más la parte for¬ 
mal, que la defensa del interés público, o el derecho que tiene 



una parte para reclamar un derecho conculcado, o la defensa 
ilc un imputado, y con esta etapa se ha convertido a los Jue- 
i es Penales y a las Cortes Superiores en Jueces de garantías, 
quitándoles potestad para juzgar causas penales, a no ser que 
por el fuero o por ser casos de acción privada lleguen a su 
conocimiento. 

Que se propone como reformas a futuro, que las etapas del 
proceso penal sean: "Indagación Previa", una etapa de inves¬ 
tigación a cargo de Policías y Fiscales, en la cual pueden anali¬ 
zar si se ha cometido o no un hecho delictivo, y los posibles 
autores, cómplices y encubridores, procurando respaldarse 
con suficientes pruebas, que les permitan estructurar un caso 
sustentable en juicio; De tener elementos de derecho y prue¬ 
bas de sustento, los Fiscales podrán presentar su acusación 
para ser presentada ante un Juez, el cual citará al acusado, y 
con todos estos elementos se iniciaría la etapa del "juicio", 
donde se analizarán todas las pruebas de cargo y descargo 
que presente el Fiscal y los acusados, etapa que será anali¬ 
zada y resuelta por un Juez Penal, si los delitos son penados 
con prisión, y por un Tribunal Penal si los delitos son conde¬ 
nados con reclusión, los cuales dictarán sentencia condena¬ 
toria o sentencia absolutoria, según sea el caso, sentencia de 
las cuales podrán apelar las partes ante la Corte Superior que 
pasaría a constituirse en una Corte de Apelaciones, la cual a 
su vez confirmará o revocará las sentencias dictadas. 


La etapa del juicio comienza con una audiencia previa, en 
donde el Juez o el Tribunal conocen en primer lugar la exis¬ 
tencia de los requisitos de procedibilidad y de cuestiones pre¬ 
judiciales, pronunciándose en ese momento sobre cualquier 
conflictos de competencia o nulidad que pudiera existir, y si 
declara procedente el inicio del juicio, comienza preguntando 
al imputado si se declara inocente o culpable, si el imputado 
acepta la culpabilidad, inmediatamente, en base de las prue- 



bas presentadas por el Fiscal y la aceptación del acusado, dicta 
sentencia, sentencia que al tener como antecedente la cola¬ 
boración del acusado, aplicará todos los atenuantes y rebajas 
que sean del caso, y con esta sentencia se acaba el juicio; De 
no existir pruebas claras y precisas que permitan establecer la 
existencia del delito, el Juez por más aceptación del acusado 
de su culpabilidad, no podrá dictar sentencia, y deberá orde¬ 
nar el inicio de la etapa del juicio. 

En el caso de que el acusado se declare inocente, el Juez 
señalará día y hora para el inicio de la audiencia de juzga¬ 
miento, dando todas las garantías para que el acusado pueda 
preparar su defensa. La etapa del juicio se iniciará, en el día y 
hora señalado, comenzando con la presentación del caso por 
el Fiscal, presentación de todas las pruebas, luego interviene 
el abogado defensor del acusado, el cual también presentará 
las pruebas de descargo, en donde en forma técnica, con la 
presencia de peritos y testigos se analizará el caso, luego de lo 
cual en forma inmediata el Juez o Tribunal dictará sentencia. 
Si una de las partes en forma deliberada hubiere provocado 
incidentes, será condenado al pago de las costas procesales, 
en las que se incluirán el costo de las horas trabajo de jueces, 
abogados y peritos, pago que lo realizará la parte sancionada 
o sentenciada, o la que actúe de mala fe. 

De la sentencia dictada se podrá apelar ante la Corte Superior, 
la cual pasará a desempeñarse como Corte de Apelaciones. 

Reformando la ley, como se insinúa, tendríamos la etapa de 
investigación, y luego la etapa del juicio penal, sin más dilato¬ 
rias, en un proceso totalmente oral, donde se respeten todas y 
cada una de las garantías establecidas en la Constitución para 
el debido proceso. 



^24.2.- SUPRIMIR EL RECURSO DE NULIDAD, Y REGU- ^ 
LAR EL DE CASACIÓN EN LA ETAPA DE IMPUG¬ 
NACIÓN. 

En base del nuevo procedimiento que se sugiere, deben 
suprimirse por innecesarios los recursos de nulidad y de 
casación en forma general, ya que cualquier problema que 
tenga que ser resuelto, se lo deberá fundamentar en el recurso 
de apelación y resuelto por la Corte de Apelaciones. 

Que se busca con esto, que el muy utilizado recurso de nuli¬ 
dad, se suprima, ya que debemos entender que si todos los 
jueces, analizan un proceso o un expediente antes de pronun¬ 
ciarse, es indudable que están revisando previo a resolver, 
si existen o no causas que puedan provocar la nulidad, por 
eso motivo en todos los autos y sentencias hacen constar que 
revisado el proceso, declaran la validez del mismo, porque 
no hay causa de nulidad que declarar. Es más la propia 
ley "obliga" a la declaración de nulidad, si al momento de 
resolver un recurso, la Corte respectiva observare que existe 
alguna de las causas de nulidad, y por este motivo estará 
obligada a declarar de oficio o a petición de parte, la nulidad 
del proceso, desde el momento en que se produjo la nulidad. 

En la práctica, todos los involucrados en un proceso, inter¬ 
ponen el recurso de nulidad, ya que este recurso puede pro¬ 
ponerse por las partes, dentro de los tres días posteriores a 
la notificación de la sentencia, del auto de sobreseimiento, o 
de llamamiento a juicio, haciendo constar las causas de nuli¬ 
dad. Este recurso puede proponerse en la etapa intermedia o 
en la etapa del juicio, con el agravante que hay que cumplir 
con toda una seria de requisitos como son, abrir la causa a 
prueba por el término de seis días, luego remitirlo a la Corte 
Superior, y cuando se han presentado el recurso de apelación 
y recurso de nulidad a la vez, primero se tramita y resuelve 


el recurso de nulidad y luego el de apelación, y todos estos 
trámites congestionan a los juzgados y cortes, y demoran la 
tramitación del proceso donde se presento el recurso, y de 
otros que están a la espera de ser resueltos. 

Porque así lo dicen las estadísticas, es muy raro que un re¬ 
curso de nulidad sea resuelto favorablemente, es decir que se 
declare la nulidad de un proceso, ya que siendo las causas de 
nulidad tres, es muy raro que un Juez Penal o Tribunal Penal, 
incurran en estos errores, ya que la nulidad acarrea el pago 
de las costas del funcionario, juez o tribunal que hubiere cau¬ 
sado la nulidad. Las causas de nulidad son: 1) Cuando el 
juez o tribunal penal hubieren actuado sin competencia; 2) 
Cuando la sentencia no reúna los requisitos exigidos en la ley; 
3) Cuando en la sustanciación del proceso se hubiera violado 
el trámite previsto en la ley, siempre que tal violación hubiere 
influido en la decisión de la causa. 


En un País donde los acusados buscan dilatar los procesos 
penales, donde buscan eludir su responsabilidad con la socie¬ 
dad por medio de la prescripción de las causas, o de acogerse 
al beneficio constitucional de salir en libertad si han estado 
presos por más de seis meses, si los delitos son penados con 
prisión, o un año si los delitos son penados con reclusión, to¬ 
dos pero absolutamente todos los acusados presentarán re¬ 
curso de apelación y de nulidad por el auto de llamamiento 
a juicio, y posteriormente recurso de nulidad y de casación 
de la sentencia dictada, y con esto solo congestionamos a 
la administración de justicia, y los resultados están a la vista, 
miles de causas sin resolver, miles de presos sin sentencia. 

El Recurso de Casación no puede ser general, y digo esto, 
porque en materia penal no se puede apelar de la sentencia, 
con excepción de las sentencias dictadas en los delitos de ac¬ 
ción privada, y solo se puede presentar el recurso de casación. 



v la casación tiene que ser especial, y ser presentada 
solo en casos excepcionales, cuando no exista jurisprudencia 
de la Corte Suprema, o cuando se haya violado la ley en la 
sentencia dictada, recurso que puede ser aceptado o negado 
por la Corte Suprema, pero en todo caso las sentencias dicta¬ 
das por el Juez o Tribunal Penal, y ratificada por la Corte Su¬ 
perior, con el nuevo procedimiento, deberían quedar firmes, 
y solo podrán modificadas por este recursos extraordinario, 
que a la presente fecha se ha convertido en un recurso normal, 
el cual también congestiona a las Salas de lo Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. La Casación tiene que tener normas y 
reglamentación expresa para evitar su abuso, y convertirse en 
un filtro para la legalidad. 

Como se podrá apreciar, la forma como se diseño nuestro sis¬ 
tema penal, ha permitido que las procesos sean largos, que 
congestionen la atención en el Ministerio Público y la Admi¬ 
nistración de Justicia, y se permitan una serie de fases y pro¬ 
cedimientos, que van contra los principios constitucionales 
de inmediación, celeridad y eficiencia. Además la propia 
constitución indica que "el sistema procesal será un medio 
para la realización de la justicia", y que "las leyes procesales 
procurarán la simplificación, uniformidad, eficacia y agilidad 
de los trámites". 

24.3.- El principio constitucional de concentración, no es apli¬ 
cado en el Ecuador. 

El principio Constitucional de "concentración" no se aplica 
en el Ecuador, y es más nuestra legislación penal fue redacta¬ 
da en forma inconstitucional irrespetando esta norma, ya que 
si se han presentado varios delitos conexos, la Fiscalía abre 
un expediente por cada uno de ellos, basándose para esto en 
lo que dispone el numeral tercero del artículo 21 del Código 
de Procedimiento Penal, el mismo que dice:" 3. Cuando una 



persona hubiera cometido infracciones conexas de la misma o 
distinta gravedad, en un mismo lugar o en diversos lugares, 
habrá un proceso penal por cada una de las infracciones, y 
serán competentes los jueces del lugar que prevenga en el 
conocimiento de las causas." "El tribunal penal que dicte 
la primera sentencia condenatoria, será competente para la 
unificación de la condena, para cuyo efecto deberá anun¬ 
ciar la competencia para la unificación, mediante oficio de los 
demás tribunales penales." 

De la misma manera el artículo 25 del mismo cuerpo de leyes 
indica al estipular las funciones del fiscal que: " Cuando una 
persona hubiera cometido infracciones conexas de la misma 
o distinta gravedad en un mismo lugar o en diversos lugares, 
los fiscales de tales lugares, deberán iniciar instrucción fiscal 
por separado por cada una de las infracciones. Igualmente 
dispondrá que la Policía Judicial, realice las investigaciones 
por separado aunque relacionando los hechos y personas en 
orden a determinar la peligrosidad de los presuntos infrac¬ 
tores." 

Con estas normas legales, lo que hace es dispersar la investi¬ 
gación y el conocimiento de hechos delictivos conexos, abrir 
varios expedientes que después se transformarán en varios 
juicios, y esto no es concentración. 

Que se propone, que en base de la norma constitucional, se 
modifique la ley, para permitir que en un solo expediente y 
posteriormente en un solo juicio, sean conocidos todos los 
hechos e infracciones conexas, y que todos los involucrados 
acorde al nivel de su participación en uno o varios de estos 
delitos, sean condenados, incluso con acumulación de penas 
para los que han participado en varios delitos. 


Concentración, es reunión de lo suelto, disgregado o disperso. 



concentrar es reunir, juntar en un punto o centro lo separado 
o disperso 


v. 


Para poner un ejemplo, analicemos un caso penal: varios de¬ 
lincuentes resuelven secuestrar o plagiar a una persona, y 
robar un banco, para lo cual cometen el primer delito la aso¬ 
ciación ilícita, esto es la unión de varias personas con la finali¬ 
dad de planificar la realización de un acto delictivo, para lo 
cual conforman una asociación, con líderes, otorgan respon¬ 
sabilidades a cada uno de ellos, luego dentro de la etapa de 
preparación cometen otros delitos, como por ejemplo robar 
autos, asaltar a personas para tener documentos, comprar ar¬ 
mas, luego de ellos cometen los delitos principales planifica¬ 
dos, y si en esa etapa por diversas circunstancias alguien se 
interpone en su camino, lo matan, es decir que para cometer 
un delito que lo planificaron, cometieron a la vez otros co¬ 
nexos, vinculados directamente con el primero, pero en estos 
casos, cuando la policía los detiene y ellos describen con lujo 
de detalles la forma como planificaron y ejecutaron sus actos 
delictivos, los Fiscales, dando estricto cumplimiento a lo que 
dispone la ley, abrirán varios expedientes, dictando instruc¬ 
ción fiscal por cada una de las infracciones, y así tendremos 
una instrucción por la asociación ilícita, otra por portar armas 
sin permiso, otra por el robo de vehículos, otra por el asalto 
y robo de personas, otra por utilizar documentos de otra per¬ 
sona, otra por el asalto al banco, o por el plagio a otra persona, 
otra por la muerte de cada una de las personas que asesinaron 
en el acto delictivo, luego de lo cual oficiaran a la Policía Judi¬ 
cial, para que investigue cada delito por separado. 

Con esta forma de actuar, no solo que se incumple con el man¬ 
dato constitucional de la "concentración", sino que se conges¬ 
tiona el trabajo de Fiscales, Policías y Jueces. 


Para cambiar esta forma de actuar y proceder, en base de lo 


que dispone la constitución se debe en primer lugar elimi¬ 
nar las disposiciones del Código de Procedimiento Penal que 
obligan a actuar en esta forma a los Policías y Fiscales, y luego 
legislar incorporando a este mismo código las disposiciones 
legales que permitan la acumulación de todos los delitos co¬ 
nexos en uno solo, de manera tal que los fiscales en un solo 
expediente, realicen con la policía, las investigaciones para es¬ 
tablecer, cuantos delitos se cometieron, y las personas que en 
cada uno de ellos actuaron como autores, cómplices y encu¬ 
bridores, y si una persona actuó y participo en varios de ellos 
pues se le acusará por cada uno de los delitos, disponiendo 
también que en la etapa del juicio sean juzgados y sentencia¬ 
dos por todos los delitos en los que participaron, permitién¬ 
dose la acumulación de penas, de manera que si una persona 
asalto un banco, plagio una persona, mato a otra, y robo un 
carro, reciba una sentencia por todos estos delitos con penas 
acumuladas. 



25.- DEFENSORES PÚBLICOS. 


I a defensa pública, es una institución que se ha incorporado 
en la mayoría de estados, y es la responsable de la defensa 
de todas las personas, que por su condición económica, so¬ 
cial, o los sectores más vulnerables de la sociedad, no pueden 
asumir el pago de un abogado privado, para que le defien¬ 
da en un juicio, institución con la que se garantiza el dere¬ 
cho constitucional que tienen las personas para no quedar 
en la indefensión, y fundamentalmente la norma del debido 
proceso que consta establecida en el numeral 10 del artículo 
24 de la Constitución Política de la República del Ecuador que 
dice: " Nadie podrá ser privado del derecho de defensa en 
ningún estado o grado del respectivo procedimiento. El Es¬ 
tado establecerá defensores públicos para el patrocinio de las 
comunidades indígenas, de los trabajadores, de las mujeres y 
de los menores de edad abandonados o víctimas de violencia 
intrafamiliar o sexual, y de toda persona que no disponga de 
medios económicos." 

A más de las normas constitucionales intemas, existen nor¬ 
mas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
Convención Americana de Derechos Humanos, de las cuales 
el Ecuador es suscriptor, en las cuales también se garantiza el 
derecho de todo ciudadano para ser asistido por un defensor 
público. 

Esta institución garantiza fundamentalmente la defensa de 
los acusados en un juicio penal, ya que la defensa es parte 
esencial de un juicio, para garantizar que una persona tenga 
un juicio justo, que no sea arbitrariamente acusada, y que no 
sea la pobreza la causa para que en un proceso le condenen 
sin observar las normas del debido proceso, y las establecidas 
en la legislación vigente. 




Si un pobre tiene un abogado que no represente un costo 
económico para su persona, tendrá un juicio justo y saldrá 
libre u obtendrá una sentencia absolutoria, o por el contrario 
recibirá una sentencia condenatoria con todos los beneficios 
legales, como son las atenuantes y rebajas permitidas en la 
ley, y entrará en un proceso de rehabilitación que posterior¬ 
mente le incorpore a la sociedad, pero esa persona jamás 
quedará como un preso sin sentencia, recluido en las cárceles 
de nuestro país, sin saber que hacer o esperar, sin futuro, o 
con un futuro oscuro e incierto. 

Si los pobres son adecuadamente defendidos por un aboga¬ 
do que le otorga el Estado, mejora la imagen del País y de la 
propia administración de justicia, más aún en un País donde 
se abusa de la detención y la prisión preventiva, y donde la 
pobreza es castigada con el abandono en las cárceles. Cuan¬ 
tas personas están detenidas meses o años por el robo de un 
celular o el robo de una gallina, sin respetar ni su estado ni 
condición, ya que muchas personas de la tercera edad han 
sido recluidas ilegalmente por falsas denuncias. 

Para garantizar los derechos fundamentales de todas las per¬ 
sonas, y evitar los abusos contra los pobres, es necesario forta¬ 
lecer a la defensoría pública, con la finalidad de que aquellas 
personas de escasos recursos, dispongan de un abogado que 
les represente, y puedan hacer cumplir los derechos constitu¬ 
cionales, evitando las detenciones ilegales o que sean juzga¬ 
dos sin defensa, y que por falta de recursos nadie se acuerde 
de ellos, y pasen por este motivo meses o años en prisión, sin 
recibir sentencia. 

Cierto es que se nombran defensores de oficio, pero en la prac¬ 
tica estos abogados, jamás ejercen una autentica defensa, al 
no ser remunerados, por lo que esos nombramiento no pasan 
de ser meros formalismos. 


C omo se había manifestado, un Sistema de Administración 
de Justicia moderno y eficaz, no funciona sin la institución de 
la Defensoría Publica. 

Para el efectivo funcionamiento de la Defensoría Pública, 
se nombrará en cada Provincia un defensor público provin¬ 
cial, que dependerá del Consejo Provincial de la Judicatura, 
el cual contratará mediante contratos de servicios profesio¬ 
nales, a los abogados que sean necesarios para la defensa de 
los ciudadanos que requieran este servicio, para no inaugurar 
nuevas dependencias burocráticas, ya que lo que se busca es 
la adecuada defensa, y que mejor que contratar a un abogado 
en libre ejercicio profesional al cual se le pagará un honorario 
por causa, con un abono de sus honorarios al inicio de la de¬ 
fensa, y el pago del saldo cuando termine la defensa, y de 
esta manera no se tendrá la limitación del nombramientos de 
funcionarios, y naturalmente se controlará la eficiencia del 
servicio a los abogados contratados. 

Esta metodología funcionaría en forma adecuada en un País 
como el nuestro, donde existe una gran demanda de servi¬ 
cios en las grandes ciudades como son Quito y Guayaquil, y 
demanda limitada del servicio de la defensoría pública en las 
pequeñas ciudades. 


"26.- LA GRATUIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUS¬ 
TICIA UN MITO 

El patemalismo colonial, se reflejo una vez más en la actual 
Constitución, cuando se dispone que en los casos penales, 
laborales, de alimentos y de menores, la administración de 
justicia sea gratuita, en los demás casos se establece la fijación 
de un monto en concepto de servicio judicial. 

Los casos más costosos son indudablemente los penales, y a la 
fecha los de más largo trámite los de alimentos y menores. 

La persona que se ve involucrada en una causa penal, si no dis¬ 
pone de recursos económicos, no podrá contratar un abogado 
para que le defienda, no podrá pagar a los peritos nombrados 
para realizar diligencias ordenadas por los propios señores 
Fiscales, y si en su contra se ha emitido una orden de prisión 
preventiva, tendrá que dejar de trabajar, huir como sucede 
en la práctica, y buscar medios para mantener a su familia y 
defenderse, llegando a extremos en los cuales hasta para que 
le juzguen en la etapa del juicio, tiene que pagar a los guías y 
custodios para que le trasladen y lo lleven a la presencia de los 
miembros del Tribunal Penal, y si carece de recursos, simple¬ 
mente no puede analizarse su caso en la etapa del juicio, por 
lo que no podrá ser sentenciado o absuelto, y permanecerá 
detenido sin sentencia por varios meses o a lo mejor años. 
Sirve de algo la declaración de la gratuidad de los servicios 
judiciales en materia penal ¿?. 

Déla misma manera en los casos de alimentos y menores, un 
juicio de alimentos dura en la actualidad en promedio más 
de un año, por cuanto en las provincias de mayor población 
existen cuatro Juzgados de la Niñez y Adolescencia para una 
población que supera los dos millones de habitantes, tiempo 
en el cual la mujer que carezca de recursos económico no ten- 


drá con que alimentar a su hijo o sus hijos, por lo que de la 
misma manera preguntamos si sirve de algo que los servicios 
judiciales sean gratuitos. 

Por esto es necesario dar un enfoque diferente a lo que conoce 
como el principio constitucional de la gratuidad de los servi¬ 
cios de la administración de justicia, buscando que el servi¬ 
cio sea ágil, oportuno, se garantice la calidad del servicio, y 
fundamentalmente la correcta administración de justicia en el 
menor tiempo, para lo cual se pueden incluir varias disposi¬ 
ciones legales que castiguen con el pago de las costas, a las 
personas que con su actitud y procedimientos, entorpezcan 
el normal desenvolvimiento de un juicio, no colaboren en el 
oportuno despacho de las causas, o que litiguen con mala fe. 

En el concepto de costas judiciales, tiene que primar el costo 
de hora trabajo de un Juez, del Secretario, del transcriptor, 
del abogado de la otra parte, de manera tal que si alguien 
impide con malas prácticas el normal desenvolvimiento de 
un proceso y que por este motivo se dilate el desarrollo y 
resolución en un juicio, el mismo será castigado con el pago 
de costas, cuyo valor económico será muy alto. 

Un juicio de alimentos promedio, con el sistema que se pro¬ 
pone duraría como máximo una hora, en una audiencia oral 
donde solo se debe discutir el monto a fijar como pensión 
alimenticia, ya que el derecho del menor se encuentra justi¬ 
ficado con la presentación de la partida de nacimiento, y el 
alimentante deberá probar en esa misma audiencia en forma 
documentada sus ingresos, caso contrario se fijará la pensión 
alimenticia acorde a las necesidades del menor, para poste¬ 
riormente en otra etapa del juicio se podrá analizar si esa fi¬ 
jación es proporcional o no a los ingresos del alimentante, si 
este decide por excepción impugnar la pensión fijada. 


En materia penal debe constar una norma constitucional del 
"Juzgamiento en Libertad", para que ningún juez emita una 
orden de prisión preventiva en contra de un acusado, sin el 
debido análisis del proceso, de los antecedentes personales y 
penales del acusado, a no ser que esta persona sea ex¬ 
tremadamente peligrosa, de manera tal que prime el derecho 
de la presunción de inocencia, y que en libertad una persona 
pueda defenderse. Hay que romper esos muy absurdos prin¬ 
cipios, de que se ordena la prisión preventiva de una persona 
"para garantizar su comparecencia ajuicio", principio que por 
absurdo e inconstitucional debe ser eliminado, ya que me¬ 
diante otra serie de disposiciones se puede obligar a la com¬ 
parecencia a una persona a juicio, por ejemplo haciendo 
constar en la ley la obligación de una persona para presen¬ 
tarse a la etapa de juzgamiento, y si no se presenta, en ese 
momento si se emite una orden de prisión, y desde esa fecha 
hasta que se presente a juicio, no prescribe ni la acción ni la 
pena, por lo que una persona tendrá que presentarse donde 
un Juez para ser juzgada o huir de por vida. 


Debe también en el sistema penal, buscarse mecanismos para 
que los Fiscales y Policías tengan procesos de investigación 
modernos, a cargo del Estado, para que desaparezcan los fa¬ 
mosos peritos nombrados por el Ministerio Público, los cuales 
tiene incluso un reglamento, denominado Sistema de Acre¬ 
ditación de Peritos, para que actúen en las causas penales, 
en las investigaciones preprocesales y procesales penales. El 
Ministerio Público es la única entidad que puede acreditar y 
nombrar peritos para que intervengan en las causas penales, 
indicando que cualquier informe que no provenga de quién 
no estuviere acreditado, no tendrá validez legal, por lo que 
las partes que están involucradas en un proceso de investi¬ 
gación tienen que pagar los honorarios de estos peritos, que 
generalmente son muy altos, tengan o no recursos, hecho que 
indudablemente va en contra del principio constitucional de 


I.i gratuidad de la administración de justicia en materia penal, 
y de la imparcialidad que deben tener estos peritos, ya que 
al recibir dinero de las partes por sus servicios profesionales 
pierden esa imparcialidad. 

Son gratuitos los servicios en las causas penales, NO. 

Por estas razones, todos los peritos, técnicos o funcionarios 
que intervengan en todas las etapas de un proceso penal, 
tienen que ser funcionarios del Estado, debidamente remune¬ 
rados, para garantizar su profesionalización e independencia, 
y de esta manera garantizar que las labores de investigación, 
o peritajes que realicen, serán total y absolutamente impar¬ 
ciales, en beneficio de la justicia. 

También para evitar toda clase de abusos, tiene que reforzarse 
la Defensoría Pública, ya que ninguna persona debe prescin¬ 
dir de la asistencia de un abogado, sin importar si esa per¬ 
sona tiene o no recursos económicos, esta será la mejor ayuda 
que el Estado puede proporcionarle, antes de hacer constar 
disposiciones constitucionales o legales, que hablan de una 
gratuidad que nunca se la cumple. 



27.- CONSEJOS DE LA JUDICATURA NACIONALES Y 
PROVINCIALES 

La base del desarrollo del sistema de administración de jus¬ 
ticia tal como se propone, esta en el efectivo control del tra¬ 
bajo de jueces, secretarios y demás empleados de la función 
judicial. Ministerio Público y demás entidades relacionadas, 
mediante sistemas de control de la producción del trabajo in¬ 
dividual y de la calidad de las sentencias, autos, resoluciones 
o acusaciones, única forma de garantizar la estabilidad de los 
jueces y demás empleados, basándose en hechos reales, cuales 
es su trabajo. Pero para que estos procedimientos se establez¬ 
can en forma efectiva, es necesario conformar los Consejos 
de la Judicatura Provinciales, a los cuales les corresponderá 
estos controles, de manera tal que cada provincia en forma 
autónoma realice este tipo de control, mediante trabajos es¬ 
tadísticos permanentes, a los cuales tendrán acceso el público 
en general, y serán además evaluados por los Universidades 
existentes en cada provincia. 

De la misma manera para el juzgamiento de la conducta de los 
jueces y empleados de la Función y su respectiva sanción, ac¬ 
tuarían los Consejos de la Judicatura Provinciales, a los cuales 
se les encargaría las tareas de investigación, respetando el 
derecho a la defensa de las personas involucradas, las cuales 
no serían juzgada por los miembros del Consejo Provincial 
de la Judicatura, sino por una de las Salas de la Corte Superior 
del Distrito, la que por sorteo se encargaría únicamente de 
la sanción y/o absolución en un proceso sumario, luego de 
escuchar las exposiciones verbales de las partes, y fundamen¬ 
talmente del acusado. 


Según el distinguido jurisconsulto Dr. Enrique Echeverría " 
en el estamento de primer nivel (juzgados), hay clima de an¬ 
gustia, miedo y hasta terror entre los funcionarios judiciales. 



porque los ciudadanos se quejan de todo y el Consejo de la 
ludicatura con frecuencia impone sanciones. ¿Qué tal, si al 
cabo de años de trabajo limpio, una queja puede provocar la 
destitución?. Y hay quejas por cualquier incidente, aunque 
sea falso, o de mínimo tamaño. Si no amplían personal, juz¬ 
gados y tribunales, la situación continuará igual, y, cada vez 
peor." 

Por eso es importante que en cada provincia se establezca una 
nueva forma de investigación de las quejas y denuncias que se 
presentan en contra de los jueces y empleados de la función, 
y de que los mismos sean sancionados por un Juez Superior 
como es el caso de una Sala de la Corte Superior. 

Claro esta que tratándose de quejas en contra de los Ministros 
de la Corte Superior, tendría que ser la Corte Suprema la que 
juzgue la conducta de estos Ministros, utilizando el mismo 
procedimiento sugerido, investigación por parte del Consejo 
de la Judicatura Provincial, y juzgamiento y sanción por una 
Sala de la Corte Suprema. 

Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, serán ellos 
mismos los que se juzguen, al no tener juez superior sobre 
ellos. 


De la misma manera los Consejos Provinciales de la Judicatu¬ 
ra, se encargarían en cada provincia de convocar a concursos 
públicos para el nombramiento de Ministros de la Corte Su¬ 
perior, Jueces, Conjueces, Secretarios y empleados. Fiscales, 
los cuales estarían listos para ser nombrados por la Corte Su¬ 
perior del Distrito cuando se presente una vacante, o en el 
caso de los Ministros de la Corte Superior ser nombrados por 
la Corte Suprema en base del listado enviado por el Consejo 
Provincial de la Judicatura, de manera tal que no se esperaría 
que la vacante se produzca para convocar a un concurso, ya 



que con esto dejamos a un juzgado en la actualidad sin juez, 
o si se cambia el procedimiento tal como se sugiere, sin juez 
para conocer las juicios que ingresen a proceso y trámite. 

Dentro de este esquema se propone que también se elijan a los 
Conjueces de los Ministros de la Corte Superior por concurso, 
para evitar que cada Ministro nombre al Conjuez de su con¬ 
fianza, ya que al ser una tarea profesional, no puede existir 
delegación de la función de administrar justicia a una persona 
de confianza del Ministro, ya que un Ministro de la Corte no 
tramita juicios que le correspondan conocer en forma exclu¬ 
siva, sino que por sorteo llegan a su conocimiento, las cuales 
tiene que discutir y analizar con los otros Ministros, y si hay 
consenso dictar una sentencia, o caso contrario salvar el voto 
y aprobar sentencias por mayoría, respetando el criterio de 
minoría, de manera tal que con este sistema, ninguna Sala 
puede detener su trabajo, ya que en caso de ausencia de un 
titular por enfermedad, vacaciones u otra causa, inmediata¬ 
mente sería reemplazado por un con juez de la sala. 

A la fecha existen cientos de puestos vacantes de Jueces, 
Secretarios y amanuenses, con personas encargadas desem¬ 
peñando estos cargos, porque no se ha establecido un mecan¬ 
ismo idóneo para que esas vacantes sean llenadas en forma 
oportuna, falla en la que incurren los miembros del Consejo 
Nacional de la Judicatura, con lo cual se incrementa el retardo 
en la administración de justicia, ya que al estar centralizado 
este proceso en un solo organismo nacional, el mismo no fun¬ 
ciona. 


Dentro de este nuevo esquema descentralizador que se pro¬ 
pone serán los Consejos Provinciales de la Judicatura, los en¬ 
cargados de analizar las necesidades presupuestarias de la 
Función en cada provincia, para que el presupuesto aprobado 
por la Corte Superior de cada provincia, sea entregado a los 



diputados provinciales, los cuales tendrán que exigir en el 
i (ingreso la aprobación del presupuesto provincial, buscando 
de esta manera no solo la independencia de la administración 
de justicia frente al poder del ejecutivo en la asignación de 
recursos, sino también la eficiencia de la función en cada pro¬ 
vincia, ya que se ha demostrado en la práctica de que existen 
provincias donde funcionan en forma eficiente juzgados y 
cortes, y en otras no, por lo que la responsabilidad de la pro- 
fesionalización e independencia no dependerá solo de lo que 
haga o deje de hacer la Corte Suprema, sino de cada Corte Su¬ 
perior tendrá la responsabilidad del desarrollo institucional y 
profesional de la administración de justicia en las provincias. 
Además tendrá más peso político el hecho de que sean dece¬ 
nas de diputados presionando por la aprobación del presu¬ 
puesto para su provincia, ya que en el sistema ecuatoriano, si 
no hay presión política, no se aprueban los presupuestos, y en 
el caso que se analiza la Función Judicial no ha sido atendida 
por ningún gobierno, ya que lo judicial no da votos, y por lo 
tanto no es prioritario el tratamiento desde el punto de vista 
político electoral, aunque es un tema prioritario y fundamen¬ 
tal para el convivir civilizado y pacífico a que tienen derechos 
todos los ecuatorianos que viven en un estado de derecho. 


Además del presupuesto general del Estado, la Función Ju¬ 
dicial tiene que canalizar los ingresos que recibe por el pago 
de las tasas judiciales de manera eficiente, y de la misma ma¬ 
nera descentralizada, para que no exista un gran organismo 
burocrático que se incrementa año a año, como es el Conse¬ 
jo Nacional de la Judicatura, y pueda no solo encargarse de 
la infraestructura física necesaria para el trabajo de jueces y 
empleados, sino fundamentalmente para implementar y de¬ 
sarrollar procesos tecnológicos, con los cuales incremente su 
eficiencia y productividad. 


28.- CONTROL DE LAS GARANTIAS CONSTITUCIONALES A 
CARGO DE LA ADMINISTRAaÓN DE JUSTICIA. 

El Tribunal Constitucional como órgano político de control 
de las garantías constitucionales, debe desaparecer, ya que 
es inadmisible la actual dualidad, donde los jueces de 
la administración de justicia conocen los recursos de amparo 
constitucional, y en apelación los mismos casos pasan a cono¬ 
cimiento y resolución del Tribunal Constitucional. No po¬ 
demos pasar de un Juez de derecho a un Tribunal Político 
como es en la actualidad. 

El Tribunal Constitucional por la importancia que tiene al ser 
el garante de la ejecución y aplicación de los derechos cons¬ 
titucionales, asegurando la eficacia en la aplicación de estas 
normas, tiene que ser parte de la Función Judicial, y no puede 
ser un organismo independiente, con jurisdicción nacional, 
corporativizado con representantes de diversos sectores, los 
cuales utilizan a este organismo para respaldar los actos o 
acciones en los que tienen intereses políticos o gremiales; Este 
organismo tiene que ser de estricto derecho, aquí no caben ni 
los cálculos políticos, ni las interpretaciones políticas en las 
resoluciones que se emitan, ya que su finalidad y objeto prin¬ 
cipal es la de asegurar la eficacia de las normas constituciona¬ 
les, y muy especialmente los derechos y garantías establecidas 
a favor de las personas, las cuales son plenamente aplicables 
e invocables ante cualquier Juez, tribunal o autoridad pública, 
tal como lo define el artículo primero de la Ley de Control 
Constitucional. 


Aquínoesadmisiblequelos Vocales" voten" enunaresolución, 
y, que no sean responsables por los votos que emitan y por las 
opiniones que formulen en el ejercicio de su cargo, conceptos 
que consta en el artículo 275 de la Constitución, el cual es con¬ 
tradictorio con otro principio constitucional consagrado en el 


.niiculo 120 que dice que: "No habrá dignatario, autoridad, 
funcionario ni servidor público exento de responsabilidad^. 
|>or los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por 
sus omisiones. El ejercicio de dignidades y funciones públicas 
constituye un servicio a la colectividad, que exigirá capaci¬ 
dad, honestidad y eficiencia." 

Necesitamos verdaderos jueces constitucionales, que dicten 
sentencias, y no simples resoluciones mediante votación, 
porque al resolver lo que se pide es un análisis en estricto 
derecho de lo que dice y ordena la constitución, frente a una 
violación constitucional, cuyo amparo debe estar precisa¬ 
mente protegido por una resolución en derecho. 

Al no tener los conceptos claros, los "vocales" del Tribunal 
Constitucional, se amparan en esta norma constitucional para 
votar por resoluciones que van en contra de las funciones 
que deben desempeñar y garantizar, motivo por el cual sus 
resoluciones han sido muy cuestionadas, inoportunas, 
rechazadas por la colectividad, lo cual ha servido para que el 
Congreso en forma permanente resuelva su renovación, sin 
respetar los periodos establecidos en la Constitución, donde 
se cambia la conformación política del organismo con cada 
restructuración, llegando en casos extremos en que un solo 
partido político a logrado con sus contactos, presiones e in¬ 
fluencias mantener cuatro integrantes en este organismo, a 
pesar de que los vocales son nombrados de ternas que envía 
la Corte Suprema, Congreso Nacional, Alcaldes y Prefectos, 
Centrales de Trabajadores y Organizaciones Indígenas, Cá¬ 
maras de la Producción. 


Además las funciones de los Municipios, de los Consejos Pro¬ 
vinciales y las organizaciones gremiales, están enmarcadas en 
lo que disponen sus respectivas leyes, estatutos y reglamen¬ 
tos, y son diverjas a las que le corresponde a la Función Judi- 


cial o el control de las garantías constitucionales, motivo por 
el cual al incorporarlas a que designen temas para el nom¬ 
bramiento de vocales para que estos integren un organismo 
de control constitucional, les forzamos a ocuparse de otras 
tareas, a buscar personas que no están dentro de las áreas de 
trabajo en la que se desenvuelven, e indudablemente a poli¬ 
tizar sus acciones, ya que aquellos que descubrieron el gran 
poder que tiene el control constitucional, presionarán por to¬ 
dos los medios, para que sus recomendados sean incorpora¬ 
dos en las temas. 


El equivocado concepto de integrar organismos del Estado 
con representantes de otras instituciones o dependencias, es 
una práctica que hay que terminar, se debe buscar la espe- 
cialización, la rendición de cuentas, y fundamentalmente no 
ocupar en tareas ajenas a sus funciones a otras autoridades 
del Estado, que ya tienen bastante trabajo que realizar en sus 
tareas específicas. 

La forma como se estructuro la conformación del Tribunal 
Constitucional, hace que este sea un organismo totalmente 
político, error que debe ser modificado, ya que si no tenemos 
un organismo conformado con abogados independientes, sin 
filiación política conocida, y reconocidos por sus conocimien¬ 
tos en materia constitucional, no lograremos que se inaugure 
una verdadera justicia constitucional. 

Si la clase política en los últimos veinte años ha sido incapaz 
de respetar las normas constitucionales y legales, las cuales 
las viola en forma permanente, acorde a las necesidades o 
conveniencias de las mayorías coyunturales que se confor¬ 
man en el Congreso Nacional, demostrando con esto que no 
tienen una cultura por la legalidad, no esta calificada por es¬ 
tos hechos para nombrar o conformar organismos de derecho 
o jueces de derecho. 


I n un absurdo además, que un recurso de amparo conslilu 
»tonal, que puede ser presentado por cualquier persona, drki 
proponerse esta acción ante el órgano de la Función Judicial 
Jcsignado por la ley, el cual será tramitado en forma prefe¬ 
rente y sumaria por un Juez, el cual emitirá una resolución 
en derecho, la cual puede ser apelada para su confirmación o 
revocatoria, para ante el Tribunal Constitucional. Pasamos de 
un Juez de derecho dependiente de la Función Judicial, a un 
Tribunal Político, en donde el primero es responsable de la 
resolución que dicte, y los segundos no son responsables de 
los votos que emitan. Contradicciones constitucionales que 
en la práctica han afectado el desarrollo de una verdadera ju¬ 
risprudencia constitucional. 

Si el Tribunal Constitucional es un organismo independiente 
con jurisdicción nacional, porque motivo no tiene oficinas o 
dependencias en otras ciudades del País, porque la juris¬ 
dicción le faculta que todas las causas que se generan a nivel 
nacional y que lleguen en apelación sea de su exclusivo cono¬ 
cimiento, cuando se trate de resoluciones que tengan relación 
con el hábeas Corpus, el hábeas data y el amparo constitu¬ 
cional, ya que al Tribunal también le compete conocer y re¬ 
solver las demandas de inconstitucionalidad, de fondo o de 
forma, que se presenten contra leyes orgánicas y ordinarias, 
decretos-leyes, decretos, ordenanzas, estatutos, reglamen¬ 
tos y resoluciones emitidos por órganos de las instituciones 
del Estado, y suspender total o parcialmente sus efectos; o, 
conocer y resolver sobre la inconstitucionalidad de los actos 
administrativos de toda autoridad pública. 

Es inadmisible que exista un Tribunal Constitucional con 
sede en la capital de la República, como es la ciudad de Quito, 
a donde tienen que acudir las personas que piden se respeten 
sus derechos y garantías constitucionales, cuando sus casos 
llegan por apelación para conocimiento de este del Tribun al, 


lo cual dificulta el acceso a sus dependencias a las ciudadano:, 
que no residen en la capital de los Ecuatorianos. Imaginemos 
a un residente de Loja, Macas, Esmeraldas, trasladándose a la 
ciudad de Quito, para solicitar a los empleados y miembros 
del Tribunal Constitucional que le resuelvan su caso, cuanto 
tendrán que gastar en transporte, comida y otros costos para 
que su caso sea conocido, atendido y resuelto. 

Que se propone, que todas las garantías constitucionales, 
cuando se presente reclamos o demandas sobre hábeas cor- 
pus, hábeas data y amparo constitucionales, sean estas cono¬ 
cidas y despachadas por Jueces Constitucionales especializa¬ 
dos de primer nivel, que serán dependientes de la Función 
Judicial, en vez de los jueces civiles, penales u otros organis¬ 
mos de la misma Función Judicial como sucede en la ac¬ 
tualidad, de manera tal que los recursos de amparo conozcan 
abogados especialistas en derecho constitucional, los cuales 
laborarán como jueces constitucionales, resolviendo en forma 
exclusiva estos casos, con el número de jueces que el reque¬ 
rimiento de servicios lo exija en todas las ciudades del País. 
Las resoluciones que emitan estos jueces constitucionales, 
podrán ser apeladas ante una Sala Especializada en materia 
Constitucional que se deberá conformarse en todas las Cortes 
Superiores del País, Sala así mismo conformada por especia¬ 
listas en derecho constitucional, pudiendo haber tantas salas, 
cuantos casos tenga que conocer y resolver, y en esta fase ter¬ 
minará el proceso de reclamos constitucionales. 

En el orden practico, solo teniendo una Sala especializada en 
materia constitucional en cada provincia, conformada por tres 
ministros, tendríamos a sesenta y seis Ministros aten¬ 
diendo las apelaciones de las demandas de amparo presenta¬ 
das en cada provincia, facilitando de esta manera el tratami¬ 
ento de las causas, en el sitio donde viven los ciudadanos, en 
donde se solicita que los derechos y garantías establecidos 


i ii l.i Constitución sean plenamente aplicables, y sesenta y 
nns jueces indudablemente que cumplirán mejor trabajo que 
nueve vocales políticos como existe en la actualidad. 

Ih‘he existir también una Sala Constitucional Especializada 
i|iie forme parte de la Corte Suprema de Justicia, la cual se en- 
».irgará de dirimir criterios diferentes resueltos por las Salas 
especializadas de las Cortes Superiores, para tener una juris¬ 
prudencia de aplicación obligatoria en materia constitucional, 
lista misma Sala de la Corte Suprema se encargará de conocer 
y resolver las demandas de inconstitucionalidad, de fondo y 
de forma, que se presenten sobre leyes orgánicas y ordinarias, 
decretos-leyes, decretos, ordenanzas, estatutos, reglamentos, 
actos administrativos u otros temas, se presenten para su 
conocimiento y resolución. 


Entonces con un sistema de garantías constitucionales vincu¬ 
lado a la administración de justicia, completamente indepen¬ 
diente, conformado por especialistas constitucionales electos 
por concursos públicos realizados por intermedio del Con¬ 
sejo Nacional de la Judicatura para la elección y nominación 
de los Magistrados de la Sala Especializada Constitucional de 
la Corte Suprema, y de los Consejos Provinciales de la Judi¬ 
catura para la elección y nominación de los Ministros de las 
Salas Especializadas Constitucionales de las Cortes Supe¬ 
riores y Jueces Constitucionales, los cuales trabajan en forma 
independiente y descentralizada en las capitales provinciales, 
habremos inaugurado una nueva forma para el tratamiento, 
conocimiento y resolución de estos casos. 

Para este efecto tiene que reformarse la Constitución Políti¬ 
ca de la República del Ecuador, suprimiendo la forma como 
se dispuso que se conforme el Tribunal Constitucional, para 
reemplazarlo por el nuevo sistema, como el que se propone, 
donde se conformarán organismos independientes, profe- 


sionales, que trabajen cerca de los ciudadanos o habitantes de 
una ciudad, con lo cual se facilitará el respecto de las normas 
constitucionales, y en donde además para su conformación se 
tomará en consideración en forma estricta, la formación pro¬ 
fesional y capacidad de los abogados que conozcan materias 
constitucionales, rompiendo el viejo esquema político, donde 
se nombran previo convenios o arreglos políticos, a políticos 
profesionales dependientes y obedientes de sus nominadores, 
como vocales de un organismo de garantías, para que cum¬ 
plan funciones políticas no de derecho, dejando en muchos 
casos a un lado a lo que manda y ordena la propia Constitu¬ 
ción. Al promover mediante un sistema descentralizado el 
nombramiento de cientos de Jueces y Ministros especializa¬ 
dos en materia constitucional, se logrará impulsar procesos y 
procedimientos donde no se involucre directamente la clase 
política, y como además esos jueces y ministros van a ser eva¬ 
luados en forma permanente, y la estabilidad en su cargo ya 
no dependerá de los padrinos o amigos, sino del conocimien¬ 
to y capacidad que hayan demostrado esos Jueces y Ministros 
en el desempeño de sus cargos. 

Capacidad en el trabajo, estabilidad en el puesto. 


29.- REFORMAS A LA POLICIA NACIONAL 




Hay que definir el rol de la Policía Nacional en el Ecuador 
del Siglo XXI, transformándola de la "Fuerza Pública" de que 
habla la actual constitución, para garantizar la seguridad y el 
orden públicos, siendo "obediente y no deliberante", la cual 
estará bajo la supervisión, evaluación y control del Consejo 
Nacional de Policía, a una Policía vinculada con la Sociedad, 
desvinculada de los gobiernos de tumo o los vaivenes políti¬ 
cos, donde la planificación, control y rendición de cuentas, 
no lo haga la propia policía, sino la sociedad a través de los 
Alcaldes Municipales en las ciudades de cada provincia, y a 
nivel nacional por intermedio de un organismo descentraliza¬ 
do o ministerio de seguridad ciudadana. La estructura poli¬ 
cial debe tener su propia configuración, dejando a un lado el 
actual esquema militar. 

El origen de la palabra policía, viene del polis: ciudad, tiene 
como fin el mantenimiento del orden público, la protección 
de la propiedad, y la libertad individual, motivo por el cual si 
queremos enfocar de mejor manera, deberíamos definir en la 
Constitución Política de la República del Ecuador a la Policía 
como " el cuerpo encargado de velar por el mantenimiento 
del orden público, la protección de la propiedad, y la segu¬ 
ridad de los ciudadanos, a las ordenes de las autoridades 
políticas". 

La Policía no debe ser parte del gobierno de turno, sino una 
Institución del Estado, con su propia estructura y mandos 
descentralizados, la cual trabajará a nivel provincial en íntima 
vinculación con los Alcaldes Municipales, y a nivel nacional 
con las autoridades que tengan jurisdicción nacional. Se pre¬ 
tende con esto evitar la politización de los mandos superiores, 
para que se garantice la carrera profesional de los policías. 
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Se aclara que no se plantea que los "nuevos jefes" de la policía 
sean los Alcaldes, sino que debe existir un proceso de pla¬ 
nificación en cada ciudad, tomando en consideración de que 
cada urbe tiene sus problemas y soluciones específicas, donde 
la policía comparece con sus mandos descentralizados a este 
proceso no solo de planificación, sino fundamentalmente de 
control y rendición de cuentas. 

Deberá por lo tanto existir una organización policial en cada 
ciudad, en donde los policías vivan y residan con su familia, 
siendo parte de la comunidad, estabilidad laboral y familiar 
que les permitirá tener un rol activo con la comunidad, para 
la prevención, control, investigación y sanción a la delincuen- 


29.1.- POLICIAS Y MUNICIPIO 

Para que exista una adecuada planificación en el control de la 
delincuencia, y de las medidas de prevención, la Policía por 
ley debería planificar su trabajo anual con los Alcaldes Mu¬ 
nicipales, para de esta manera aplicar políticas de seguridad, 
y establecer medidas de control de las actividades que realiza 
la Institución Policial, única manera de realizar medición de 
resultados, y establecer mecanismos para mejorar la seguri¬ 
dad. 

Todo gobierno local debe responder por la seguridad ciu¬ 
dadana, e involucrar en este trabajo no sólo a Policías, sino 
también a Fiscales, a la administración de justicia, y a los cen¬ 
tros de rehabilitación carcelaria. 


Planificación, ejecución, evaluación de resultados, medidas 
correctivas, permitirán a todas las autoridades, especialmente 
a los Policías, cumplir en forma coordinada su trabajo pro¬ 
tegiendo a toda la sociedad. 


Todas estas cosas se pueden hacer en la actualidad, ya que 
con las últimas reformas introducidas a la Ley de Régimen 
Municipal, los Municipios tienen facultades para "colaborar 
y coordinar con la Policía Nacional, la protección, seguridad 
y convivencia ciudadana", motivo por el cual, esta norma 
debe ser respetada y aplicada en forma inmediata tanto por 
la Policía como por los Municipios. 

Cada ciudad tiene sus problemas que le son propios, ya que 
por la diversidad que existe en el País, cada región tiene su cli¬ 
ma, sus razas, sus costumbres, sus fiestas, y naturalmente sus 
propios problemas de seguridad y delictivos, no es lo mismo 
los problemas de narcotráfico, guerrilla y contrabando que 
existen en las fronteras, con los problemas de las pandillas 
de las grandes urbes, o el abigeato (robo o hurto de ganado) 
en las zonas rurales. Por este motivo, el alto mando policial, 
no puede realizar una planificación a nivel nacional en forma 
exclusiva, ya que se debería realizar una planificación pro¬ 
vincial y una local en cada ciudad, con la participación de los 
alcaldes, policías y ciudadanía, para lo cual debe otorgarse 
total y absoluta autonomía a los elementos policiales para el 
cumplimiento de sus funciones en los territorios en los que 
han sido designados para cumplir sus labores, debiendo a la 
vez prohibirse la rotación del personal, para proporcionarles 
estabilidad y continuidad en sus funciones. No es factible que 
un policía cumpla funciones en narcotráfico en una provincia, 
y sea trasladado a la policía judicial en otra, o a tránsito, ya 
que lo que se debe buscar es la profesionalización, especia- 
lización y estabilidad laboral. 

Claro esta que también se requiere una policía nacional para 
combatir los problemas de drogas, trata de blancas, migración, 
secuestros, entre otros delitos, pero lo básico, la prevención 
y control de la seguridad, le corresponde a los alcaldes y a 
los policías en un trabajo coordinado y debidamente planifi¬ 
cado. 



Los municipios se han robustecido, y los gobiernos locales 
bien organizados serán la solución a futuro, ya que no po¬ 
demos continuar dependiendo de un gobierno central inefi¬ 
ciente y altamente politizado, donde los puestos administra¬ 
tivos se otorgan por amistad o compromisos políticos, antes 
que por méritos profesionales. 

Tenemos que pensar a futuro en un policía vinculado a la 
comunidad, al cual le respete la sociedad y no le tenga miedo 
como sucede ahora. Al policía no se le respeta, se le teme, 
pero no se lo respeta. 

La seguridad no es un problema policial, sino un problema de 
la sociedad, por lo que si los actores de la misma no confían 
entre si, jamás podrá existir un trabajo coordinado. 


29.2.- LA POLICIA NACIONAL.- 

Deberá también existir una Policía Nacional, con una 
infraestructura diseñada para el combate de los delitos de 
carácter nacional o internacional, seguridad pública a nivel 
del Estado, o la necesaria vinculación que debe existir con 
otros organismos de seguridad con otros países. 

La Policía Nacional sería la que maneje además archivos de 
todos los ciudadanos que han delinquido, de manera tal que 
cualquier fiscal, o la misma policía que trabaja a nivel pro¬ 
vincial, pueda solicitar datos de una persona, para investigar 
sus antecedentes, y de esta manera trabajar en forma coordi¬ 
nada. 


La misma Policía Nacional tendría bajo su responsabilidad 
archivos dactilares, archivos de contraventores de tránsito, de 


numera tal que se evite la migración de los delincuentes, y si 
estos cambia de zona, exista la suficiente coordinación entre 
la Policía que actúa a nivel nacional y la Policía que actúa a 
nivel provincial, en la prevención, investigación y combate a 
la delincuencia. 

Otras de las tareas sería la de coordinar con la Policía interna¬ 
cional conocida como INTERPOL, o policías de otros Estados 
amigos en el combate a la delincuencia y corrupción en to¬ 
das sus facetas; también la de identificar a las bandas delin- 
cuenciales que operan a nivel nacional, cometiendo delitos en 
varias ciudades del País, etc. 


29.3.- SEGURIDAD CIUDADANA.- 

Para la propuesta de reformas se deben manejar los conceptos 
de Seguridad Ciudadana, entendiéndose como tal, el conjun¬ 
to de acciones cooperativas, responsabilidad de los estados, 
los gobiernos y las instituciones con el apoyo de las organi¬ 
zaciones sociales encaminadas a reducir las situaciones de 
riesgo, mejorar la calidad de vida de la población, y fortalecer 
los valores culturales y cívicos que mejoren la convivencia so¬ 
cial. 

La Seguridad Pública está orientada especialmente a preservar 
el orden público y la paz ciudadana, en un ambiente que ga¬ 
rantice la convivencia de la población. Este tipo de seguri¬ 
dad se dirige hacia el hecho delincuencial y a sus actores, 
por lo que órganos de seguridad actúan en forma preventiva 
anticipándose al cometimiento del acto delictivo. En forma 
punitiva en coordinación con el Ministerio Público, desde el 
sometimiento del infractor o acto delictivo para reprimirlo, 
hasta llegar a la reinserción social del infractor. 
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En base de estos conceptos se debería proponer como reforma 
constitucional para conocimiento y aprobación de la Asam¬ 
blea Constituyente, el agregar un Capítulo que se refiera 
en forma exclusiva a la POLICIA, reformando los artículos 
183,184,185,186,187 de la actual constitución. 


29.4.- REFORMAS CONSTITUaONALES PARA LA POLICLA- 

Las reformas que se plantean tendrían el siguiente articu¬ 
lado: 


CAPITULO VI.- DE LA POLICIA Y DE LA SEGURIDAD 
CIUDADANA.- 

Artc.... La Policía es el cuerpo encargado de velar por el man¬ 
tenimiento del orden público, -seguridad pública-, la protec¬ 
ción de la propiedad, y la seguridad y convivencia ciudadana. 
Forma parte del Sistema de Administración de Justicia en el 
Ecuador, con la Policía Judicial Especializada. 

Arte.Su organización, preparación y control serán regu¬ 

lados por la ley, en la que se establecerá la forma como se 
realizará su capacitación, evaluación y control intemo. El 
mando policial tendrá jerarquía nacional, y jerarquía provin¬ 
cial autónoma. 

Arte.En el ámbito local, en cada ciudad coordinaran y pla¬ 

nificarán su trabajo con los Alcaldes Municipales como repre¬ 
sentantes de la sociedad, y, con los miembros de la Función 
Jurisdiccional, Ministro Fiscal Distrital y Director o Directores 
de Rehabilitación Social, a los cuales rendirán además cuen¬ 
tas de su labor cada año. En el ámbito nacional trabajarán en 




forma coordinada con las autoridades nacionales uu ai jadas 
de la seguridad pública y de la seguridad ciudad a na. 


Arte.En cada provincia existirá una Policía Judicial I is| >r 

cializada en investigaciones, conformada por profesionales 
civiles y policías- en las diversas ramas de la investigación, la 
cual contará además con laboratorios, equipos y la tecnología 
requerida para este tipo de trabajo. 

Art.La Policía Judicial Especializada, trabajará en forma 

conjunta y coordinada con el Ministerio Público y con los 
demás integrantes del Sistema de Administración de Justi¬ 
cia. 

29.5.- ESPECIALIZACIONES POLICIALES.- 

Un punto muy importante es la definición de los campos 
de acción en los que debe laborar la Policía de una manera 
profesional y especializada, a más de la Policía Judicial Es¬ 
pecializada, como Transito y Transporte Terrestre, matricu- 
lación de vehículos, otorgamiento de licencias, procesos que 
a la presente fecha son mal manejados, y que causan muchas 
molestias a los usuarios, y repercuten en el alto número de 
accidentes de tránsito. No podemos permitir por ejemplo que 
las escuelas de capacitación de los conductores profesionales, 
los manejen los sindicados de choferes, ya que esa ha sido 
la más grande fuente de corrupción (venta de licencias), y la 
causa por la cual existan miles de accidentes de tránsito en las 
carreteras del País. Lo mismo sucede con las escuelas de ca¬ 
pacitación para los otros conductores, los cuales están siendo 
capacitados por las escuelas de conducción particulares, sin 
mayores controles, y ninguna evaluación. 


En la práctica la Policía solo maneja los archivos de los conduc 




tores, y emite las licencias, descuidando la etapa más impor¬ 
tante cual es la formación. Entonces debe la policía continuar 
con esta labor, o se debe rediseñar todo el sistema, para tener 
verdaderas escuelas de conducción a cargo de profesionales 
independientes, o empresas solventes, como paso previo a la 
obtención de la licencia de conducir. 

Lo mismo sucede con los procesos de matriculación vehicu¬ 
lar, en donde es indispensable que anualmente todos los ve¬ 
hículos se sometan a un estricto control del funcionamiento 
técnico y mecánico, antes de que se obtenga la matricula. La 
policía al revisar el número de motor y chasis en forma ma¬ 
nual y visual, para evitar fraudes, no cumple con su principal 
tarea cual es la de controlar el estado de los vehículos, y con 
este proceso de revisión cada año el número de matricula y 
motor, lo único que causa es aglomeración y mal servicio a los 
usuarios, con el agravante, que ni siquiera ha podido organi¬ 
zar un sistema en el cual podamos los ecuatorianos matricu¬ 
lar nuestros vehículos desde el mes de enero de cada año. 
Todo el sistema debe ser cambiado, para asegurar que los ve¬ 
hículos que circulen en el País tengan condiciones adecuadas, 
y evitar los accidentes de tránsito donde mueren miles de per¬ 
sonas. 

Para todo esto se requiere "procesos de cambios", que van 
desde las reformas constitucionales, al tener que definirse y 
estipularse el nuevo rol de la Policía, hasta las reformas de las 
leyes secundarias que regulan su actividad, y posteriormente 
los cambios para la preparación del personal, sistemas y pro¬ 
cedimientos, infraestructura, etc. 

Uno de los puntos más importantes de cualquier reforma o 
reestructuración es la preparación y capacitación del policía, 
buscando que se formen profesionales especializados en di¬ 
versas ramas como son: ingenieros en transito y transporte 


terrestre; investigadores como son los agentes inveslig.ulon •*>, 
o los peritos en huellografia, dactiloscopia, balística lotvnsr, 
recolección de evidencias, todos ellos profesionales con es 
tudios universitarios especializados, en la cual no necesaria 
mente deben recibir una formación tipo militar, ya que son 
prácticamente científicos que laboran con métodos, laborato¬ 
rios y sistemas en los cuales se utiliza la tecnología desarrolla¬ 
da por la ciencia. La Institución Policial debe tener una malla 
curricular que permita la adecuada formación del personal, 
o de los directivos de la Institución, acorde a la nueva estruc¬ 
tura que se plantea, y a las necesidades de modernización y 
requerimientos de la sociedad. 

Claro esta que debe haber también grupos de élite para con¬ 
trarrestar la violencia, o el uso de armas por parte de la de¬ 
lincuencia, en donde se requerirán hombres expertos en el 
manejo de armas, francotiradores, control de explosivos, etc., 
todos ellos con otro tipo de formación. 

Para este efecto, en la nueva estructura policial no deberá 
tener ni Generales ni los mal llamados "personal de tropa", 
que no son otra cosa que bachilleres preparados en tres me¬ 
ses, e incorporados a la Institución para cumplir tareas pro¬ 
fesionales, con amplias facultades y atribuciones, como la de 
privar de la libertad a una persona, actos que solo lo pueden 
realizar personas con una alta preparación profesional, esta¬ 
bilidad psíquica y emocional, para garantizar el respeto a los 
derechos humanos, y para evitar los abusos y actos de co¬ 
rrupción. 


Para el cumplimiento de sus funciones profesionales la policía 
debe contar con el equipamiento adecuado a esta nueva filo¬ 
sofía y práctica de trabajo, como laboratorios de ADN, fo¬ 
renses y criminalística, sistemas de almacenamiento e iden¬ 
tificación de huellas digitales, modernos sistemas de comu- 



nicación, laboratorios fotográficos, etc., ya que la labores de 
investigación deben ser profesionales. 




Para evitar los continuos reclamos, la Policía debe contar con 
centros de detención, y prisiones preventivas donde los de¬ 
tenidos puedan ser tratados como seres humanos, donde se 
respeten sus derechos, ya que no se puede embodegar a cien¬ 
tos de detenidos en cuartos sin la mínima infraestructura, tal 
como sucede a la presente fecha en los calabozos de la Policía 
Judicial. Estos centros de detención y prisión preventiva, de¬ 
ben ser manejados por civiles, vinculados a la organización 
penitenciaria, de manera tal que se garantice un manejo pro¬ 
fesional del centro de detención, y se eviten los abusos con 
las prisiones preventivas, de manera tal, que si una persona 
se encuentra detenida por más de 24 o 48 horas, sin orden 
de juez competente, esta tendrá que salir sin otra orden que 
la simple disposición del director del centro carcelario, y los 
responsables de la prisión de una persona sin orden judicial, o 
por dejar salir a un delincuente peligroso, deberán responder 
por estos errores, recibiendo sanciones administrativas, civi¬ 
les, penales, o indemnizaciones a favor de los perjudicados. 

Si bien los procesos de reformas implican cambios constitu¬ 
cionales y legales, que al tener que ser conocidos y discutidos 
en el Congreso Nacional o la próxima Asamblea Constitu¬ 
yente, procesos que se tramitarán a largo plazo, no por eso 
debemos descuidar los cambios que se requieren implemen- 
tar en forma urgente, ya que con la actual legislación se deben 
tomar políticas y directrices que permitan el trabajo profesio¬ 
nal de la Policía en todos los campos, evitando la corrupción, 
por lo que parte del trabajo será que en forma "inmediata" a 
través de las actuales autoridades, se impartan normas, pro¬ 
cedimientos, nuevos métodos de investigación, utilización de 
la infraestructura de manera eficiente y descentralizada, pro- 
fesionalización del personal, continua capacitación y control. 




Como temas fundamentales de tratamiento inmediato, tv.l.i 1 .1 
correcta aplicación de la Ley de Transito, estableciendo la luí 
ma como los Policías deban conocer y resolver las infracciones 
o contravenciones de tránsito, evitando las interpretación ex 
tensivas que no sirven para otra cosa que para la extorsión 
y corrupción de ciertos miembros de la Institución; También 
tiene que establecerse en forma clara los procedimientos para 
los procesos de matriculación de vehículos, y otorgamiento 
de licencias, sean eficientes y modernos, acabando con el caos 
y la desorganización existente, los cuales no han podido me¬ 
jorarse en los últimos años. 

Un proyecto que debe ser apoyado e impulsado es la creación 
de la Universidad de la Policía, medio idóneo para capacitar 
a las personas que desean ingresar a las filas policiales, o para 
actualizar los conocimientos de los policías que están en fun¬ 
ciones, ya que solo una permanente capacitación garantiza un 
eficiente trabajo. 


29.6.- LEY DE TRANSITO Y POLICIAS DE TRANSITO 

Es fundamental actualizar y modernizar a la Policía de Trán¬ 
sito, buscando que el control del tránsito en las principales 
ciudades se realice utilizando tecnología que esta en el mer¬ 
cado, como por ejemplo los semáforos inteligentes, en los 
cuales además se instalarán cámaras fotográficas, de manera 
tal que una persona que cruce un semáforo en rojo, pueda 
ser sancionado por esta infracción con la presentación de la 
fotografía, ya que en el siglo XXI, no se requiere mantener a 
cientos de policías en las calles y esquinas de la ciudad. 


La planificación del tránsito es y debe ser profesional, y tanlo 
la policía especializada en tránsito como los municipios, do 





berán realizar la planificación de la circulación vehicular, de 
la peatonal y de los otros medios de transporte. 

Un punto muy importante, es la de actualizar a la Ley de 
Tránsito y Transporte Terrestre, de una manera técnica, en 
donde se dejen a un lado los intereses políticos y gremiales, 
ya que gracias a la intervención de los sindicados de choferes, 
las leyes de tránsito se han dictado con sanciones muy leves, 
no acordes a la gravedad de las contravenciones; por ejemplo 
se debe ya implementar el puntaje para cada conductor, para 
que por cada contravención cometida, se le quiten puntos, de 
manera tal que se logre identificar a los infractores perma¬ 
nentes, para que aplicando la ley, le sea retirada el permiso de 
conducir, ya que sobre los derechos de los choferes sindicali- 
zados, esta la sociedad, las personas, y no podemos permitir 
que una persona que comete infracciones todos los días sea 
considerado un profesional del volante, estos señores por su 
forma de conducir, y por no ser personas estables emocional¬ 
mente, deberían cambiar de profesión, al constituirse en un 
peligro para los ciudadanos que transitan en las calles, o que 
conducen otros vehículos, solo con la aplicación de esta me¬ 
dida, limpiaríamos las ciudades y las carreteras de los malos 
conductores, y cambiaríamos nuestras costumbres y hábitos 
para conducir. 

Es fundamental que se establezca en la ley, con claridad y 
precisión, los casos en los cuales un Policía puede detenerse 
a una persona, para evitar el abuso, como esos de detener a 
una persona por haber pisado con una llanta una franja 
amarilla, rebasar a un vehículo en sitios que el Policía los cali¬ 
fica como peligrosos, o por dar vuelta en U en una avenida, 
casos que no están contemplados con infracciones graves en 
la Ley, o el hecho de que un policía detenga a una persona 
porque supuestamente la falto de palabra, practicas de deten¬ 
ción toleradas por las propias autoridades policiales, y que 



demuestran como la Policía por falta de conocimiento, aplica 
arbitrariamente la Ley, y perjudica a miles de ciudadanos con 
detenciones ilegales y arbitrarias. De la misma manera, esa 
mala práctica de detener a los conductores de dos vehículos 
que han tenido un accidente de tránsito, el causante y el per¬ 
judicado, solo por el hecho de que la ley sanciona con prisión 
a las personas que provocan un accidente con daños mayores. 
Desde cuando un Policía asume las funciones de un Juez, y se 
toma atribuciones que no tiene. 

Todas estas detenciones arbitrarias, solo provocan el rechazo 
de la ciudadanía a la Institución Policial, y como estos actos 
son tolerados por las propias autoridades policiales, se lega¬ 
liza un abuso, el cual luego es utilizado como mecanismo de 
extorsión, ya que primero esta la amenaza de la detención, y 
luego la negociación para evitar la detención. 

Sin lugar a dudas la mayor fuente de corrupción tanto en la 
policía, como en los conductores, y juzgado de la adminis¬ 
tración de justicia, se da en materia de tránsito, y esto debe 
cambiar, no podemos continuar viviendo con un sistema co¬ 
rrupto, caduco, aceptado por la sociedad, y tolerado por las 
propias autoridades, tenemos que llegar a un acuerdo en be¬ 
neficio de todas las personas. 

Procesos para la matriculación de vehículos en una sola de¬ 
pendencia, donde se revise el estado y condición técnica 
mecánica del vehículo, emisión de gases, se revise número de 
motor y chasis, y en ese mismo sitio se expida la matricula, 
porque tenemos que revisar nuestros vehículos en un centro 
a cargo de los Municipios, y luego acudir a las oficinas de la 
Policía de Tránsito, acaso es muy difícil que coordinen dos 
dependencias del Estado para beneficio de los ciudadanos. 

Tienen que establecerse nuevos métodos y procedimientos^ 


para obtener una licencia o para la renovación, debiendo 
existir una estrecha vinculación entre las escuelas de capaci¬ 
tación para conductores de vehículos públicos o privados, y 
la emisión de licencias, ya que solo un certificado válido y 
otorgado por una institución reconocida por su solidez pro¬ 
fesional, podría capacitar y otorgar certificados de aptitud 
como conductores a las personas, las cuales con ese certifi¬ 
cado, podrán obtener su licencia. Estos certificados tendrían 
una validez de cinco años, en los cuales las personas deberían 
nuevamente obtener un nuevo certificado de aptitud emitido 
por estas escuelas de conducción, para renovar su licencia, 
proceso en el cual se analizaría la actitud del conductor frente 
al cumplimiento de la ley en los últimos años, verificando si 
ha sido o no sancionado, el número de contravenciones re¬ 
cibidas, las causas, para que en el proceso de reeducación se 
pueda profundizar en el conocimiento de la Ley y/o proce¬ 
dimientos de conducción, para corregir estos defectos. 

Archivo nacional de infractores, cuando se implementará este 
archivo que consta en la ley, para evitar que existan choferes 
profesionales con cientos de infracciones sin sanción, y para 
que además se unifiquen los archivos especiales existentes, 
como los que maneja la Comisión de Tránsito de la Provincia 
del Guayas. 

29.7.- Cambios de procesos policiales: Record Policial, auto¬ 
rización de salida del País.- 

Cual es el objeto y fin del record policial, a más del cobro por 
su emisión, pues ninguno, ya que si respetáramos los dere¬ 
chos de los ciudadanos, la Policía debería tener sus archivos 
actualizados, no para venderlos públicamente, ya que estos 
deberían tener un uso restringido, para los policías, fiscales o 
jueces. 



En que parte de la ley se indica que una persona que lrnr.i 
antecedentes policiales no pueda conducir un vehículo, m 
cluso una persona que haya sido sentenciada, una vez que h.i 
cumplido con su sentencia, tiene derecho a rehabilitarse, por 
lo cual solicitar el record policial para otorgar una licencia es 
un absurdo. Además las personas que no tienen antecedentes 
son muchas, frente al pequeño porcentaje de fichados por la 
Policía, por lo que no se puede castigar a los que no tienen 
antecedentes, por lo que si tienen. 

El record policial debe ser utilizado para analizar la "conducta 
de una persona", por ejemplo para analizar cuantas veces fue 
detenida, las causas, y con estos datos un Juez debe resolver 
si esa persona debe ser sometida a un procedimiento judicial, 
o a un procedimiento médico. 

Además al record policial ingresan todas las personas, solo 
por el hecho de haber sido detenidas por un policía, tenga o 
no razón el policía, haya o no justificación legal, por lo que 
el uso de esta información tiene que ser restringida, y no ser 
utilizada en la forma comercial como actualmente lo realiza 
la policía, violando derechos básicos y constitucionales de las 
personas, a vista y paciencia de autoridades y defensores de 
los derechos humanos. 


De la misma manera, el otorgamiento de los permisos de sa¬ 
lida, otro mecanismo establecido para recuperar dinero por 
parte de la Policía Nacional, porque las pocas personas a las 
cuales se les ha prohibido abandonar el País, deban afectar a 
los miles de ciudadanos que no tiene impedimento alguno, 
porque debo demostrar que no tengo problemas con otras au¬ 
toridades para viajar. Este problema se solucionaría con un 
simple archivo, donde consten aquellos que tiene prohibición, 
al cual podrían acceder las compañías aéreas o las que venden 
boletos, y con esto respetaríamos el derecho constitucional 


del libre tránsito. No podemos continuar con estas prácticas 
caducas de financiamiento que realiza la policía, si necesitan 
más dinero para el cumplimiento de sus funciones, que las 
otorgue el Estado, y que no se permita estas formas de autofi¬ 
nanciamiento. 


29.8.- Policía de Migración. 

Los sistemas y oficinas de migración y extranjería deberían 
fusionarse, ya que no podemos tener una Policía de Mi¬ 
gración, y una Dirección Nacional de Extranjería dependiente 
del Ministerio de Gobierno, ya que las necesidades actuales 
de las sociedades, y las altas tasas de migración, hacen que 
estas dos instituciones tengan la necesidad de trabajar en 
forma coordinada, fusionada, cada una no puede actuar por 
su cuente, con sus propios procedimientos. 

El efectivo control de los extranjeros que vienen como turis¬ 
tas, y que se encuentran de tránsito, o de los ciudadanos ex¬ 
tranjeros que vienen a residir en el País, solo puede funcionar 
si las dos instituciones trabajan profesionalmente, ya que no 
solo se requiere el control del ingreso, sino también el control 
de la estadía legal de un extranjero en el País, el cual debe 
cumplir con las normas y leyes vigentes en el Ecuador, de¬ 
biendo para este efecto no obligarles a realizar el "censo 
anual" que pide la Policía de Migración, sino la presentación 
de la "declaración del impuesto a la renta", ya que de esta 
manera sabremos si los extranjeros que disponen de visa 
como residentes, se encuentran realizando actividades lícitas 
y productivas, o las actividades para las cuales se les autorizo 
permanecer en el Ecuador, Para los estudiantes, estos deberán 
presentar en forma anual, la matricula de la universidad en la 
que están cursando sus estudios. 


^Con archivos unificados, podremos saber muchas cosas de los^ 



extranjeros, más aún cuando la migración es un hecho po*.i 
tivo para la economía de cualquier país del mundo, si esta es 
bien controlada y regulada. 

Además, con sistemas adecuados, podremos saber cuantos 
ciudadanos ecuatorianos han salido al exterior y no han re¬ 
tornado, para que a estos ciudadanos, podamos darles un 
tratamiento especial, y mejorar los controles internos, ya que 
solo para poner un ejemplo, sabiendo cuantos ciudadanos 
ecuatorianos están residiendo en el exterior, se puede mejorar 
el padrón electoral, y elaborar un padrón electoral para los 
residentes en el exterior, y esto significa un inmenso ahorro 
económico en un proceso electoral, y se da facilidades para 
que los inmigrantes no pierdan sus derechos políticos. 

La Ley de Migración y Extranjería debe mejorar, con los con¬ 
ceptos que aquí se han detallado, y de esta manera implemen- 
taremos sistemas de control para el otorgamiento de visas, 
control de ingresos y salidas, nacionalizaciones, etc., con las 
cuales mejorará la imagen y servicio que otorga la Policía a 
través de la Policía de Migración. 


30.-LAS CARCELES Y CENTROS DE DETENCION EN EL 
ECUADOR 


Hablar de cárceles y centros de detención en el Ecuador, es 
hablar de lugares en donde en forma sistemática y con el res¬ 
paldo de la ley o de las propias autoridades, se violan los más 
elementales derechos humanos, a vista y paciencia de toda la 
sociedad. Consecuencia de estos hechos es el odio y rencor 
que se crea hacia policías, fiscales y jueces, y el incremento 



y perfeccionamiento de los delincuentes, ya que al no existir 
normas y procedimientos para un proceso de rehabilitación, 
los detenidos al no tener actividades o trabajos que realizar, 
reciben capacitación en actividades ilegales, en lo que hoy 
se conoce como la "Universidad del Delito", que no son otra 
cosa que nuestras cárceles. 

Es que es parte de la idiosincrasia ecuatoriana, solucionar 
todo con la cárcel, problemas políticos quieren resolverse 
mandando a prisión al contrincante político, problemas fa¬ 
miliares se resuelven enviando a la cárcel al que tiene con¬ 
flictos familiares o al que no paga una pensión alimenticia, 
cobro de deudas se quiere hacer mediante la amenaza de la 
cárcel, llegando a extremos que se pide prisión de por vida o 
pena de muerte para los delitos graves que por su crueldad 
alarman a la sociedad, pero en la mayoría de estos casos la 
solución no es la cárcel, ya que el remedio resulta peor que la 
enfermedad, ya que el político que es enviado a la cárcel lue¬ 
go buscará vengarse de sus contrincantes pagándoles con la 
misma moneda, o el esposo que es enviado a la cárcel por su 
cónyuge, cuando salga de la misma terminará con una sepa¬ 
ración definitiva y se acabará su matrimonio, y así podríamos 
poner varios ejemplos. 

Debemos también rechazar las propuestas políticas de la 
prisión de por vida o pena de muerte, que en forma reite¬ 
rada realizan algunos políticos de extrema derecha, como 
respuestas a la inseguridad ciudadana, ya que esta medida 
no soluciona los problemas de un psicópata, ya que una per¬ 
sona que comete un crimen violento, tiene que ser evaluado 
profesionalmente, y si se detecta que es un psicópata, a este 
sujeto no se lo debe juzgar por el delito cometido, sino que 
con el historial médico, tiene que ser enviado a tratamiento 
y vigilancia especial "de por vida", en una institución espe¬ 
cializada, ya que por las características especiales de su en- 



fermedad, no puede tener una sentencia con la cual pueda 
salir libre cuando cumpla su condena, ya que es un sujeto 
que puede volver a delinquir en cualquier momento, puede 
matar sin causa, motivo o justificación alguna. Recordemos el 
caso del "monstruo de los Andes", criminal que mato y violó 
a más de trescientas niñas, y al cual le otorgaron un sentencia 
de 16 años de prisión, y que gracias a las rebajas pudo haber 
salido de prisión cuando cumplió 12 años en la cárcel, pero 
fue asesinado en la misma prisión; Que hubiera pasado si este 
psicópata salí libre, pues hubiera comenzado nuevamente a 
violar y matar, por ser un enfermo, sin posibilidad alguna de 
rehabilitación. 

Otro de los graves problemas que se tiene, es la absoluta li¬ 
beralidad con que policías y fiscales detienen u ordenan la 
detención de una persona, a pesar de que la detención y la 
prisión preventiva, son totalmente restrictivas en nuestra 
legislación, en clara violación de los preceptos constitucio¬ 
nales y legales, y si bien es muy factible detener a una persona 
con un procedimiento que demora quince minutos, obtener 
la libertad de esa persona detenida arbitrariamente, demora 
días o semanas, a un costo muy alto para el perjudicado. 


Pero si bien policías, fiscales y jueces se escudan en una su¬ 
puesta legalidad para ordenar la detención de una persona, 
es más grave aún la situación de los centros de detención y de 
detención provisional, que sin ningún amparo legal lo maneja 
la Policía Judicial en todo el País, en donde en lugares muy 
pequeños, sin ningún servicio, prácticamente se embodegan 
a personas, en condiciones infrahumanas, denigrantes, sin 
respetar los más mínimos derechos humanos. 


Para solucionar todos estos problemas, tienen que manejarse 
una serie de procesos y reformas legales, en donde se esta¬ 
blezcan los siguientes principios: 


a) La detención y la prisión preventiva de una persona, tiene 
que estar totalmente regulada, para casos excepcionales como 
son peligrosidad del sujeto que cometió un delito, o gravedad 
del delito cometido, o delito flagrante. 

No se puede detener a una persona para efectos de investi¬ 
gación, ya que debe investigarse para detener, o no a la in¬ 
versa. 


b) No puede detenerse a una persona cuando un Juez resuelve 
llamar a esa persona a la etapa de juicio, ya que para garanti¬ 
zar la comparecencia al juicio, existen otros mecanismos, con 
el agravante que una persona puede estar detenida sin sen¬ 
tencia por varios meses, y luego el Juez puede dictaminar en 
sentencia su inocencia e inmediata libertad, pero esa persona 
ya estuvo detenida varios meses. 

c) Tienen que establecerse los centros de detención y prisión 
preventiva, bajo el cuidado y manejo de un director civil, y no 
de la policía, en donde se garantice que ninguna persona po¬ 
drá estar detenida más tiempo que el determinado en la Ley. 

d) Los jueces al dictar una sentencia condenatoria por deli¬ 
tos penados con prisión, y especialmente los jueces contra- 
vencionales que juzgan las infracciones, pueden cambiar la 
prisión por trabajos comunitarios, en los lugares y por el tiem¬ 
po que señale el Juez, si el condenado demostró en la etapa 
del juicio haber tenido buena conducta anterior, y tiene una 
profesión u oficio. 

e) Tienen que establecerse las cárceles de mínima, mediana 
y máxima seguridad, tomando en consideración las necesi¬ 
dades de cada ciudad, y las estadísticas sobre población car¬ 
celaria que existen. 



Si el mayor número de delitos (95% de la totalidad), son ro¬ 
bos y hurtos de ínfima cuantía, o contravenciones, tiene 
que priorizarse la construcción de centros de rehabilitación o 
cárceles de mínima seguridad, para estas personas, cárceles 
que al ser de mínima seguridad, no requieren celdas indivi¬ 
duales, ni mayores seguridades, y la inversión en su construc¬ 
ción será relativamente baja y financiable. 

En el País, se da mayor importancia a los delitos graves, que 
numéricamente son pocos, no pasando de 200 en un año, y 
para ellos tanto en las ciudades como Quito y Guayaquil se 
destinan fondos para construir cárceles de alta seguridad??, 
todo esto frente a los más de 150.000 delitos pequeños que se 
denuncian anualmente. 

De la misma manera si se están deteniendo a un promedio de 
treinta mil personas al año, tienen que construirse unidades 
especiales de detención, y no dejar que la Policía, adapte si¬ 
tios inadecuados para este fin. 

f) Todos los centros de detención preventiva y las cárceles, 
tienen que estar a cargo de los Municipios de cada ciudad, 
ya que es mejor tener 219 centros de detención totalmente 
descentralizados, que continuar con el manejo politizado y 
centralizado que existe a la presente fecha. 

Además los procesos de rehabilitación funcionan con ma¬ 
yor éxito, cuando una persona esta detenida en su lugar de 
residencia, ya que la visita de familiares y amigos, estimula 
al preso para mejorar su conducta o trabajar para su rehabi¬ 
litación y libertad. 

g) Todas las prisiones deben disponer de lugares para el 
trabajo de los internos, para que en primer lugar puedan 
producir bienes para su auto sustento, ya sea produciendo 



legumbres, criando animales pequeños, o realizando activi¬ 
dades de panadería, lavanderías industriales, etc. 

h) Todas las prisiones deben además disponer de centros de 
educación, como escolar básica para quienes no sepan leer o 
escribir, o profesiones intermedias como carpinteros, cerraje¬ 
ros, gasfiteros, pintores, etc., de manera tal que los detenidos 
puedan incorporarse a la sociedad cuando salgan en libertad, 
al disponer de una profesión liberal, que para su ejercicio no 
requiere de mayor inversión, 

i) Por este motivo, es necesario nombrar administradores de 
las cárceles, con mentalidad empresarial, para que diseñen 
sistemas de producción mediante los cuales no solo procure 
trabajo para los detenidos, sino también ingresos adecuados, 
para el mantenimiento de los presos, y para el ahorro que 
obligatoriamente tendrán que realizar, pensando en los recur¬ 
sos que necesitarán cuando salgan de prisión. 

j) Deben establecerse en cada ciudad el Consejo de Evaluación, 
organismo conformado por el representante del Municipio, 
un médico, un psicólogo, un siquiatra, una trabajadora social 
y un representante de la ciudadanía, para que cada año, anali¬ 
cen la conducta de los prisioneros, y resuelva sobre la rebaja 
de sus penas, prelibertad o libertad controlada. 

No han funcionado los organismos conformados, por las 
principales autoridades nacionales, como son Ministro Fiscal 
General del Estado, Ministro de Gobierno, un Magistrado de 
la Corte Suprema, el Defensor del Pueblo, el Director Nacio¬ 
nal del SECAP. 

Procesos descentralizados, con autoridades locales, mejora¬ 
rán el análisis de la conducta y comportamiento de los presos, 
para que en forma inmediata se tomen las resoluciones que 
sean las adecuadas. 



k) El mejor incentivo para la rehabilitación es la rebaja de pe¬ 
nas, para lo cual se propone que los Consejos de Evaluación 
puedan disponer una rebaja para cada prisionero de hasta 
tres meses por cada año, basando esta resolución luego de 
analizar el trabajo y comportamiento de cada uno de ellos, 
y que si el reo a cumplido el sesenta por ciento de la pena 
impuesta por sentencia, puede estar apto para solicitar la li¬ 
bertad condicional, siempre y cuando disponga de trabajo y 
un lugar donde vivir. 

l) Todos estos procesos requieren al momento de una de¬ 
cisión política, ya que muchos de los puntos que se proponen 
están en el vigente Código de Ejecución de Penas y Rehabi¬ 
litación Social, y se podrían aplicar en forma inmediata con la 
resolución del Consejo Nacional de Rehabilitación Social. 

"Solo hay una manera de poner término al mal, y es el de¬ 
volver bien por mal." 

Tolstoi 

31.- CÁRCELES A CARGO DE LOS MUNICIPIOS 

Porque los procesos de rehabilitación en los centros peniten¬ 
ciarios, deben ser manejados por los Municipios: 
a) Porque todo proceso de rehabilitación tiene que involucrar 
a la participación de la ciudadanía, en los lugares donde se 
cometen los delitos, y se sancionan a los delincuentes, y la 
única forma de involucrar a la ciudadanía es a través de sus 
representantes que no son otros que los Alcaldes; 

El control, prevención, sanción y rehabilitación de las perso¬ 
nas que cometen delitos, debe obligatoria y necesariamente 
involucrar a la sociedad, para evitar actos de corrupción, y 



para controlar que todas las medidas establecidas en la Ley, 
se cumplan efectivamente. 


b) Para que funcione la rehabilitación de una persona, es fun¬ 
damental la participación de la familia del sentenciado y de 
sus amigos, ya que influye mucho el hecho de que le visiten 
en el centro penitenciario, las personas con las que tiene ma¬ 
yor confianza y afinidad. 

Cuando una persona cumple con su pena, es lógico suponer 
que tendrá mayores oportunidades de reincertarse en la so¬ 
ciedad, con la ayuda de sus amigos y familiares, los cuales le 
proporcionarán un lugar donde residir, comida, y luego un 
trabajo. 

Una persona que no tiene parientes ni amigos, es una perso¬ 
na desconocida en la comunidad, por la cual será muy difícil 
sobrevivir en un medio que no es el suyo, y si no tiene otra 
opción, tendrá que volver a delinquir. 

En los países donde se busca castigar en forma extrema a los 
delincuentes, se los envía a otros lugares que no son de su 
residencia, y esto ha provocado el reclamo de los organismos 
de derechos humanos. 

c) La única forma de controlar los procesos de rehabilitación, 
es a través de comisiones conformadas por especialistas y re¬ 
presentantes de la comunidad, de manera tal que solo puedan 
ser beneficiarios de rebajas en sus penas, o libertad condicio¬ 
nal, aquellas personas que efectivamente se encuentren reha¬ 
bilitadas. 


d) Solo los Municipios puede destinar espacios específicos 
para construir cárceles, tanto para la detención o prisión pre¬ 
ventiva, como las cárceles para los sentenciados para que ini- 
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| cien procesos de rehabilitación, ya que el Gobierno, pni l,i m 
rie de entidades y compromisos que tiene, no debería ein .11 
garse de estas tareas. 

31.1.- Ley de Régimen Municipal. 

Para respaldar la propuesta de que los Municipios manejan 
los cárceles, bien vale la pena analizar algunas de las disposi 
ciones que constan en la Ley de Régimen Municipal. 

Art. 1.- El Municipio es la sociedad política autónoma su 
bordinada al orden jurídico constitucional del Estado, cuya 
finalidad es el bien común local y, dentro de este y en forma 
primordial, la atención de las necesidades de la ciudad, del 
área metropolitana y de las parroquias rurales de la respec¬ 
tiva jurisdicción. 

Art. 13.- Podrá también participar en la conformación de enl i 
dades privadas, sin fines de lucro, individualmente o man 
comunadamente con otras municipalidades o entidades del 
sector público. 

Art. 14.- Son funciones primordiales del Municipio, numeral 
11: Planificar, coordinar y ejecutar planes y programas de 
prevención y atención social. 

Art. 15.- numeral segundo: En caso de que alguna de las fun¬ 
ciones señaladas en el artículo precedente correspondan por 
ley también a otras organismos, estos transferirán a los Mu¬ 
nicipios tales funciones, atribuciones, responsabilidades y re¬ 
cursos económicos intemos o extemos si los hubieren. 

Art.- 63 numeral 48: Contribuir a la formulación de políticas 
de protección, seguridad y convivencia ciudadana, así como 
la definición de las normas de coordinación de la municipal i 
dad con la policía nacional y otros organismos responsables 
de acuerdo con las leyes vigentes. 



Arte. 149.- literal 1): Velar y contribuir en cuanto le correspon¬ 
da para que las condiciones higiénicas de los locales de las 
cárceles municipales y de la alimentación que se suministre a 
los presos se mantenga adecuadamente. 


32.- LEGISLACION COMPARADA EN MATERIA DE PRI¬ 
SIONES. 


De las Constituciones de los países de Latinoamérica, la única 
constitución que trata sobre el sistema penitenciario es la de 
Venezuela, la que en su artículo 272 dice: "El Estado garan¬ 
tizará un sistema penitenciario que asegure la rehabilitación 
del intemo o intema y el respeto a sus derechos humanos. 
Para ello, los establecimientos penitenciarios contarán con es¬ 
pacios para el trabajo, el estudio, el deporte y la recreación, 
funcio-narán bajo la dirección de penitenciaristas profesion¬ 
ales con credenciales académicas universitarias, y se regirán 
por una administración descentralizada, a cargo de los go¬ 
biernos estadales o municipales, pudiendo ser sometidos a 
modalidades de privatización. En general, se preferirá en 
ellos el régimen abierto y el carácter de colonias agrícolas 
penitenciarias. En todo caso las fórmulas de cumplimiento de 
penas no privativas de la libertad se aplicarán con preferencia 
a las medidas de naturaleza reclusoria. El Estado creará las 
instituciones indispensables para la asistencia pospeniten¬ 
ciaria que posibilite la reinserción social del ex interno o ex 
interna y propiciará la creación de un ente penitenciario con 
carácter autónomo y con personal exclusivamente técnico." 



33.- LAS UNIVERSIDADES DEL PAÍS Y LAS FACULTA¬ 
DES DE JURISPRUDENCIA 

Parte fundamental de los sistemas de administración de jus¬ 
ticia, son las universidades como formadoras de los profesio¬ 
nales del derecho, a los cuales no solo hay que prepararlos en 
los conocimientos jurídicos indispensables para la defensa o 
representación en un juicio de las personas que requieran sus 
servicios, sino fundamentalmente otorgarles una formación 
global, donde prime la cultura por la legalidad, el estricto y 
total apego a las normas constitucionales y legales, donde el 
honor, el prestigio y el amor a su profesión estén sobre los 
ingresos económicos. 

Las Universidades son las instituciones de enseñanza supe¬ 
rior o Institutos Públicos de enseñanza, donde se hacen los 
estudios mayores en ciencias y letras, gozando de autoridad 
para otorgar títulos que garanticen el ejercicio profesional en 
determinada profesión de un ciudadano. 

Pero lamentablemente las universidades en el Ecuador, se 
han masificado, existiendo muchas universidades estatales y 
particulares en casi todas las ciudades del País, y una gran 
cantidad de facultades de jurisprudencia, las cuales por la 
competencia, han flexibilizado sus normas y procedimien¬ 
tos de admisión, control y evaluación, buscando sobrevivir 
en esta absurda competencia, otorgando muchas facilidades 
a sus estudiantes, y la consecuencia de todo ello, es que es¬ 
tán graduando profesionales mal preparados, prácticamente 
vendiendo los títulos profesionales. 

No solo que gradúan a profesionales mal preparados, sino 
que también se han incrementado los cursos de postgrado, 
maestrías, y otros cursos, donde con muchas facilidades así 
mismo se otorgan títulos de un nivel superior. Estos cursos o 


maestrías se los dictan en horas en la noche, los fines de sema¬ 
na, y no existe autoridad que vigile la calidad de las mismas. 
Como adicionalmente se ha puesto de moda, que para optar 
por un puesto en la administración de justicia o en el mi¬ 
nisterio público, el solo hecho de ser profesor universitario 
le otorga varios puntos, una gran mayoría de profesionales 
quiere ser profesor universitario, sin importar las bajas remu¬ 
neraciones que perciban por este servicio. 

Consecuencia de todo esto, es la mala calidad de los abogados, 
a los cuales ni siquiera les preocupa obtener un doctorado, y 
con ello va de la mano el desprestigio de las universidades y 
de los profesionales. 

Se hace indispensable controlar a todas las universidades del 
País, y a las facultades de jurisprudencia, y analizar la forma 
como actúan y organizan sus labores de formación, y de en¬ 
contrase irregularidades, como las que se han denunciado, 
deben ser sancionadas. 

Si por ley se autoriza la creación de una universidad, pues 
habrá que por ley, controlar y regular su funcionamiento, 
la calidad de sus docentes, vigilar la forma como gradúan y 
otorgan títulos a sus alumnos, y también vigilar los famosos 
cursos de postgrado y maestrías. 

Se debe también vigilar el pago de las remuneraciones a los 
profesores, y exigir que no solo sean bien pagados, sino que 
fundamentalmente trabajen a tiempo completo, y no con el 
actual sistema, donde trabajan profesores por horas, y pocos 
a medio tiempo o tiempo parcial, lo cual no es conveniente ni 
para la universidad, peor aún para los estudiantes. 


De lo que se ha podido ver y constatar los últimos años, casi 
todos los profesores de las Facultades de Derecho, tienen 



un empleo fijo como Jueces, especialmente ministros de las 
Cortes Superiores o Magistrados de la Corte Suprema, o son 
empleados públicos, o ejercen la profesión, dedicando pocos 
horas a la cátedra, y estas pocas horas muchas veces no les 
permite cumplir adecuadamente su función como maestros, 
y como ninguno de los gobiernos a dado la importancia que 
la educación debe merecer en el Ecuador, estos profesores 
universitarios, especialmente los que laboran en las universi¬ 
dades estatales son mal pagados, y esto tiene que cambiar, si 
queremos prestigiar a la educación universitaria, ya que como 
consecuencia de ello tendremos a mejores profesionales, y el 
beneficiario final serán el sistema judicial. 

Se ha demostrado, que en los países denominados del pri¬ 
mer mundo, y también en los países que han logrado desarro¬ 
llarse, su éxito se ha basado en la inversión en educación, ya 
que invertir en educación es invertir en el futuro del País. 


"La buena educación de la juventud es la prenda más segura 
de la felicidad de un estado" 

Oxens Tiern 


"Según la educación que recibimos, llegamos a ser todo o 
nada" 


Anónimo 


^34.- LOS ABOGADOS ^ 

Abogado es la persona legalmente autorizada para defender 
en juicio, por escrito o de palabra, los derechos e intereses de 
los litigantes, y también para dar dictamen sobre las cues¬ 
tiones o puntos legales que se le consulten (10) 

Los abogados son parte fundamental del sistema judicial y 
legal, ya que son los abogados los que son nombrados como 
jueces o fiscales, son los abogados en libre ejercicio los que 
asumen la defensa de una persona, son los abogados los 
nombrados como defensores públicos, por lo que no pode¬ 
mos prescindir de sus servicios. 

Con las reformas que se propone en este estudio, es induda¬ 
ble que se necesitarán de cientos o miles de abogados debida¬ 
mente preparados y especializados para que trabajen como 
jueces, fiscales o defensores públicos, y también miles de 
abogados para que defiendan a los acusados en un juicio, y 
por esta razón los treinta mil abogados que aproximadamente 
existen en el País, tendrán trabajo suficiente para tener una 
vida digna y próspera, ya que como esta estructurado nuestro 
sistema, y fundamentalmente como funciona, no solo que no 
existe trabajo para los abogados, sino que se elimina del sis¬ 
tema a los abogados que no están acostumbrados a mover in¬ 
fluencias, o pagar coimas. 

Es muy conocido en el medio, que las personas que se involu¬ 
cran en un proceso penal, no buscan al abogado que tenga 
profundos conocimientos jurídicos, buscan generalmente al 
abogado que sabe arreglar las cosas, que sabe moverse con 
mucha habilidad en el sinuoso mundo de la corrupción, ya 
que ese abogado logra éxitos muchas veces inexplicables, a 
los cuales no puede acceder un abogado que solo sabe lo que 
dice y manda la ley. 
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De la misma manera, con un proceso tan complejo, largo y 
aburrido, solo los abogados que tienen paciencia para defen¬ 
der un juicio durante tres o cinco años, tienen éxito, porque 
con el actual sistema, un juicio dura ese período. Los aboga¬ 
dos en el libre ejercicio, para obtener resultados, tienen que 
mendigar justicia todos los días, pidiendo a los amanuenses 
que despachen sus escritos y pedidos, que los jueces les pon¬ 
gan en lista de espera para que les dicten sentencia, motivo 
por el cual al tener que viajar diariamente a los juzgados, du¬ 
rante muchos años, pierden económicamente con esta forma 
de trabajar, cuando aceptan la defensa de un juicio. 

Con los nuevos sistemas y procedimientos, como los juicios 
serán más cortos, y su procedimiento se manejará en forma 
secuencial, ya que no habrá que esperar días, meses o años 
para ejercer la defensa y obtener resultados, ya que la defensa 
se lo realizará en un período de tiempo muy corto, donde será 
fundamental la preparación del abogado, para que en una ex¬ 
posición verbal ante el Juez pueda presentar los reclamos de 
su cliente, o ejercer la defensa de otros, y solo los que ten¬ 
gan conocimientos y el manejo claro de las leyes, triunfarán, 
ya que no será necesario la intervención de los abogados ex¬ 
pertos en arreglar de manera obscura, asuntos y juicios, o los 
amigos de jueces o fiscales, ya que esto con el nuevo proce¬ 
dimiento no será factible, al tener que resolver los operadores 
de justicia, en orden secuencial, todas las demandas. 

Con estos nuevos sistemas y procedimientos, el abogado 
pactará un honorario por juicio, y podrá realizar una planifi¬ 
cación mensual de sus ingresos, con lo cual miles de aboga¬ 
dos podrán vivir decentemente, los unos ejerciendo cargos en 
la función judicial o ministerio público, y los otros en el libre 
ejercicio profesional. 


Nuevos sistemas con los cuales se acabará la corrupción, los 


negociados, los arreglos, las injusticias, los amarres, las in¬ 
fluencias, y el desprestigio de los abogados. 


Con la implementación de los nuevos sistemas, será necesario 
pensar en un Colegio de Abogados solo de los que ejerzan 
libremente la profesión, y otorgar matriculas solo para 
ellos, ya que un juez no requiere matricula profesional porque 
no ejerce libremente la profesión, tampoco los fiscales o de¬ 
fensores públicos, incluso los abogados que son empleados 
públicos, impidiendo de esta manera que muchos abogados 
tengan dos o tres trabajos en perjuicio de sus propios colegas. 
Además los jueces y empleados judiciales ya se encuentran 
agremiados en la propia Función Judicial, en defensa de sus 
intereses y de la carrera judicial en la que se encuentran tra¬ 
bajando, no así los abogados en libre ejercicio profesional, los 
cuales no reciben sueldos o beneficios legales adicionales, no 
tienen afiliación a la seguridad social, ni las prebendas pro¬ 
pias de la burocrática estatal. 

Con normas claras, procedimientos simples y efectivos, y 
abogados especializados trabajando como jueces, fiscales, de¬ 
fensores públicos, en ejercicio profesional, o como profesores, 
es indudable que mejorará todo el sistema de administración 
de justicia, y se prestigia a esta muy noble profesión. 

El abogado debe ser el protagonista esencial en la implanta¬ 
ción de un Estado de Derecho, para acabar con las continuas 
violaciones a la constitución y la ley. 

El abogado moderno es aquel que trabaja a favor de la con¬ 
ciencia y de la justicia. 


"Creo que una de las más bellas reflexiones que pueden 
originarse cuando contemplamos el compromiso de nuestros 
colegas con la causa de un orden social más justo, y del 



cumplimiento de la ley como el mejor de los instrumentos 
para hacerlo posible, es que no se trata de una suerte de inex¬ 
cusable imperativo moral." 

"El compromiso del abogado es el compromiso del análisis, 
el compromiso del sentido de lo justo, el compromiso de la 
razón." (17) 

La más grande aspiración de un abogado, sería que en el 
Ecuador se constituya no solo un auténtico estado de dere¬ 
cho, sino que existan instituciones sólidas donde los aboga¬ 
dos puedan ejercer con honor y dignidad su profesión, con¬ 
fiando que en ellos solo valdrá la razón y el derecho, tal como 
lo reflexiona Lee, H. (18), quien dice: 

".hay una cosa en este país ante la cual todos los hombres 

son creados iguales; hay una institución humana que hace a 
un hombre pobre el igual de un Rockefeller, a un estúpido 
el igual a un Einstein, y al hombre ignorante el igual a un 
director de colegio. Esta institución caballeros, es un tribu¬ 
nal. Puede ser el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 
o el Juzgado de Instrucción más humilde del país, o este ho¬ 
norable tribunal que ustedes componen. Nuestros tribunales 
tienen sus defectos, como los tienen todas las instituciones hu¬ 
manas, pero en este país nuestros tribunales son los grandes 
niveladores, y para nuestros tribunales todos los hombres 
han nacido iguales." 




35.- PROPUESTAS PARA LAS REFORMAS CONSTITUCIO¬ 
NALES A LA FUNCIÓN JUDICIAL Y AL SISTEMA 
JUDICIAL 


DE LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO Y LA FUNCION 
PÚBLICA. 

Art.... Son instituciones del Estado: 1.- Los organismos y de¬ 
pendencias de las funciones Legislativa, Ejecutiva y el SISTE¬ 
MA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 

DEL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

Capitulo I 

DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 


Art.El Sistema de Administración de Justicia, es un ser¬ 

vicio público para beneficio de la sociedad, compuesto por 
una Policía Judicial Especializada, el Ministerio Público, la 
Función Jurisdiccional, la Defensoría Pública y Rehabilitación 
Social, todos los cuales deberán trabajar en estrecha vincu¬ 
lación en forma planificada y coordinada. 


Art.Las políticas que en materia criminal dicte anualmente 

el Sistema de Administración de Justicia, son de aplicación 
obligatoria para todas las dependencias que forman parte del 
sistema. 


Capitulo II 

Principios y normas generales 

Art.El ejercicio de la potestad de administrar justicia, co¬ 

rresponderá a los órganos de la Función Jurisdiccional esta- 






blecidos en la Ley, los cuales contarán con la ayuda y colabo¬ 
ración de los organismos del Sistema de Administración de 
Justicia. 


Art.La Función Jurisdiccional está conformada por la 

Justicia Ordinaria y por la Justicia Constitucional. 

Art.El sistema procesal será un medio para la realización 

de la justicia. Hará efectivas las garantías del debido proceso y 
velará por el cumplimiento de los principios de inmediación, 
celeridad y eficiencia en la administración de justicia. No se 
sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades. 

Art.Las leyes procesales procurarán la simplificación, 

uniformidad, eficacia y agilidad de los trámites. 

Art.La sustanciación de los procesos, que incluye la pre¬ 

sentación y contradicción de las pruebas, se llevará a cabo 
mediante el sistema oral. 

Art.Los actos administrativos generados por cualquier 

autoridad de las otras funciones e instituciones del Estado, 
podrán ser impugnados ante los correspondientes órganos de 
la Función Jurisdiccional, en la forma que determina la ley. 

Art.Los magistrados, ministros y jueces serán indepen¬ 

dientes en el ejercicio de su potestad jurisdiccional, solo es¬ 
tarán sometidos a la Constitución y a la ley. Serán evaluados 
en forma permanente, calificando su rendimiento. 

Art.Son órganos de la Función Jurisdiccional: 

1. - La Corte Suprema de Justicia, con los Magistrados y Salas 
Especializadas que la conforman. 

2. - Las Cortes de Apelaciones, con los Ministros y Salas Espe¬ 
cializadas que la conforman. 

3. - Los Tribunales y Jueces que establezca la ley. 










4 - Las Cortes Especiales para el Juzgamiento de Contraven- 


La ley establecerá los procedimientos para su selección, nom¬ 
bramientos y evaluación permanente. Se garantiza su estabi¬ 
lidad, y permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras 
observen buena conducta y tengan rendimiento satisfactorio. 
La remoción de su cargo será resuelta mediante los proce¬ 
dimientos establecidos en la Ley. 

Art.Se prohíbe a los Magistrados, Ministros y Jueces, ejer¬ 

cer la abogacía o desempeñar otro cargo público o privado. 
No podrán ejercer funciones en los partidos políticos, ni inter¬ 
venir en contiendas electorales o gremiales. 

Art.La persona que litigue temerariamente, pagará a la 

Administración de Justicia, y a la parte con quien hayan liti¬ 
gado, los costos incurridos en la tramitación del Juicio, inclui¬ 
dos los costos administrativos. Jueces y personal administra¬ 
tivo, y abogado (s) de los otros litigantes, sin que en este caso 
se admita exención alguna. 

Capitulo III 

Consejos de la Judicatura 

Art.La administración de la Función Jurisdiccional la 

realizarán los Consejos Provinciales de la Judicatura, los 
cuales tendrán las siguientes funciones: 

1.- Elaboración y ejecución del presupuesto provincial de la 
Función; 


2.- Selección y presentación de ternas para el nombramiento 
de Ministros, Jueces, Fiscales y empleados; 





3. - Elaboración de estadísticas de ingreso de causas, despacho 
y atención de las mismas, tanto en la Función Jurisdiccional 
como en el Ministerio Fiscal Distrital; 

4. - Evaluación permanente del trabajo de los Ministros, Jue¬ 
ces y empleados de la Función Jurisdiccional, como la de los 
Fiscales y empleados del Ministerio Fiscal Distrital, en base 
de los parámetros que anualmente serán fijados, para que 
aquellas personas que no alcancen el mínimo establecido, 
sean separadas de sus cargos; 

5 - Investigación de las denuncias que se presenten en contra 
de Ministros, Jueces, Fiscales y empleados, para cuando los 
casos ameriten, poner en conocimiento de la autoridad res¬ 
pectiva para el respectivo juzgamiento y sanción; 

6. - Coordinar el trabajo entre los organismos que conforman 
el Sistema de Administración de Justicia. 

7. - Dirigir la escuela de capacitación de Jueces y Fiscales. 

Art.La ley determinará la forma como se integrarán los 

Consejos Provinciales de la Judicatura, forma de designación 
de sus miembros y periodos de sus nombramientos. 


Art. El Consejo Nacional de la Judicatura, tendrá las si 

guientes funciones: 

1. - Elaboración del presupuesto anual de la Función, en base 
de los presupuestos enviados por los Consejos Provinciales 
de la Judicatura; 

2. - Elaboración de temas para el nombramiento de Magistra¬ 
dos de la Corte Suprema de Justicia, y del Ministro Fiscal 
General de la Nación. 
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3. - Coordinar con los Consejos Provinciales de la Judicatura, 
el funcionamiento de las Escuelas de Capacitación para Jue¬ 
ces y Fiscales. 

4. - Elaborar estadísticas anuales del trabajo y funcionamiento 
de todas las dependencias del Sistema de Administración de 
Justicia, para establecer a nivel nacional, mecanismos para el 
perfeccionamiento de sistemas y procedimientos, o promover 
las reformas legales que sean necesarias. 

Art.... La ley determinará la forma como se integrará el Con¬ 
sejo Nacional de la Judicatura, forma de designación de sus 
miembros y periodos de sus nombramientos. 

AGREGAR en el artículo 24, Garantías del debido proceso, un 
numeral que diga: Se garantiza en juzgamiento en libertad de 
todo acusado, con las excepciones previstas en la ley. 

SUPRIMIR el Capitulo II del Tribunal Constitucional, y el 
artículo 275 de la Constitución Política de la República del 
Ecuador. 

MODIFICAR el artículo 276 que dirá: Competerá a la Sala 
Especializada de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia: 

En el mismo artículo 276, suprimir el numeral 3, también su¬ 
primir el numeral 23 del artículo 277. 

SUPRIMIR el artículo 279, y en vez del texto suprimido agre¬ 
gar el siguiente texto: Las Salas Especializadas de lo Constitu¬ 
cional de las Cortes de Apelaciones (actualmente Cortes Su¬ 
periores), conocerán las sentencias que denieguen el hábeas 
corpus, el hábeas data y el amparo, y los casos de apelación 
previstos en la acción de amparo. 
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37.- GLOSARIO.- 


Abigeato: El Código Penal define al delito de robo o 
hurto de ganado caballar, vacuno, porcino o lanar, cometido 
en sitios destinados para la conservación, cría o ceba de los 
mismos. 

Acusado: la persona contra la cual se ha dictado auto 
de llamamiento a juicio, o en contra de la cual se ha presen¬ 
tado una querella. 

Auto de llamamiento a juicio: Auto es la decisión del 
Juez sobre algún asunto del juicio. El auto de llamamiento a 
juicio, es la resolución del Juez Penal, de enviar un proceso 
a la etapa de juicio, cuando considera que de los resultados 
de la instrucción fiscal (investigación realizada por el fiscal) 
se desprenden presunciones graves y fundadas sobre la exis¬ 
tencia del delito y sobre la participación del imputado como 
autor, cómplice o encubridor. 

Auto de sobreseimiento provisional: Sobreseimiento 
es la suspensión del proceso penal. El sobreseimiento pro¬ 
visional, es la resolución del Juez de Penal suspendiendo en 
forma provisional el proceso penal, cuando considere que los 
elementos en los que el fiscal ha sustentado su presunción de 
existencia del delito o la participación del imputado, no son 
suficientes. 

Auto de sobreseimiento definitivo: Es la resolución del 
Juez Penal, suspendiendo en forma definitiva el proceso pe¬ 
nal, cuando concluya que los hechos denunciados o acusados 
no constituyen delito, o que los indicios existentes no con¬ 
ducen de manera alguna a presumir la existencia de la 
infracción. 
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Caución: Dar caución, precaver cualquier daño o per¬ 
juicio. Una prisión preventiva se suspenderá, cuando el im¬ 
putado rindiere caución a satisfacción del juez competente, 
caución que podrá consistir en dinero, fianza, prenda, hipo¬ 
teca o carta de garantía otorgada por una institución finan¬ 
ciera. 

Conversiones: Conversión, cambio de la acción penal 
pública por acción penal privada. Las acciones por delitos de 
acción penal pública pueden ser transformadas en acciones 
privadas, a pedido del ofendido o de su representante, siem¬ 
pre que el fiscal lo autorice, cuando considere que no existe 
un interés público gravemente comprometido. 

Cognición: Conocimiento judicial de un asunto para 
obtener una declaración jurisdiccional. 

Cuestiones prejudiciales: Cuestiones que requieren 
decisión previa al asunto o sentencia principal. De examen 
y decisión preliminar, referido a acciones y excepciones. Por 
ejemplo si se requiere acusar por la falsificación de un docu¬ 
mento público, previamente tiene que un juez civil haber de¬ 
clarado la nulidad de ese documento público. 

Denuncia: Noticia o aviso, por escrito o de palabra, que 
acerca de un delito o falta se hace a la autoridad, para que ésta 
proceda a la consiguiente averiguación del hecho y castigue 
al culpable. 

Dictamen acusatorio: resolución que emite el fiscal, 
cuando él estime que los resultados de la investigación pro¬ 
porcionan datos relevantes sobre la existencia del delito y fun¬ 
damentos graves que le permita presumir que el imputado es 
autor o partícipe de la infracción. 


Desestimaciones: Cuando el fiscal estime que no hay 
mérito para promover juicio contra el imputado, emitirá su 
dictamen absteniéndose de acusar y pasará el expediente al 
juez. 

Derecho positivo: El derecho vigente, el conjunto de 
leyes vigentes. La suma o conjunto de todas las leyes, que 
puede ser modificado por el propio legislador que lo ha pro¬ 
mulgado. 

Estupro: La cópula con una persona, empleando la se¬ 
ducción o engaño para alcanzar su consentimiento, en una 
persona mayor de catorce años y menor de dieciocho. 

Etiología del delito: La etiología es la teoría o estu¬ 
dio de las causas, sea de los fenómenos o de los hechos. La 
etiología del delito, es el estudio de las causas que influyen en 
la conducta criminal. Basándose en la psicología, la biología y 
la sociología, trata de determinar o descubrir los orígenes psi- 
cofisiológicos (heredados, individuales o adquiridos) y los de 
relación social que influyen en la producción del delito, base 
de su eficaz prevención. 

Evasión: Fuga del que esta encerrado; preso o deteni¬ 
do que abandona su encierro. 

Imputado: Se denomina imputado la persona a quién 
el fiscal atribuya participación en un acto punible como actor, 
cómplice o encubridor; 

Indagación previa: Investigación sobre los hechos pre¬ 
sumiblemente constitutivos de infracción penal, que realiza 
el fiscal antes de resolver la apertura de la instrucción, si lo 
considera necesario, con la colaboración de la policía judi¬ 
cial. 



Instrucción fiscal: Resolución del fiscal que la toma 
cuando considera que existen fundamentos suficientes para 
imputar a una persona la participación de un hecho delic¬ 
tivo. 

Juicio de ejecución: Juicios para ejecutar una obligación, 
cobro de obligación, remate de prenda o hipoteca. 

Juicio declarativo: Juicios donde el juez declara y 
reconoce un derecho. 

Oralidad: En el procedimiento, tanto civil como penal, 
la tramitación en que predomina la presencia de las partes o 
sus representantes y las alegaciones de palabra, expresión de 
vida y de autenticidad que llega a los juzgadores en forma 
inmediata y más eficaz que la tediosa lectura de extensos es¬ 
critos. 

Procedimiento abreviado: procedimiento mediante 
el cual se lleva directamente el caso donde el Juez, para que 
dicte su resolución, esto es condenar o absolver, luego de que 
el imputado haya admitido el acto atribuido, y consienta en 
este proceso, y cuando los delitos sobre los cuales se le juz¬ 
gará, tengan una pena máxima inferior a cinco años. 

Prevaricato: Delito que cometen los jueces de derecho 
o árbitros juris que fallaren contra ley expresa, o procedieren 
penalmente contra alguno, conociendo que no lo merece. Los 
jueces o árbitros que dieren consejo a una de las partes que 
litigan ante ellos, con perjuicio de la parte contraria. Los jue¬ 
ces o árbitros, que en la sustanciación de las causas proce¬ 
dieren maliciosamente contra leyes expresas, haciendo lo que 
prohíben o dejando de hacer lo que mandan. Los empleado 
públicos de cualquier clase que, ejerciendo alguna autoridad 
judicial, gubernativa o administrativa, por interés personal. 



afecto o desafecto a alguna persona o corporación, nieguen, 
rehúsen o retarden la administración de justicia, o la pro 
tección u otro remedio que legalmente se les pida o que la 
causa pública exija. Los demás empleados, oficiales o curi¬ 
ales que abusen dolosamente de sus funciones, perjudicando 
a la causa pública o a alguna persona. Los jueces o árbitros 
que conocieren en causas en las que patrocinaron a una de las 
partes como abogados o procuradores. 

Prisión: Pena privativa de libertad, más benigna que 
la de reclusión, que el Ecuador se sanciona hasta con cinco 
años. 

Querella: En el enjuiciamiento o proceso penal, la 
querella es el escrito que da comienzo a una causa criminal, 
que debe presentar el ofendido o su representante, en los deli¬ 
tos de acción privada. 

Reclusión: Condena a una pena privativa de libertad, 
la más grave y prolongada del sistema penitenciario. 

Requisitos de procedibilidad: requisitos que se 
requieren para que pueda iniciarse un procedimiento penal, 
como en el caso de un cheque protestado por insuficiencia de 
fondos, que previamente se haya realizado la notificación con 
el protesto al girador, o, en caso de enjuiciamiento a determi¬ 
nadas autoridades, la autorización previa que en base de lo 
que ordena la Constitución tiene que otorgarse. 

Recurso de nulidad: Reclamación de alguno de los 
litigantes y otro interesado al juez o tribunal superior, para 
que revoque o reforme un decreto, auto o sentencia, cuando 
considere que existe una nulidad en el proceso que declarar, 
cuando el juez hubiere actuado sin competencia, cuando la 
sentencia no reuniere los requisitos establecidos en la ley. 


cuando en la sustanciación del proceso se hubiere violado el 
trámite previsto en la ley. 


Recurso de casación: Recurso que se presenta para que 
la Corte Suprema de Justicia analice en derecho, si en la sen¬ 
tencia se hubiere violado la ley, ya por contravenir expresa¬ 
mente a su texto, ya por haberse hecho una falsa aplicación de 
ella, ya por haberse realizado una interpretación errónea. 

Sistema exegético: Sistema expositivo que se ciñe al or¬ 
denamiento de las leyes vigentes, cuya interpretación le sirve 
de base. Concerniente a la exégesis: interpretación del dere¬ 
cho o de la ley. 

Tipificar o Tipicidad: Descripción legal del delito, 
como uno de los caracteres del mismo, aparte otras valora¬ 
ciones subjetivas u objetivas necesarias para la punición. 
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